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ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO FEDERAL

Comunicación de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, con la que infor-
ma de actividades propias de su legislatura. De enterado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMISIONES LEGISLATIVAS

Tres comunicaciones de la Junta de Coordinación Política, con las que informa de
cambios en la integración de las comisiones de Desarrollo Social; de Seguridad
Social; de Atención a Grupos Vulnerables; de Comercio y Fomento Industrial y de
Vivienda. De enterado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADA QUE SOLICITA LICENCIA

Comunicación de la diputada Lizbeth Evelia Medina Rodríguez, con la que soli-
cita licencia por tiempo indefinido para separarse del cargo de diputada federal
electa en la tercera circunscripción plurinominal. Aprobada. . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADA SUPLENTE QUE SE INCORPORA

El Presidente designa comisión que acompañe a la ciudadana Martha Patricia Dá-
valos Márquez, electa como diputada federal suplente en la primera circunscrip-
ción plurinominal, en el acto de rendir su protesta de ley. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

Oficio de la Cámara de Senadores con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto, por el que se reforman los artículos 2o.-A y 9o., de la Ley del Impuesto al
Valor Agregado y se deroga el artículo vigesimoquinto transitorio del Presupues-
to de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2003, suscrita por el se-
nador Adalberto Arturo Madero Quiroga, del Partido Acción Nacional. Se turna a
las comisiones de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública.

SISMO

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que remite copia de oficio del titu-
lar de la Unidad de Política y Control Presupuestario de la Subsecretaría de Egre-
sos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en relación con punto de
acuerdo aprobado por la Comisión Permanente en sesión del 4 de febrero, relati-
vo a la canalización de recursos del Fondo de Desastres Naturales a municipios del
estado de Michoacán afectados por el sismo de pasado martes 21 de enero de
2003. De enterado y remítase copia al promovente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REGISTRO DE ASISTENCIA. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SISMO

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que remite copia de oficio del titu-
lar de la Unidad de Política y Control Presupuestario de la Subsecretaría de Egre-
sos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en relación con punto de
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acuerdo aprobado por la Comisión Permanente en sesión del 29 de enero, relativo
a la canalización de recursos del Fondo de Desastres Naturales a municipios del
estado de Michoacán afectados por el sismo de pasado martes 21 de enero de
2003. De enterado y remítase copia al promovente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

JOSE MARIA GUILLEN TORRES

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que remite copia de oficio de la Se-
cretaría de Gobierno del estado de Veracruz, en relación con el punto de acuerdo
aprobado por la Comisión Permanente el pasado 8 de enero, relativo al homicidio
del diputado federal José María Guillén Torres. Se turna a la Comisión de Justicia
y Derechos Humanos y al promovente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RADIO Y TELEVISION

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que remite copia del oficio del Di-
rector General de Radio, Televisión y Cinematografía, con el que acompaña el in-
forme detallado y fundamentado de las sanciones, observaciones y extrañamien-
tos aplicados a los concesionarios por posibles infracciones a la Ley Federal de
Radio y Televisión, correspondiente al mes de febrero de 2003, en relación con un
punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados. Se turna a la Comisión
de Radio, Televisión y Cinematografía, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SERVICIO ADUANERO MEXICANO

El diputado Omar Fayad Meneses presenta iniciativa con proyecto de dicha ley.
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ARTICULO 27 CONSTITUCIONAL

El diputado Francisco Javier Flores Chávez presenta iniciativa con proyecto de de-
creto, que reforma la fracción VII del artículo 27 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, sobre el dominio pleno sobre tierras parcelas. Se tur-
na a la Comisión de Puntos Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE PROFESIONES

El diputado Eduardo Abraham Leines Barrera presenta iniciativa con proyecto de
Ley de Profesiones, reglamentaria del artículo 5o., de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a las comisiones unidas de Puntos Cons-
titucionales y de Educación Pública y Servicios Educativos. . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

ARTICULO 72 CONSTITUCIONAL

El diputado Narciso Alberto Amador Leal presenta iniciativa con proyecto de de-
creto, que reforma el artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en materia de veto presidencial. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE SALUD

La diputada Adela del Carmen Graniel Campos presenta iniciativa con proyecto
de decreto, que reforma los artículos 314, 333, 343, 344 y 345 de la Ley General
de Salud, en materia de donación y trasplantes de órganos. Se turna a la Comisión
de Salud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ADUANERA

El diputado Omar Fayad Meneses presenta iniciativa con proyecto de decreto, que
reforma el artículo 121 de la Ley Aduanera, respecto a ventas libres de contribu-
ciones a pasajeros de vuelos internacionales a su llegada al territorio nacional. Se
turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que reforma el artículo
222 de la Ley General de Salud, respecto a la elaboración de medicamentos. Es de
segunda lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

A nombre de la comisión fundamenta el dictamen el diputado Federico Granja Ri-
calde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Suficientemente discutido el dictamen es aprobado. Pasa al Senado para los efec-
tos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que reforma los artícu-
los 114, 115, 210 y 212 de la Ley General de Salud, sobre el etiquetado de pro-
ductos alimenticios. Es de segunda lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A nombre de la comisión fundamenta el dictamen el diputado Salvador Neftalí Es-
cobedo Zoletto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido el dictamen es aprobado. Pasa al Senado para los efec-
tos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

Dictamen de la Comisión de Comercio y Fomento Industrial, con proyecto de de-
creto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la mencionada ley,
para fortalecer las facultades y el desempeño de la Procuraduría Federal del Con-
sumidor. Es de segunda lectura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A nombre de la comisión fundamenta el dictamen y propone modificaciones a los
artículos 63 y 63-bis de la Ley Federal de Protección al Consumidor, el diputado
Adolfo Zamora Cruz. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Fijan la posición de su respectivo partido político o grupo parlamentario los dipu-
tados: 

Norma Patricia Riojas Santana. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María Teresa Tapia Bahena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Alfredo Hernández Raigosa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Reyes Antonio Silva Beltrán. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se admiten las modificaciones propuestas por la comisión a los artículos 63 y 63-
bis y se considera suficientemente discutido el dictamen en lo general. . . . . . . . . 

Aprobado el proyecto de decreto en lo general y en lo particular de los artículos
no reservados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Presidencia informa de los artículos reservados y para referirse al artículo 26
reservado, concede la palabra a los diputados: 

Amador Rodríguez Lozano, quien propone modificaciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lorena Beaurregard de los Santos, quien propone modificaciones. . . . . . . . . . . . . 

Se desechan las modificaciones propuestas al artículo reservado. . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse al artículo 63 reservado se concede la palabra a los diputados:

Salvador Rocha Díaz, quien propone modificaciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Francisco Agundis Arias, quien propone modificaciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Reyes Antonio Silva Beltrán, quien a nombre de la comisión habla en pro del ar-
tículo a discusión en los términos del dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para contestar alusiones personales el diputado Francisco Agundis Arias. . . . . . . 

Son desechadas las modificaciones propuestas por los diputados Rocha Díaz y
Agundis Arias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Propone modificaciones al artículo 63-bis reservado, el diputado Salvador Rocha
Díaz. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Se desechan las modificaciones propuestas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sobre el artículo 63-ter el diputado Salvador Rocha Díaz, propone modificaciones
a las que la Asamblea desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Salvador Rocha Díaz, propone modificaciones a los artículos sexto,
séptimo y octavo transitorios reservados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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Desde su curul el diputado Ildefonso Guajardo Villarreal a nombre de la Mesa Di-
rectiva de la comisión dictaminadora, propone modificaciones al artículo sexto
transitorio y el Presidente le solicita hacerlas llegar a la Secretaría.. . . . . . . . . . . . 

Se desecha las modificaciones propuestas por el diputado Rocha Díaz, al artículo
sexto transitorio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se admiten las modificaciones propuestas por la comisión al artículo sexto transi-
torio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Son desechadas las modificaciones propuestas por el diputado Rocha Díaz, al ar-
tículo séptimo transitorio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las modificaciones propuestas por el diputado Rocha Díaz, al artículo octavo tran-
sitorio, la Asamblea las desecha. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutidos los artículos reservados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto que reforma, adi-
ciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Federal de Protección al Consu-
midor. Pasa al Senado para los efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con proyecto de
decreto por el que se expide la Ley Federal del Servicio Profesional de Carrera de
la Administración Pública Federal; se reforman la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal y la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Fe-
deral y se adiciona la Ley de Planeación. Es de segunda lectura. . . . . . . . . . . . . . 

Se concede la palabra al diputado Tomás Coronado Olmos, quien a nombre de la
comisión fundamenta el dictamen y propone la adición de un párrafo al artículo
tercero transitorio de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administra-
ción Pública Federal y modificaciones al artículo 37 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, a las que la Asamblea admite. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fijan la posición de sus respectivo partido político o grupo parlamentario los di-
putados: 

José Manuel del Río Virgen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Antonio Calderón Cardoso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Norma Patricia Riojas Santana. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Arturo Escobar y Vega. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Magdalena del Socorro Núñez Monreal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María Guadalupe López Mares. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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José Antonio Hernández Fraguas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Suficientemente discutido el dictamen en lo general y en lo particular, es apro-
bado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Presidente declara aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de de-
creto por el que se expide la Ley Federal del Servicio Profesional de Carrera en la
Administración Pública Federal; se reforman la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal y la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Fe-
deral y se adiciona la Ley de Planeación. Pasa al Senado para los efectos del inci-
so e) del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

ORDEN DEL DIA 

De la próxima sesión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

RESUMEN DE TRABAJOS. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION. . . . . . . . . . . . . . 
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Presidencia del diputado 
Armando Salinas Torre

ASISTENCIA

El Presidente diputado Armando Salinas Torre: 

Ruego a la Secretaría haga del conocimiento de esta Presi-
dencia el resultado del cómputo de asistencia de los dipu-
tados.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

Se informa a la Presidencia que existen registrados previa-
mente 294 diputados. Por lo tanto hay quórum.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre 
(a las 10:43 horas): 

Se abre la sesión. 

Proceda la Secretaría a dar lectura al orden del día.

ORDEN DEL DIA

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Segundo Periodo Ordinario de Sesiones.— Tercer Año.—
LVIII Legislatura.

Orden del día

Martes 25 de marzo de 2003.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

De los congresos de los estados de Chihuahua y Puebla.

De la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, II Legis-
latura.

De la Junta de Coordinación Política.

De diputado.

Protesta de diputado.

Oficio de la Cámara de Senadores

Con el que remite la iniciativa que reforma los artículos
2o.-A y 9o. de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y de-
roga el artículo vigesimoquinto transitorio del Presupuesto
de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2003, presentada por el senador Adalberto Madero Quiro-
ga, del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a comisión.)

Oficios de la Secretaría de Gobernación

Tres con los que se remiten contestaciones, del titular de la
Unidad de Política y Control Presupuestario de la Subse-
cretaría de Egresos de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público y de la Secretaría de Gobierno del estado de Vera-
cruz, en relación a puntos de acuerdo aprobados por la Co-
misión Permanente.

Con el que se remite contestación del director general de
Radio, Televisión y Cinematografía, en relación a puntos
de acuerdo, aprobados por la Cámara de Diputados.

Iniciativas de diputados

De Ley del Servicio Aduanero Mexicano, a cargo del dipu-
tado Omar Fayad Meneses, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Que reforma la fracción VII del artículo 27 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Francisco Javier Flores Chávez, del grupo parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a comisión.)

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Protección Civil, a cargo del diputado Alfredo Hernández
Raigosa, del grupo parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Turno a comisión.)

Que reforma diversos artículos de la Ley de Profesiones,
Reglamentaria del artículo 5o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, relativa, al ejercicio de
las profesiones en el Distrito Federal en asuntos del orden
común y en toda la República en asuntos del orden federal,
a cargo del diputado Eduardo Abraham Leines Barrera, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. (Turno a comisión.)

Que reforma el artículo cuarto transitorio de la Ley Gene-
ral de Educación, a cargo del diputado Elías Martínez
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Rufino, del grupo parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Turno a comisión.)

Que reforma el artículo 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de veto presi-
dencial, a cargo del diputado Alberto Amador Leal, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. (Turno a comisión.)

Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Salud, con el propósito de reforzar la legislación en mate-
ria de trasplantes, a cargo de la diputada Adela del Carmen
Graniel Campos, del grupo parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Que reforma el artículo 121 de la Ley Aduanera, a cargo del
diputado Omar Fayad Meneses, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)

Dictámenes a discusión

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 222 de la Ley General de Salud.

De la Comisión de Salud, con proyecto de decreto que re-
forma los artículos 114, 115, 210 y 212 de la Ley General
de Salud.

De la Comisión de Comercio y Fomento Industrial, con
proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diver-
sas disposiciones de la Ley Federal de Protección al Con-
sumidor.

De la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con
proyecto de decreto por el que se expide la Ley Federal del
Servicio Profesional de Carrera de la Administración Públi-
ca Federal; se reforman la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal y la Ley de Presupuesto, Contabilidad
y Gasto Público Federal; y se adiciona la Ley de Planeación.

Excitativas

A las comisiones de Población, Fronteras y Asunto Migra-
torios y de Relaciones Exteriores, a cargo del diputado Víc-
tor Emanuel Díaz Palacios, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

A la Comisión de Puntos Constitucionales, a cargo del dipu-
tado Jaime Martínez Veloz, del grupo parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.

A la Comisión de Agricultura y Ganadería, a cargo del dipu-
tado Arturo Herviz Reyes, del grupo parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática.

Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que solicita se inicie la planea-
ción de un periodo extraordinario, a cargo del grupo parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a
comisión.)

Con punto de acuerdo en relación con la actividad de jue-
gos y sorteos, que funciona en la República Mexicana, a
cargo del diputado Salvador Cosío Gaona, del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitar a la Conferencia para
la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos,
se tomen acciones directas en torno a la decisión de los
despachos que se niegan a entregar los papeles de trabajo
sobre auditorías al Fobaproa, a cargo del diputado José An-
tonio Magallanes Rodríguez, del grupo parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación al Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2003, a car-
go del diputado Amador Rodríguez Lozano, (Turno a co-
misión.)

Con punto de acuerdo en apoyo a los cuentahabientes del
Infonavit, a cargo del diputado Adolfo Zamora Cruz, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que la Cámara de Diputados, a
través de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, in-
vestigue el caso de los ejidatarios de Cananea, presos en el
estado de Sonora, a cargo de la diputada Petra Santos Or-
tiz, del grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo sobre el ejercicio de los recursos
presupuestales asignados al Programa para el Desarrollo de
los Pueblos y Comunidades Indígenas, en el Presupuesto
de Egresos de la Federación para el 2003, a cargo del di -
putado Alberto Amador Leal, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a comisión.)



Con punto de acuerdo para solicitar a la Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimenta-
ción, realice las acciones pertinentes a fin de reforzar la co-
mercialización del frijol mexicano, a cargo del diputado
José Carlos Luna Salas, del grupo parlamentario del Parti-
do Acción Nacional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para integrar una Comisión Especial
de la Cámara de Diputados, que vigile no se desvíen recur-
sos públicos en el proceso electoral de 2003, a cargo del di-
putado Luis Miguel Barbosa Huerta, del grupo parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a
comisión.)

Con punto de acuerdo sobre el campo mexicano, a cargo
del grupo parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a
comisión.)

Con punto de acuerdo sobre la problemática agraria en Mé-
xico, a cargo del diputado César Duarte Jáquez, del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitar al Ejecutivo Federal la
transferencia de recursos al Instituto Nacional de Lenguas
Indígenas de reciente creación, a cargo del diputado Héc-
tor Sánchez López, del grupo parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitar al Ejecutivo Federal
atraiga la investigación de los asesinatos de mujeres en
Ciudad Juárez, Chihuahua, suscrito por diputados inte-
grantes de la Comisión de Equidad y Género. (Urgente re-
solución.)

Con punto de acuerdo para exhortar a todas las estaciones
de radio y televisión a celebrar el Día Internacional de la
Radio y la Televisión en favor de los niños, promovido por
la UNICEF, a cargo del diputado Gumercindo Alvarez So-
telo, del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para ratificar las reformas a la Ley
del SAT que vetó el Ejecutivo Federal, a cargo de la dipu-
tada Miroslava García Suárez, del grupo parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo por el que se solicita que la Audito-
ría Superior de la Federación, realice una auditoría a la Se-

marnat, a cargo del grupo parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para que el Gobierno Federal enca-
bece el manifiesto por la paz, emanado de la Conferencia
Internacional por la Paz, a cargo del diputado Félix Caste-
llanos Hernández, del grupo parlamentario del Partido del
Trabajo. (Urgente resolución.) 

Con punto de acuerdo para reasignar y entregar viviendas
abandonadas, mediante un Censo Nacional de Viviendas, a
cargo del diputado José Manuel del Río Virgen, de Con-
vergencia por la Democracia Partido Político Nacional.
(Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo a fin de incorporar recursos del
Ramo 33 al Programa Piso Firme en todo el territorio na-
cional, a cargo del diputado Víctor Emanuel Díaz Palacios,
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. (Turno a comisión.)

Con punto de acuerdo para solicitar información a la Se-
cretaría de Comunicaciones y Transportes, sobre el trámite
realizado por diversas líneas aéreas en las que han solicita-
do autorización oficial para operar rutas nacionales e inter-
nacionales, desde y hacia Puerto Vallarta, Jalisco, a cargo
del diputado Salvador Cosío Gaona, del grupo parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a co-
misión.)

Con punto de acuerdo en relación al conflicto laboral que
enfrenta el Sindicato de Trabajadores de las Empresas Mo-
tor Coach Industries México, SA de CV (MCI) y Servicios
Sahagún, SA de CV, por el cierre de ambas empresas, a
cargo del diputado Omar Fayad Meneses, del grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a comisión.)

Con punto de acuerdo en relación al servicio de energía
eléctrica en el estado de Veracruz, a cargo del diputado
José Manuel del Río Virgen, de Convergencia por la De-
mocracia Partido Político Nacional. (Turno a comisión.)

Agenda política

Comentarios sobre las mesas de trabajo para el campo, a
cargo de la diputada Petra Santos Ortiz, del grupo parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.
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Comentarios sobre el “VII Seminario los Partidos y una
Nueva Sociedad”, a cargo del grupo parlamentario del Par-
tido del Trabajo.

Comentarios sobre el estado del procedimiento de declara-
ción de procedencia que se sigue en contra de los legisla-
dores Carlos Romero Deschamps, Ricardo Aldana y Jesús
Olvera Méndez, y los trabajos de la Sección Instructora al
respecto, a cargo del diputado Luis Miguel Barbosa Huer-
ta, del grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática.»

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado Armando Salinas Torre: 

El siguiente punto del orden del día es la lectura del acta de
la sesión anterior. Pido a la Secretaría consulte a la Asam-
blea si se le dispensa la lectura, tomando en consideración
que ha sido publicada en la Gaceta Parlamentaria.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asam-
blea si se le dispensa la lectura al acta de la sesión anterior
tomando en consideración que ha sido publicada en la Ga-
ceta Parlamentaria .

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, señor Presidente. Se
dispensa la lectura.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el jueves veinte de marzo de dos
mil tres, correspondiente al Segundo Periodo de Sesiones
Ordinarias del Tercer Año de Ejercicio de la Quincuagési-
ma Octava Legislatura. 

Presidencia del diputado 
Armando Salinas Torre 

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con la asistencia de tres-

cientos cuatro diputados, a las diez horas con cuarenta y
tres minutos del jueves veinte de marzo de dos mil tres, el
Presidente declara abierta la sesión. 

La Secretaría da lectura al orden del día. 

La Asamblea dispensa la lectura del acta de la sesión an-
terior en votación económica y de la misma forma la
aprueba. 

Comunicaciones de los congresos de los estados de: 

• Coahuila, con acuerdo por el que solicita información so-
bre los trabajos y conclusiones de la Comisión Especial en-
cargada de darle seguimiento a los fondos aportados por
los trabajadores mexicanos braceros de la Cámara de Di-
putados. Se turna a la Comisión Especial referida. 

• Coahuila, con acuerdo por el que solicita se dé cumpli-
miento a lo establecido en el Presupuesto de Egresos de la
Federación, en beneficio de los usuarios de la Comisión
Federal de Electricidad. Se turna a la Comisión de Hacien-
da y Crédito Público. 

• Jalisco, con la que remite copia del decreto por el que de-
clara el año de dos mil tres como el Año de la Equidad en
Jalisco. Se turna a la Comisión de Equidad y Género, para
su conocimiento. 

• Quintana Roo, con acuerdo por el que solicita al Ejecuti-
vo Federal atienda la petición de devolución del fondo de
ahorro de los ciudadanos mexicanos que laboraron en Es-
tados Unidos de América, en el marco del convenio bina-
cional para trabajadores mexicanos braceros, mil nove-
cientos cuarenta y dos-mil novecientos sesenta y cuatro. Se
turna a la Comisión Especial encargada de darle segui-
miento a los fondos aportados por los trabajadores mexica-
nos braceros

Comunicación del diputado Ricardo Torres Origel, con la
que solicita licencia por tiempo indefinido para separarse
del cargo de diputado federal electo en la primera circuns-
cripción plurinominal. La Secretaría da lectura a los puntos
de acuerdo por los que se concede la licencia solicitada y
se llama al suplente. La Asamblea los aprueba en votación
económica. 

El Presidente informa que a las puertas del Salón de Sesio-
nes se encuentra el ciudadano Benjamín Félix Hernández
Ruiz, electo como diputado federal suplente en el cuarto



distrito del estado de Oaxaca, y acompañado de una comi-
sión designada, rinde su protesta de ley y entra en funcio-
nes de inmediato. 

Comunicaciones de la Junta de Coordinación Política: 

• Una, con la que propone cambios en la integración de la
Mesa Directiva de la Comisión de Energía. Se aprueba en
votación económica. 

• Una, con la que propone cambios en la integración de la
Mesa Directiva de la Comisión de Marina. Se aprueba en
votación económica. 

• Dos, con las que propone cambios en la integración de la
Mesa Directiva de la Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública. Se aprueban en sendas votaciones económicas. 

• Una, con la que propone cambios en la integración de la
Mesa Directiva de la Comisión del Distrito Federal y en la
integración de la Comisión de Turismo. Se aprueba en vo-
tación económica. 

• Seis, con las que informa de cambios en la integración de
las comisiones de Salud; de Equidad y Género; de Desarro-
llo Social; del Distrito Federal; de Fortalecimiento del
Federalismo; de Puntos Constitucionales; y Especial de
Ganadería. De enterado.

El Presidente da lectura a una declaración política de la
Mesa Directiva y de los coordinadores de los grupos parla-
mentarios en relación con el conflicto en Irak. 

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que devuelve el
expediente con la minuta proyecto de decreto que reforma
la fracción primera del artículo cuarto transitorio de la Ley
de Nacionalidad, para los efectos del inciso d) del artículo
setenta y dos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Relaciones
Exteriores. 

Oficio del secretario ejecutivo del Instituto para la Protec-
ción al Ahorro Bancario, con el que remite el informe por-
menorizado sobre la operación de saneamiento financie-
ro correspondiente a Bancrecer, Sociedad Anónima,
Institución de Banca Múltiple. Se turna a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público. 

Oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que solicita
el permiso necesario para que dos ciudadanos puedan pres-

tar servicios en el Consulado de Estados Unidos de Améri-
ca, en Monterrey Nuevo León, y con el que comunica que
dos ciudadanos han dejado de prestar servicios en repre-
sentaciones diplomáticas de Estados Unidos de América,
en México. Por lo que se refiere a las solicitudes de permi-
so, se turna a la Comisión de Gobernación y Seguridad Pú-
blica; y por lo que respecta a quienes han dejado de prestar
servicios, se turna a la Comisión de Gobernación y Seguri-
dad Pública de la Cámara de Diputados y a la Comisión de
Gobernación de la Cámara de Senadores, para su conoci-
miento. 

A las once horas con veintiún minutos la Secretaría infor-
ma del registro de trescientos noventa y siete diputados y
ordena el cierre del sistema electrónico de asistencia y vo-
tación. 

Presentan iniciativas con proyectos de decreto los diputados: 

• Omar Fayad Meneses, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, que reforma y deroga diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; de
la Ley Reglamentaria de las fracciones primera y segunda
del artículo ciento cinco de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; de la Ley Orgánica de la Pro-
curaduría General de la República y de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, para constituir a la Pro-
curaduría General de la República como un órgano consti-
tucionalmente autónomo. Se turna a las comisiones de
Puntos Constitucionales y de Justicia y Derechos Huma-
nos, con opinión de la Comisión de Gobernación y Seguri-
dad Pública. 

• Néstor Villarreal Castro, del Partido Acción Nacional,
que reforma el artículo ciento cuarenta y tres de la Ley Ge-
neral de Población. Se turna a la Comisión de Población,
Fronteras y Asuntos Migratorios. 

• Cuauhtémoc Montero Esquivel, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que reforma el artículo ochenta y dos de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales. 

• Augusto Gómez Villanueva, del Partido Revolucionario
Institucional, que expide la Ley General del Ejercicio Pro-
fesional. Se turna a la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos. 

• Eduardo Rivera Pérez, del Partido Acción Nacional, que
reforma los artículos veintiuno, ochenta y siete y noventa y
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cuatro del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos y el ar-
tículo sesenta y siete de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Reglamentos y Prácticas Parlamentarias.

Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de decre-
to que reforma el artículo doscientos veintidós de la Ley
General de Salud. Es de primera lectura. 

Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de decre-
to que reforma los artículos ciento catorce, ciento quince,
doscientos diez y doscientos doce de la Ley General de Sa-
lud. Es de primera lectura. 

Dictamen de la Comisión de Comercio y Fomento Indus-
trial, con proyecto de decreto que reforma, adiciona y de-
roga diversas disposiciones de la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor. Es de primera lectura. 

La Asamblea, en votación económica, dispensa la lectura
del dictamen de la Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública, con proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan diversos artículos de la Ley Federal de Respon-
sabilidades de los Servidores Públicos. Es de segunda lec-
tura. Sin nadie que solicite el uso de la palabra, la Secreta-
ría recoge la votación nominal respectiva, misma que
resulta aprobatoria en lo general y en lo particular por tres-
cientos cuarenta y nueve votos en pro, cero en contra y dos
abstenciones. Pasa al Senado para los efectos del inciso e)
del artículo setenta y dos de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. 

La Asamblea, en votación económica, dispensa la lectura
del dictamen de la Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública, con proyecto de decreto por el que se reforman,
adicionan y derogan diversos artículos de la Ley de Planea-
ción. Es de segunda lectura. Sin nadie que solicite el uso de
la palabra, la Secretaría recoge la votación nominal respec-
tiva, misma que resulta aprobatoria en lo general y en lo
particular por trescientos cincuenta y ocho votos en pro,
cero en contra y dos abstenciones. Pasa al Senado para los
efectos del inciso e) del artículo setenta y dos de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Solicitan excitativas los diputados: 

• Cecilia Laviada Hernández, del Partido Acción Nacional,
a la Comisión de Puntos Constitucionales, en relación con
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los ar-

tículos catorce y veintidós de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, presentada el veintiséis de
marzo de dos mil dos. La Presidencia hace la excitativa que
corresponde y en virtud de que es la segunda, fija a más tar-
dar el día cinco de abril de dos mil tres para que se presen-
te a la Asamblea el dictamen respectivo. 

• Esteban Daniel Martínez Enríquez, del Partido de la Re-
volución Democrática, a la Comisión de Puntos Constitu-
cionales, en relación con tres iniciativas con proyectos de
decreto que reforman la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en relación con la pena de muerte,
presentadas los días trece de febrero, veintiséis de marzo y
veintiuno de agosto de dos mil dos.

Presidencia de la diputada 
María Elena Alvarez Bernal 

La Presidencia hace la excitativa respectiva y en virtud de
ser la segunda, se fija a más tardar el día cinco de abril de
dos mil tres para que se presente a la Asamblea el dictamen
correspondiente. 

La Secretaría da lectura a la solicitud de excitativa del di-
putado Salvador Cosío Gaona, del Partido Revolucionario
Institucional, a la Comisión de Turismo, en relación con la
iniciativa con proyecto de Ley Federal de Juegos con
Apuestas, Sorteos y Casinos, presentada el día tres de mar-
zo de mil novecientos noventa y nueve. La Presidencia ob-
sequia la solicitud. 

Se refieren al centésimo nonagésimo séptimo aniversario
del natalicio de don Benito Juárez García, los diputados:
José Manuel del Río Virgen, de Convergencia por la De-
mocracia Partido Político Nacional; Víctor Antonio García
Dávila, del Partido del Trabajo; María Teresa Campoy Ruy
Sánchez, del Partido Verde Ecologista de México; David
Augusto Sotelo Rosas, del Partido de la Revolución De-
mocrática; Amado Benjamín Avila Márquez, del Partido
Acción Nacional; y Nahum Ildefonso Zorrilla Cuevas, del
Partido Revolucionario Institucional. 

Se refieren al aniversario del natalicio de don Alfonso Gar-
cía Robles, los diputados: Félix Castellanos Hernández, del
Partido del Trabajo; Julio Castellanos Ramírez, del Partido
Acción Nacional; y Víctor Emanuel Díaz Palacios, del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Antes de la intervención del diputado Castellanos Ramírez,
la Presidencia saluda la presencia en el Recinto de la Dele-



gación de Parlamentarios de la Asamblea Nacional de la
República de Corea. 

Hablan sobre la crisis en Irak, los diputados: José Manuel
del Río Virgen, de Convergencia por la Democracia Parti-
do Político Nacional; Félix Castellanos Hernández, del
Partido del Trabajo; Erika Elizabeth Spezia Maldonado,
del Partido Verde Ecologista de México; Angel Enrique
Herrera y Bruquetas, del Partido de la Revolución Demo-
crática; Eduardo Arnal Palomera, del Partido Acción Na-
cional, y Gustavo Carvajal Moreno, del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Presidencia del diputado 
Jaime Vázquez Castillo 

Comunicación del diputado Eloy Cantú Segovia, con la
que solicita licencia temporal para separarse del cargo de
diputado federal electo en el quinto distrito del estado de
Nuevo León. La Secretaría da lectura a los puntos de
acuerdo por los que se concede la licencia solicitada y se
llama al suplente. La Asamblea los aprueba en votación
económica. 

Presentan proposiciones con punto de acuerdo los dipu-
tados: 

• Víctor Emanuel Díaz Palacios, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, en relación con las inspecciones a los es-
tablecimientos que comercializan pescados y mariscos. Se
turna a la Comisión de Comercio y Fomento Industrial. 

• María Miroslava García Suárez, del Partido de la Revo-
lución Democrática, en relación con las observaciones del
Presidente de la República al decreto del Congreso de la
Unión que reforma, adiciona y deroga diversas disposicio-
nes contenidas en la Ley del Servicio de Administración
Tributaria. Se turna a la Junta de Coordinación Política. 

• Félix Castellanos Hernández, del Partido del Trabajo, so-
bre el veto del Presidente Vicente Fox al decreto que refor-
ma, adiciona y deroga diversas disposiciones contenidas en
la Ley del Servicio de Administración Tributaria. Se turna
a la Junta de Coordinación Política. Desde su curul habla el
diputado José Manuel Minjarez Jiménez, del Partido Ac-
ción Nacional, para solicitar la lectura del punto de acuer-
do, y la Presidencia instruye a la Secretaría a atender la so-
licitud, y para hacer comentarios sobre la proposición.
También desde su curul hace observaciones el diputado

Castellanos Hernández sobre la proposición que presenta-
ra y la Presidencia hace las aclaraciones correspondientes. 

• Lorenso Rafael Hernández Estrada, del Partido de la Re-
volución Democrática, en relación con el anteproyecto de
reglamento de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto
Público. Se turna a la Junta de Coordinación Política.

Transcurrido el tiempo reglamentario establecido para la
duración de las sesiones, la Secretaría da lectura al orden
del día de la próxima sesión y el Presidente clausura la de
hoy a las catorce horas con cuarenta y seis minutos, citan-
do para la que tendrá lugar el martes veinticinco de marzo
de dos mil tres, a las diez horas.»

El Presidente diputado Armando Salinas Torre: 

Proceda la Secretaría a poner a discusión el acta.

El Secretario diputado Rodolfo Dorador Pérez Gavilán: 

Está a discusión el acta... No habiendo quien haga uso de
la palabra, en votación económica se pregunta si se
aprueba.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo... 

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa. Aprobada el acta.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre: 

Pido a la Secretaría pasar al capítulo de comunicaciones.

ESTADO DE CHIHUAHUA

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

«Escudo.— Congreso del Estado de Chihuahua.— LX Le-
gislatura.

C. Dip. Presidente de la H. Cámara de Diputados.— Méxi-
co, DF. 

Por este conducto me permito enviarle copia del acuerdo
número 544/03 BIS IDP, mediante el cual esta Sexagésima
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Legislatura del H. Congreso estado de Chihuahua, tiene a
bien apoyar y respaldar al Gobierno de México en el ma-
nejo de la política exterior con la cual se privilegia la bús-
queda de la paz. 

Sin otro particular por el momento, le reitero la seguridad
de mi atenta consideración. 

Atentamente.

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

Chihuahua, Chihuahua, a 25 de febrero de 2003.— El Pre-
sidente de la Diputación Permanente del H. Congreso del
Estado, Dip. Miguel Rubio Castillo (rúbrica).»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Congreso del Estado de Chihuahua.— Secretaría.

ACUERDO No. 544/03 BIS IDP

La Diputación Permanente de la Sexagésima Legislatura
del honorable Congreso del estado de Chihuahua, reunida
en su primer periodo de sesiones, dentro de su segundo año
de ejercicio constitucional 

ACUERDA 

Primero. La Sexagésima Legislatura del estado de Chi-
huahua tiene a bien apoyar y respaldar al Gobierno de Mé-
xico, en el manejo de la política exterior con la cual se pri-
vilegia la búsqueda de la paz. 

Segundo. Con las copias de la propuesta original y las del
Diario de los Debates, correspondientes a la sesión en que
se apruebe en definitiva esta petición, notifíquese el conte-
nido del presente acuerdo, así como sus anexos al titular
del Ejecutivo, Federal y a las Legislaturas de los estados. 

Dado en la sala Morelos del Poder Legislativo, a 25 de fe-
brero de 2003.— Diputado Miguel Rubio Castillo (rúbri-
ca), Presidente; Dip. Arturo Zubía Fernández (rúbrica), Se-
cretario.»

«Escudo.— Congreso del Estado de Chihuahua.— LX Le-
gislatura.

Diputación Permanente.— Presente.

Con el carácter de diputado por el Decimoséptimo Distrito
Local, en la Sexagésima Legislatura e integrante del grupo
parlamentario del Partido Acción Nacional el de la voz,
acudo ante esta Honorable Representación para proponer
un punto de acuerdo donde se externe el apoyo y respaldo
al titular del Ejecutivo Federal, Lic. Vicente Fox Quesada,
por la decisión y firmeza con que dirige, presenta y defien-
de la política exterior. Para hacerlo, me baso en los si-
guientes

ANTECEDENTES

I. A través de la historia, nuestro México se ha caracteriza-
do por la búsqueda de la autodeterminación de los pueblos,
desde cuando en 1821 reclamaba para si tal derecho, exi-
giendo que le fuera reconocido por las naciones de aquella
época, pues era necesario tener tal reconocimiento para po-
der interactuar como nación, para alternar en planos de
igualdad con las demás naciones; después del reconoci-
miento internacional del derecho del pueblo mexicano como
una nación libre e independiente, la política configurada
por la reforma, .sintetizada en su máxima: “Entre los Indi-
viduos como entre las Naciones, el Respeto al Derecho
Ajeno es la Paz” dio base a la actual política exterior, que
dentro del derecho doctrinalmente se le denomina “Doctri-
na Estrada”, en honor a Genaro Estrada que en 1930 era
Secretario de Relaciones Exteriores y que postulaba entre
sus principios básicos: la no intervención, El derecho a la
autodeterminación. El derecho de Asilo y la Condenación
de las guerras de agresión. 

Principios en armonía con otro gran estadista y creador de
instituciones en nuestro país, don Manuel Gómez Morín,
mismo que postulaba ya desde 1941 que: “No estamos ni
debemos estar —hoja 2 ilegible— exterior sostenida por la
Presidencia de la República, pues no es sólo un sostén po-
lítico al Ejecutivo, sino una reiteración de lo que los ciuda-
danos mexicanos queremos para si y para los demás pue-
blos del mundo.

V. El respeto a la soberanía que los mexicanos exigimos en
el artículo 39 de nuestra Constitución Política, también la
otorgamos a los demás pueblos, y en base a ella libremen-
te decimos un no rotundo a la guerra, un no rotundo a de-
cisiones unilaterales, un no rotundo a las presiones interna-
ciones políticas y económicas de unos países sobre otros,
de las cuales incluso, México ha llegado a ser víctima; un
no rotundo al intervencionismo, bajo ningún pretexto de
forma unilateral, por lo que se debe de privilegiar el diálo-
go diplomático, los acuerdos dentro del marco de las



Naciones Unidas, las salidas políticas y consensuadas, an-
tes que el camino de las armas y de la fuerza. La postura de
México es clara, no al terrorismo, que Irak cumpla las re-
soluciones de la ONU en cuanto al desarme, pero también
no a las decisiones unilaterales de un país sobre otro, y en
cambio sí al diálogo, sí a la paz, y sí al multilateralismo.

VI. El que esta representación popular, emita el apoyo al
Ejecutivo Federal, no será por oponerse a los planes de
otras naciones, sino por la congruencia con que se dirige en
la política exterior, pues los lineamentos de la Constitución
dentro del artículo 89, fija las facultades del Presidente de
la República al delimitar el actuar en materia internacional,
porque hoy más y mejor que nunca la autodeterminación
de los pueblos, la no intervención, la solución pacífica de
las controversias, la proscripción de las amenazas, la lucha
por la paz y seguridad internacional, es defendida y enar-
bolada con la voz de autoridad moral que le imprime el Go-
bierno de la República y ahora, legítimamente internacio-
nal al pertenecer al Consejo de Seguridad de las Naciones
Unidas, que pone en alto los valores y virtudes del pueblo
mexicano.

VII. Motivación suficiente para que con fundamento en los
artículos 57, 58 y 82 fracción X, de la Constitución Políti-
ca del estado de Chihuahua, esta Diputación Permanente,
en representación del honorable Congreso del estado de
Chihuahua, emita el presente 

PUNTO DE ACUERDO

Primero. La LX Legislatura del estado de Chihuahua, tie-
ne a bien apoyar y respaldar al titular del Ejecutivo Fede-
ral, Lic. Vicente Fox Quesada, por la forma en que ha diri-
gido la polític a exterior ante la Organización de las
Naciones Unidas y la comunidad internacional, en la
búsqueda de la paz.

Segundo. Con las copias de la propuesta original y las del
Diario de los Debates, correspondientes a la sesión en que
se apruebe en definitiva esta petición, notifíquese el conte-
nido del presente acuerdo, así como sus anexos a la titular
del Ejecutivo Federal.

Atentamente.

Chihuahua, Chihua, a 25 de febrero de 2003.— Dip. Luis
Raúl Valenzuela Colomo.»

El Presidente diputado Armando Salinas Torre: 

Túrnese a la Comisión de Relaciones Exteriores.

ESTADO DE PUEBLA

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— H.
Congreso del Estado de Puebla.

Honorable Quincuagésimo Quinto Congreso Constitucio-
nal del Estado Libre y Soberano de Puebla. 

CONSIDERANDO 

Que a petición del ciudadano diputado Jesús Encinas Me-
neses y con base en la situación que acontece en el Orien-
te Medio, resulta primordial que esta Quincuagésima Quin-
ta Legislatura adopte un pronunciamiento al respecto. 

Al efecto, este honorable Congreso del Estado Libre y So-
berano de Puebla se manifiesta a favor de la paz, debiendo
comunicarse lo anterior a la Comisión Permanente del ho-
norable Congreso de la Unión, para los efectos a que haya
lugar. 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en lo que
establecen los artículos 17 fracción XI, 65 y 66 de la Ley
Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Sobera-
no de Puebla, y 88 y 90 del Reglamento Interior del hono-
rable Congreso del Estado Libre y Soberano de Puebla, se
emite el siguiente 

ACUERDO 

Primero. La Quincuagésima Quinta Legislatura del hono-
rable Congreso del Estado Libre y Soberano de Puebla se
pronuncia a favor de la paz en el contexto de la situación
que impera en el Oriente Medio. 

Segundo. Envíese copia del presente acuerdo a la Comi-
sión Permanente del honorable Congreso de la Unión,
para los efectos a que haya lugar. 

Dado en el Palacio del Poder Legislativo.— Heroica Ciu-
dad de Puebla de Zaragoza, a 20 de febrero de 2003.—
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Dip. Víctor Manuel Giorgana Jiménez (rúbrica), Presiden-
te; Dip. Carlos Manuel Meza Viveros (rúbrica), Vicepresi-
dente; Dip. Verónica Sánchez Agis (rúbrica), Secretaria y
Dip. Jorge Arnulfo Camacho Foglia (rúbrica), Secretario.»

El Presidente diputado Armando Salinas Torre: 

Túrnese a la Comisión de Relaciones Exteriores.

ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL 
DISTRITO FEDERAL

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Asamblea Legislativa del Distrito Federal.— II Legisla-
tura.

Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
del Honorable Congreso de la Unión.— Presente. 

Por este conducto me permito comunicar a usted que la
Mesa Directiva que coordinará los trabajos durante el se-
gundo periodo de sesiones ordinarias del tercer año de ejer-
cicio de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, II
Legislatura, correspondiente al periodo comprendido del
15 al 31 de marzo de 2003, quedó integrada por los si-
guientes diputados: 

Presidente: Dip. Alejandro Diez Barroso Repizo, Vicepre-
sidente: Dip. Jaime Guerrero Romero, Vicepresidenta: Dip.
Yolanda Torres Tello, Vicepresidenta: Dip. Ana Laura Lu-
na Coria, Vicepresidente: Dip. Raúl Antonio Nava Vega,
Secretario: Dip. Rolando Alfonso Solís Obregón, Secreta-
rio: Dip. Rafael Luna Alviso, Prosecretaria: Dip. Susana
Manzanares Córdova, Prosecretario: Dip. Santiago León
Aveleyra. 

Sin otro particular, reitero a usted mi consideración atenta
y distinguida. 

Recinto Legislativo, a 14 de marzo de 2003.— Dip. Jaco-
bo Manfredo Bonilla Cedillo (rúbrica), Presidente.» 

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

De enterado.

COMISIONES LEGISLATIVAS

La Secretaria Adela Cerezo Bautista:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Junta de Co-
ordinación Política.

Dip. Armando Salinas Torre, Presidente de la Mesa Direc-
tiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en el artículo 34, numeral 1, inciso c) de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y a solicitud del diputado Cuauhtémoc
Cardona Benavides, subcoordinador del relaciones internas
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, me
permito solicitar a usted, la modificación en la integración
de las siguientes comisiones:

Que el diputado Hilario Esquivel Martínez, salga de las co-
misiones de Desarrollo Social y de Seguridad Social.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente.

Palacio Legislativo.— México, DF, a 19 de marzo de
2003.— Dip. Martí Batres Guadarrama, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Diputado Martí Batres Guadarrama, Presidente de la Junta
de Coordinación Política en la Cámara de Diputados.—
Presente.

Sirva el presente para enviarle un cordial saludo y para re-
mitirle la siguiente salida:

El diputado Hilario Esquivel Martínez, sale de la Comisión
de Desarrollo Social y Comisión de Seguridad Social.

Lo anterior para que se notifique a las comisiones antes re-
feridas, para los trámites a los que haya lugar.

Sin otro particular de momento, le reitero las seguridades
de mi consideración más alta y distinguida.



Atentamente.

Palacio Legislativo, a 20 de marzo de 2003.— Diputado
Cuauhtémoc Cardona Benavides, subcoordinador de rela-
ciones internas del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Junta de Co-
ordinación Política.

Diputado Armando Salinas Torre, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en el artículo 34, numeral 1, inciso c) de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y a solicitud del diputado Cuauhtémoc
Cardona Benavides, subcoordinador de relaciones internas
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, me
permito solicitar a usted, la modificación en la integración
de las siguientes comisiones:

• Que el diputado José Bañales Castro, salga de las comi-
siones de Atención a Grupos Vulnerables, de Comercio y
Fomento Industrial y de Vivienda.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente.

Palacio Legislativo, México, DF a 19 de marzo de 2003.—
Diputado Martí Batres Guadarrama, Presidente.» 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Diputado Martí Batres Guadarrama, Presidente de la Junta
de Coordinación Política.— Presente.

Sirva el presente para enviarle un cordial saludo y para re-
mitirle las siguientes salidas:

Diputado José Bañales Castro: sale de la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, Comisión de Comercio y
Fomento Industrial y Comisión de Vivienda.

Lo anterior para que se notifique a las comisiones antes re-
feridas, para los trámites a los que haya lugar.

Sin otro particular de momento, le reitero las seguridades
de mi consideración más alta y distinguida.

Atentamente.

Palacio Legislativo a 20 de marzo de 2003.— Diputado fe-
deral, Cuauhtémoc Cardona Benavides, subcoordinador de
relaciones internas del grupo parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.— Junta de Co-
ordinación Política.

Diputado Armando Salinas Torre, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en el artículo 34 numeral 1 inciso c) de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, y a solicitud del diputado Cuauhtémoc Cardo-
na Benavides, subcoordinador de relaciones internas del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, me per-
mito solicitar a usted la modificación en la integración de
la siguiente comisión:

• Que la diputada Martha Ruth del Toro Gaytán, se integre
en la Comisión de Vivienda, para ocupar una vacante del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente.

Palacio Legislativo.— México, DF., a 19 de marzo de
2003.— Diputado Martí Batres Guadarrama, Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LVIII Legislatura.

Diputado Martí Batres Guadarrama, Presidente de la Junta
de Coordinación Política en la Cámara de Diputados.—
Presente.

Sirva el presente para enviarle un cordial saludo y para re-
mitirle la siguiente integración:

La diputada Martha Ruth del Toro Gaytán, entra a la Co-
misión de Vivienda como integrante para ocupar vacante.
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Lo anterior para que se notifique a la comisión antes refe-
rida, para los trámites a los que haya lugar.

Sin otro particular de momento, le reitero las seguridades
de mi consideración más alta y distinguida.

Atentamente. 

Palacio Legislativo, a 18 de marzo de 2003.— Diputado
Cuauhtémoc Cardona Benavides, subcoordinador de rela-
ciones internas del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional.»

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

De enterado.

DIPUTADA QUE SOLICITA LICENCIA

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Diputado Armando Salinas Torre, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

La suscrita diputada federal integrante del grupo parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 51 y 63, segundo párrafo, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
los artículos 47 y 48 del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, le manifiesto de manera respetuosa los siguiente.

Primero. Se me conceda licencia a partir del día 25 de
marzo de 2003 para ausentarme de manera indefinida del
cargo de diputada federal.

Segundo. Se sirva realizar los trámites necesarios para
aprobar lo solicitado.

Sin otro particular, agradezco la atención que sirva prestar
a la presente.

Atentamente.

México, DF., a 24 de marzo de 2003.— Diputada Lizbeth
E. Medina Rodríguez.»

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

En consecuencia se ruega a la Secretaría poner a discusión
el punto de acuerdo.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Está a discusión el siguiente 

PUNTO DE ACUERDO

Unico. Se concede licencia por tiempo indefinido a la di-
putada Lizbeth Evelia Medina Rodríguez para separarse de
sus funciones como diputada federal electa en la tercera
circunscripción plurinominal, a partir de esta fecha.

No habiendo quien haga uso de la palabra, en votación eco-
nómica se pregunta si se aprueba.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse mani-
festarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo... Mayoría por la afirmativa, señor Presidente.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Aprobado.

DIPUTADA SUPLENTE QUE SE INCORPORA

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Se encuentra a las puertas de este recinto la ciudadana Mar-
tha Patricia Dávalos Márquez, diputada suplente electa en
la primera circunscripción plurinominal. Se designa en co-
misión para que la acompañen en el acto de rendir protes-
ta de ley para entrar en funciones a los siguientes diputa-
dos: Salvador Cosío Gaona, Rafael Ramírez Sánchez,
Magdalena Núñez Monreal, Olga Patricia Chozas y Cho-
zas y José Manuel del Río Virgen.

La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Se pide a la comisión cumplir con este encargo.

(La comisión cumple su encargo)



La Secretaria diputada Adela Cerezo Bautista:

Se invita a los presentes a ponerse de pie.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Ciudadana Martha Patricia Dávalos Márquez: ¿protesta
guardar y hacer guardar la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella emanen
y desempeñar leal y patrióticamente el cargo de diputada
que el pueblo le ha conferido, mirando en todo por el bien
y prosperidad de la Unión?

Ciudadana Martha Patricia Dávalos Márquez: 

¡Sí, protesto!

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Si así no lo hiciera, que la nación se lo demande.

Bienvenida.

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

La Secretaria diputada María de las Nieves García 
Fernández: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Senado de la República.— LVIII Legislatura.

CC. Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes. 

Me permito comunicar a ustedes que, en sesión celebrada
en esta fecha, el senador Adalberto Madero Quiroga, del
grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
tó iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 2o.-A y 9o. de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado y se deroga el artículo vigesimoquinto transito-
rio del Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2003. 

La Presidencia dispuso que dicha iniciativa se turnara a la
Cámara de Diputados, misma que se anexa. 

Atentamente.

México, DF, a 20 de marzo de 2003.— Sen. Carlos Chau-
rand Arzate (rúbrica), Vicepresidente.»

«H. Cámara de Senadores. 

El que suscribe, senador por el estado de Nuevo León e in-
tegrante del grupo parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión;
con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como conforme a los artículos 55, fracción II, 56
y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, ocurro for-
mulando iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman los artículos 2o.-A y 9o. de la Ley del Impuesto
al Valor Agregado y se deroga el vigesimoquinto transito-
rio del Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal de 2003, con base en la siguiente 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

No debe existir confusión en las leyes que hagan difícil su
interpretación, debiendo aquéllas ser congruentes con la
realidad histórica del lugar en que se encuentren vigentes. 

Asimismo, las contribuciones que efectúen los habitantes
del país deben cumplir lo señalado en la fracción IV del ar-
tículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. 

Contrariamente, entre los artículos 2o.-A y 9o. de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado existe una grave confusión
que hace que los contribuyentes de tal impuesto puedan
verse inmiscuidos en violaciones de dicha ley, lo que los
haría acreedores a las sanciones respectivas, sin que en el
fondo tuvieran la intención de violar el orden jurídico na-
cional. Los numerales en mención, en su parte conducente,
indican: 

Artículo 2o.-A. El impuesto se calculará aplicando la tasa
de 0% a los valores a que se refiere esta ley cuando se rea-
licen los actos y actividades siguientes: 

I. La enajenación de: 

a)... 

b)... 

c)... 

d)... 
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e)... 

f)... 

g)... 

h)... 

i) Libros y periódicos que editen los propios contribuyen-
tes. Para los efectos de esta ley, se considera libro toda pu-
blicación unitaria, no periódica, impresa en cualquier so-
porte, cuya edición se haga en un volumen o en varios
volúmenes. Dentro del concepto de libros no quedan com-
prendidas aquellas publicaciones periódicas amparadas
bajo el mismo título o denominación y con diferente con-
tenido entre una publicación y otra. Igualmente, se consi-
dera que forman parte de los libros los materiales comple-
mentarios que se acompañen a ellos, cuando no sean
susceptibles de comercializarse separadamente. Se en-
tiende que no tienen la característica de complementarios
cuando los materiales pueden comercializarse indepen-
dientemente del libro.

Artículo 9o. No se pagará el impuesto en la enajenación de
los siguientes bienes: 

I... 

II... 

III. Libros, periódicos y revistas, así como el derecho para
usar o explotar una obra que realice su autor. 

IV... 

V... 

VI... 

VII... 

VIII... 

IX...

Como se desprende de la lectura de los preceptos que se
transcribieron, en el artículo 2o.-A se señala que existirá la
tasa de 0% respecto a los valores a que se refiere la Ley del
Impuesto al Valor Agregado cuando se realicen enajena-
ciones de libros y de periódicos que editen los propios con-

tribuyentes. Por su parte, el diverso 9o. indica que no se
causará el impuesto en mención cuando se trate de la ena-
jenación de libros, periódicos y revistas. O sea, el artículo
2o.-A indica tasa 0% respecto de libros y periódicos y el
9o. los declara exentos, conceptos que para los efectos de
la acreditación del impuesto a que se hace referencia en el
diverso 4o. de la ley en consulta son diferentes. 

En el caso de tasa 0%, el contribuyente tiene derecho a
acreditar el impuesto en su declaración; en el caso de los
exentos, el contribuyente no tiene tal derecho, de suerte
que tendrá que absorber el cargo respectivo. 

Ahora bien, el artículo 31 de la Constitución Política del
país indica en su fracción cuarta como obligación de los
mexicanos la de contribuir para los gastos públicos, siendo
tales contribuciones proporcionales y equitativas. El nume-
ral en cita señala en su parte conducente: 

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos: 

I... 

II... 

III... 

IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación
como del Distrito Federal o del estado y municipio en que
residan, de la manera proporcional y equitativa que dis-
pongan las leyes.

En la especie, el artículo vigesimoquinto transitorio del
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2003 hace inicuo el pago del Impuesto al Valor
Agregado respecto de la enajenación de revistas al señalar
que se podrá efectuar un subsidio equivalente a dicho im-
puesto a las revistas que se señalan en dicho numeral cuan-
do sean “acreditadas por el Consejo Nacional para la Cul-
tura y las Artes y por el Consejo Nacional de Ciencia y
Tecnología”, sin precisar cuáles serán los parámetros por
seguir ni cómo se podrá efectuar el estudio respectivo de
las revistas. El artículo del Presupuesto de Egresos textual-
mente dice: 

Vigesimoquinto. Con la finalidad de promover la lectura de
revistas de calidad dedicadas a la cultura, al análisis y se-
guimiento de la vida nacional en materia política, econó-
mica y social, así como a la investigación científica y tec-
nológica, los contribuyentes que en el país editen dichas



revistas o las importen podrán ser susceptibles de recibir un
subsidio equivalente al Impuesto al Valor Agregado que le
hubiera sido trasladado o que hubiere pagado con motivo
de la importación de bienes o servicios o por la prestación
de servicios que identifique exclusivamente con la edición
o importación de dichas revistas, siempre y cuando cum-
plan con lo siguiente: 

I. Se encuentren al corriente en el cumplimiento de sus
contribuciones fiscales; 

II. Que la acreditación de la calidad de las revistas de tipo
cultural y las especializadas en análisis político, económi-
co y social que editen o enajenen se efectúe por el Conse-
jo Nacional para la Cultura y las Artes. En el caso de las re-
vistas científicas y tecnológicas, la acreditación será dada
por el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología; y 

III. Acumulen para efectos del Impuesto Sobre la Renta el
importe del subsidio que les sea entregado.

El subsidio se pagará con cargo al Ramo 23, “Previsiones
salariales y económicas”. 

El trato que el numeral citado da a las revistas es discrimi-
natorio y no logrará su propósito de promover la lectura
pues, para los efectos del consumidor de las publicaciones
periódicas, no existe diferencia entre “tasa cero” y “exen-
to”, ya que no ve reflejado el pago del Impuesto al Valor
Agregado en su cuenta. Es decir, de manera directa no
paga dicho impuesto. 

En cambio, para el editor sí hace diferencia, pues estará su-
peditado a lo que un consejo de notables diga respecto a su
publicación periódica; ello, si es “estudiada” por cualquie-
ra de los dos “Consejos”, lo que quiere decir que si una pu-
blicación periódica no es “certificada” por cualquiera de
éstos, ya sea porque no pasó el estudio o simplemente porque
dichos organismos no saben de la existencia de la publica-
ción, el editor tendrá que absorber como gasto el Impuesto
al Valor Agregado que paga por sus insumos, cargando el
costo al consumidor final mediante un precio mayor del
producto. Eso, sin importar si la revista contiene datos de
carácter científico, tecnológico o de las características
indicadas en el transitorio vigesimoquinto a que nos re-
ferimos. 

En otros términos, la medida intentada en el artículo vige-
simoquinto transitorio del Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para el Ejercicio Fiscal de 2003, lejos de incenti-

var la lectura de revistas, desalienta su producción, es dis-
criminatoria y atenta contra las fuentes de trabajo formadas
con motivo de la edición de tales revistas, pues no se seña-
lan los parámetros a seguir por los consejos nacionales pa-
ra la Cultura y las Artes, y de Ciencia y Tecnología, por lo
que quedará en manos de un grupo de personas (que tam-
poco se indica qué requisitos deberán reunir para efectuar
la calificación respectiva) el destino de las revistas y de sus
fuentes de trabajo. 

Así las cosas, lo que deviene es reformar los artículos 2o.-
A y 9o. de la Ley de Impuesto al Valor Agregado y dero-
gar el vigesimoquinto transitorio del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2003 para
dar trato igualitario, justo y equitativo a los contribuyentes
editores de libros, revistas y periódicos pues, al no señalar-
se con claridad cuáles son los parámetros para la califica-
ción de científica de alguna publicación, lo que deviene es
tratar por igual a los contribuyentes mencionados en los
preceptos por reformar, evidenciándose en consecuencia la
iniquidad, que desde luego está prohibida por la fracción
IV del artículo 31 de la Constitución Política del país. 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en las dis-
posiciones arriba mencionadas, presento a consideración
de esa H. Asamblea la siguiente 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 2o.-A y 9o. de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado y se deroga el vigesimoquinto transitorio del
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2003, con base en el siguiente 

DECRETO 

Artículo Primero. Se reforman los artículos 2o.-A y 9o. de
la Ley del Impuesto al Valor Agregado, para quedar como
sigue: 

Dice: 

Artículo 2o.-A. El impuesto se calculará aplicando la tasa
de 0% a los valores a que se refiere esta ley cuando se rea-
licen los actos y actividades siguientes: 

I. La enajenación de: 

a)... 

b)... 
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c)... 

d)... 

e)... 

f)... 

g)... 

h)... 

i) Libros y periódicos que editen los propios contribuyen-
tes. Para los efectos de esta ley, se considera libro toda pu-
blicación unitaria, no periódica, impresa en cualquier so-
porte, cuya edición se haga en un volumen o en varios
volúmenes. Dentro del concepto de libros, no quedan com-
prendidas aquellas publicaciones periódicas amparadas
bajo el mismo título o denominación y con diferente con-
tenido entre una publicación y otra. Igualmente, se consi-
dera que forman parte de los libros los materiales comple-
mentarios que se acompañen a ellos, cuando no sean
susceptibles de comercializarse separadamente. Se entien-
de que no tienen la característica de complementarios
cuando los materiales pueden comercializarse indepen-
dientemente del libro.

Debe decir: 

Artículo 2o.-A. El impuesto se calculará aplicando la tasa
de 0% a los valores a que se refiere esta ley cuando se rea-
licen los actos y actividades siguientes: 

I. La enajenación de: 

a)... 

b)... 

c)... 

d)... 

e)... 

f)... 

g)... 

h)... 

i) Libros, periódicos y revistas que editen los propios con-
tribuyentes. Para los efectos de esta ley, se considera libro
toda publicación unitaria, no periódica, impresa en cual-
quier soporte, cuya edición se haga en un volumen o en va-
rios volúmenes. Dentro del concepto de libros, no quedan
comprendidas aquellas publicaciones periódicas ampara-
das bajo el mismo título o denominación y con diferente
contenido entre una publicación y otra. Igualmente, se con-
sidera que forman parte de los libros los materiales com-
plementarios que se acompañen a ellos cuando no sean sus-
ceptibles de comercializarse separadamente. Se entiende
que no tienen la característica de complementarios cuando
los materiales pueden comercializarse independientemente
de libro.

Dice: 

Artículo 9o. No se pagará el impuesto en la enajenación de
los siguientes bienes: 

I... 

II... 

III. Libros, periódicos y revistas, así como el derecho para
usar o explotar una obra, que realice su autor. 

IV... 

V... 

VI... 

VII... 

VIII... 

Debe decir: 

Artículo 9o. No se pagará el impuesto en la enajenación de
los siguientes bienes: 

I... 

II... 

III. El derecho para usar o explotar una obra, que realice su
autor. 



IV... 

V... 

VI... 

VII... 

VIII....

Artículo Segundo. Se deroga el artículo vigesimoquinto
transitorio del Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal de 2003, para quedar como sigue: 

Dice: 

Vigesimoquinto. Con la finalidad de promover la lectura de
revistas de calidad dedicadas a la cultura, al análisis y se-
guimiento de la vida nacional en materia política, econó-
mica y social, así como a la investigación científica y tec-
nológica, los contribuyentes que en el país editen dichas
revistas o las importen podrán ser susceptibles de recibir un
subsidio equivalente al Impuesto al Valor Agregado que les
hubiera sido trasladado o que hubieren pagado con motivo
de la importación de bienes o servicios o por la prestación
de servicios que identifique exclusivamente con la edición
o importación de dichas revistas, siempre y cuando cum-
plan con lo siguiente: 

I. Se encuentren al corriente en el cumplimiento de sus
contribuciones fiscales; 

II. Que la acreditación de la calidad de las revistas de tipo
cultural y las especializadas en análisis político, económi-
co y social que editen o enajenen se efectué por el Conse-
jo Nacional para la Cultura y las Artes. En el caso de las re-
vistas científicas y tecnológicas, la acreditación será dada
por el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología; y 

III. Acumulen para efectos del Impuesto Sobre la Renta el
importe del subsidio que les sea entregado.

El subsidio se pagará con cargo al Ramo 23, “Previsiones
salariales y económicas”. 

Debe decir: 

Vigesimoquinto. Derogado. 

Artículo Transitorio. La presente reforma entrará en vigor
al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Salón de sesiones, a 20 de marzo de 2003.— H. Senado
de la República.— Sen. Adalberto A. Madero Quiroga
(rúbrica).»

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Túrnese a las comisiones de Hacienda y Crédito Públi-
co y de Presupuesto y Cuenta Pública. 

SISMO

La Secretaria diputada María de las Nieves García 
Fernández: 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.— Subsecretaría de Enlace Le-
gislativo. 

CC. Secretarios de la Cámara de Diputados del H. Congre-
so de la Unión.— Presentes. 

En atención al oficio número DGPL58-II-5-1413 de fecha
4 de febrero próximo pasado, signado por los CC. secreta-
rios de la Comisión Permanente, con el presente les acom-
paño, para los fines que estimen procedentes, copia del si-
milar 307-A-148, suscrito por el C. Guillermo Bernal
Miranda, titular de la Unidad de Política y Control Presu-
puestario de la Subsecretaría de Egresos de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, por el que da contestación a
los puntos de acuerdo relativos a canalizar recursos del
Fonden a los municipios de Aquila, Coahuayana, Chini-
cuila y Coalcoman, del estado de Michoacán, presentado
por el diputado Ramón León Morales. 

Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi con-
sideración. 

Atentamente.

México, DF, a 17 de marzo de 2003.— Lic. M. Humberto
Aguilar Coronado (rúbrica), Subsecretario de Enlace Le-
gislativo.» 
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«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.— Subsecretaría
de Egresos. 

Lic. M. Humberto Aguilar Coronado, Subsecretario de En-
lace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Pre-
sente. 

Me refiero a su oficio No SEL/300/520/03, dirigido al C.
Secretario de Hacienda y Crédito Público, en el que infor-
ma sobre los puntos de acuerdo aprobados por la Comisión
Permanente del H. Congreso de la Unión, en su sesión del
día 4 de febrero del presente, referentes al estado de
Michoacán. Al respecto, me permito comentar lo siguiente
para cada uno de los puntos de acuerdo: 

Primero. Las Reglas de Operación del Fondo de Desastres
Naturales (Fonden) vigentes, establecen en su numeral 21
que “las dependencias y entidades federales y las entidades
federativas podrán solicitar recursos del Fonden para aten-
der las viviendas dañadas o destruidas por desastre natural,
propiedad de familias de bajos ingresos...”. Corresponde a
la Secretaría de Desarrollo Social, como entidad ejecutora,
integrar el Censo de Beneficiarios. 

En el Anexo VII de las Reglas de Operación, Sobre la
Atención de la Vivienda, se establece que la población ob-
jetivo está constituida por familias en extrema pobreza,
propietarias y que habiten las viviendas en zonas de tenen-
cia regular y/o en proceso de regularización en el momen-
to en que éstas sufrieron daños. Así, se indica que los be-
neficiarios de los apoyos del Fonden son familias de bajos
ingresos (extrema pobreza), que son identificadas con cri-
terios homogéneos a los de las Reglas de Operación del
Progresa (actualmente Oportunidades). 

Segundo. El procedimiento para acceder a los recursos del
Fonden comenzó formalmente con la solicitud del C. go-
bernador del estado del Michoacán a la Segob, para decre-
tar la declaratoria de desastre natural. A la fecha se está a
la espera de que las dependencias o entidades competentes
entreguen a la Coordinación General de Protección Civil
(CGPC) sus propuestas de acciones para la reparación de
daños, con su respectiva estimación de recursos, toda vez
que ya se cuenta con los resultados del Comité Sectorial de
Evaluación de Daños. 

Una vez que la CGPC cuente con las propuestas o progra-
mas de acción definitivos de cada dependencia, serán en-
viados a la Comisión Intersecretarial de Gasto-Financia-

miento, la que recomendará, en su caso, la autorización de
los recursos por parte de la SHCP. 

Tercero. El 4 de febrero del año en curso, fue emitida en el
Diario Oficial de la Federación la declaratoria de desastre
natural para los municipios de Coahuayana, Chinicuila y
Coalcoman, del estado de Michoacán; a partir de ello, co-
menzó el procedimiento descrito en el punto anterior. 

Respecto a la necesidad de que se cuente con recursos
para la atención de los daños causados por el desastre na-
tural en tanto llegan los recursos del Fonden, en el numeral
45, 4o. párrafo, de las Reglas de Operación del Fonden vi-
gentes, se menciona: “A petición de las dependencias o en-
tidades federales, la Secretaría (SHCP) podrá otorgar un
acuerdo de ministración de recursos, a efecto de que pue-
dan iniciar a la brevedad las acciones previstas en tanto les
suministran los recursos del Fonden o del PET; siempre y
cuando se haya emitido una declaratoria de emergencia o
de desastre natural, según corresponda”. 

Cuarto.- En cuanto a que los afectados puedan acceder a
otros programas que les permitan su más ágil recuperación,
en el numeral 3 de las Reglas de Operación se señala que
el Fonden es “...un complemento de las acciones que deben
llevarse a cabo para la atención de desastres naturales. Es
por ello que, de forma independiente a la existencia y ope-
ración del Fonden, resulta indispensable que las dependen-
cias y entidades federales, así como las entidades federati-
vas fortalezcan las medidas de seguridad y de prevención
necesarias que ayuden a afrontar de mejor manera los efec-
tos que ocasiona un desastre natural, incluyendo las accio-
nes que permitan dar aviso oportuno y masivo a la pobla-
ción”. 

Le reitero la seguridad de mi consideración distinguida y
quedo de usted. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

México, DF, a 26 de febrero de 2003. — El Titular Gui-
llermo Bernal Miranda (rúbrica).» 

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

De enterado. Remítase copia al promovente para su co-
nocimiento.

Si me permite la Secretaría.



REGISTRO DE ASISTENCIA

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 1o. del
acuerdo relativo al sistema electrónico de registro de
asistencia, se pide a la Secretaría dar cuenta del mismo e
instruya a su cierre.

La Secretaria diputada María de las Nieves García
Fernández: 

Se informa a la Presidencia que hasta el momento el siste-
ma registra la asistencia de 350 diputados, por lo que hay
quórum.

Ciérrese el sistema electrónico.

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Continúe la Secretaría.

SISMO

La Secretaria diputada María de las Nieves García 
Fernández:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.— Subsecretaría de Enlace Le-
gislativo.

CC. Secretarios de la Cámara de Diputados del H. Congre-
so de la Unión.— Presentes. 

En atención al oficio número D.G.P.L.58-II-5-1394 de fe-
cha 29 de enero próximo pasado, signado por los CC. se-
cretarios de la Comisión Permanente, con el presente les
acompaño, para los fines que estimen procedentes, copia
del similar 307-A-147, suscrito por el C. Guillermo Bernal
Miranda, titular de la Unidad de Política y Control Presu-
puestario de la Subsecretaría de Egresos de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, por el que da contestación a
los puntos de acuerdo relativos a canalizar recursos del
Fonden a los municipios de Zapotitlán de Vadillo, Tolimán,
Tonila y Pihuamo, del estado de Jalisco, presentado por el
diputado Ramón León Morales. 

Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi con-
sideración. 

Atentamente.

México, DF, a 17 de marzo de 2003.— Lic. M. Humberto
Aguilar Coronado (rúbrica), Subsecretario de Enlace Le-
gislativo.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.— Subsecretaría
de Egresos. 

Lic. M. Humberto Aguilar Coronado, Subsecretario de En-
lace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Pre-
sente. 

Me refiero a su oficio No. SEL/300/393/03, dirigido al C.
Secretario de Hacienda y Crédito Público, en el que infor-
ma sobre los puntos de acuerdo aprobados por la Comisión
Permanente del H. Congreso de la Unión, en su sesión del
día 4 de febrero del presente, referentes al estado de Jalis-
co. Al respecto, me permito comentar lo siguiente para
cada uno de los puntos de acuerdo: 

Primero.- Las Reglas de Operación del Fondo de Desas-
tres Naturales (Fonden) vigentes establecen en su numeral
21 que “las dependencias y entidades federales y las enti-
dades federativas podrán solicitar recursos del Fonden
para atender las viviendas dañadas o destruidas por desas-
tre natural, propiedad de familias de bajos ingresos”. Co-
rresponde a la Secretaría de Desarrollo Social, como enti-
dad ejecutora, integrar el Censo de Beneficiarios. 

En el Anexo VII de las Reglas de Operación, Sobre la
Atención de la Vivienda, se establece que la población ob-
jetivo está constituida por familias en extrema pobreza,
propietarias y que habiten las viviendas en zonas de tenen-
cia regular y/o en proceso de regularización en el momen-
to en que éstas sufrieron daños. Así, se indica que los be-
neficiarios de los apoyos del Fonden son familias de bajos
ingresos (extrema pobreza), que son identificadas con cri-
terios homogéneos a los de las Reglas de Operación del
Progresa (actualmente Oportunidades). 

Segundo.- El procedimiento para acceder a los recursos
del Fonden, comenzó formalmente con la solicitud del C.
gobernador del estado de Jalisco a la Segob, para decretar
la declaratoria de desastre natural. A la fecha, se está a la
espera de que las dependencias o entidades competentes
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entreguen a la Coordinación General de Protección Civil
(CGPC) sus propuestas de acciones para la reparación de
daños, con su respectiva estimación de recursos, toda vez
que ya se cuenta con los resultados del Comité Sectorial de
Evaluación de Daños. 

Una vez que la CGPC cuente con las propuestas o progra-
mas de acción definitivos de cada dependencia, serán en-
viados a la Comisión Intersecretarial de Gasto-Financia-
miento, la que recomendará, en su caso, la autorización de
los recursos por parte de la SHCP. 

Tercero.- El 4 de febrero del año en curso, fue emitida en
el Diario Oficial de la Federación la declaratoria de desas-
tre natural para los municipios de Atenguillo, Autlán de
Navarro, Chiquilistlán, Cuautitlán de García Barragán,
Cuautla, Ejutla, El Grullo, El Limón, Gómez Farías, Mas-
cota, Pihuamo, San Gabriel, San Martín Hidalgo, San Se-
bastián del Oeste, Sayula, Tapalpa, Tecalitlán, Tolimán,
Tonila, Tuxcacuesco, Tuxpan, Villa Purificación, Zapoti-
tlán de Vadillo, Zacoalco de Torres y Zapotlán el Grande,
del estado de Jalisco; a partir de ello se comenzó el proce-
dimiento descrito en el punto anterior. 

Respecto a la necesidad de que se cuente con recursos para
la atención de los daños causados por el desastre natural en
tanto llegan los recursos del Fonden, en el numeral 45, 4o.
párrafo, de las Reglas de Operación del Fonden vigentes,
se menciona: “A petición de las dependencias o entidades
federales, la Secretaría (SHCP) podrá otorgar un acuerdo
de ministración de recursos, a efecto de que puedan iniciar
a la brevedad las acciones previstas (...) en tanto les sumi-
nistran los recursos del Fonden o del PET, siempre y cuan-
do se haya emitido una declaratoria de emergencia o de de-
sastre natural, según corresponda”. 

Cuarto.- En cuanto a que los afectados puedan acceder a
otros programas que les permitan su más ágil recuperación,
en el numeral 3 de las Reglas de Operación se señala que
el Fonden es “un complemento de las acciones que deben
llevarse a cabo para la atención de desastres naturales. Es
por ello que, de forma independiente a la existencia y ope-
ración del Fonden, resulta indispensable que las dependen-
cias y entidades federales, así como las entidades federati-
vas fortalezcan las medidas de seguridad y de prevención
necesarias que ayuden a afrontar de mejor manera los efec-
tos que ocasiona un desastre natural, incluyendo las accio-
nes que permitan dar aviso oportuno y masivo a la pobla-
ción”. 

Le reitero la seguridad de mi consideración distinguida y
quedo de usted. 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

México, DF, a 26 de febrero de 2003.— El Titular Guiller-
mo Bernal Miranda (rúbrica).»

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

De enterado. Remítase copia al promovente para su co-
nocimiento.

JOSE MARIA GUILLEN TORRES

La Secretaria diputada María de las Nieves García 
Fernández:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.— Subsecretaría de Enlace Le-
gislativo.

CC. Secretarios de la Cámara de Diputados del H. Congre-
so de la Unión.— Presentes 

En atención al oficio número D.G.P.L. 58-II-2-1186 de fe-
cha 8 de enero del año en curso, suscrito por los CC. se-
cretarios de la Comisión Permanente, con el presente les
acompaño copia del similar de fecha 17 de febrero último,
signado por el licenciado Rafael Díez Garelli, secretario
particular de la Secretaría de Gobierno del estado de Vera-
cruz, mediante el que informa que la Procuraduría General
de Justicia del estado está realizando una investigación ex-
haustiva sobre el asesinato del diputado federal José María
Guillén Torres. 

Lo que hago de su conocimiento para los fines procedentes
y en relación al punto de acuerdo presentado por el diputa-
do Carlos Aceves del Olmo. 

Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi con-
sideración. 

Atentamente.

México, DF, a 17 de marzo de 2003.— Lic. M. Humberto
Aguilar Coronado (rúbrica), Subsecretario de Enlace Le-
gislativo.» 



«Escudo.— Secretaría de Gobierno del Estado.

Lic. M. Humberto Aguilar Coronado, Subsecretario de En-
lace Legislativo de la Secretaría de Gobernación.— Pre-
sente. 

Por instrucciones de la C. licenciada Nohemí Quirasco
Hernández, secretaria de Gobierno, y en relación con su
oficio SEL/300/182/03 relativo al punto de acuerdo de la
Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión, acusa-
mos recibo del mismo e informamos que la Procuraduría
General de Justicia del estado está realizando una investi -
gación exhaustiva al respecto. 

Sin otro particular, manifiesto a usted la seguridad de mi
consideración distinguida. 

Atentamente.

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

“Año de la Seguridad, la Cultura y el Ecoturismo”

Xalapa, Equez., Veracruz, a 17 de febrero de 2003.— Lic.
Rafael Díez Garelli (rúbrica), Secretario Particular.»

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Túrnese a la Comisión de Justicia y Derechos Huma-
nos, que tiene antecedentes y al promovente para su co-
nocimiento.

RADIO Y TELEVISION

La Secretaria diputada María de las Nieves García 
Fernández:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Gobernación.— Subsecretaría de Enlace Le-
gislativo.

CC. Secretarios de la Cámara de Diputados del H. Congre-
so de la Unión.— Presentes. 

En atención a su oficio número D.G.P.L. 58-II-4-918 de fe-
cha 30 de abril de 2002, con el presente les acompaño
para los fines que estimen procedentes, copia del similar
DG/227/03, signado por el licenciado Manuel Gómez Mo-
rín Martínez del Río, director general de Radio, Televisión
y Cinematografía de esta Secretaría, con el que acompaña
el informe detallado y fundamentado de las sanciones, ob-
servaciones y extrañamientos aplicados a los concesiona-
rios por posibles infracciones a la Ley Federal de Radio y
Televisión, correspondiente al mes de febrero del presente
año. 

Sin más por el momento, les reitero la seguridad de mi con-
sideración. 

Atentamente.

México, DF, a 17 de marzo de 2003.— Lic. M. Humberto
Aguilar Coronado (rúbrica), Subsecretario de Enlace Le-
gislativo.»
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El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Túrnese a la Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía, para su conocimiento.
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LEY DEL SERVICIO ADUANERO MEXICANO

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

El siguiente punto del orden del día es: iniciativas de los di-
putados.

Tiene la palabra el diputado Omar Fayad Meneses, del
grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, para presentar una iniciativa de Ley del Servicio Adua-
nero Mexicano.

El diputado Omar Fayad Meneses:

Gracias señor Presidente; compañeras y compañeros dipu-
tados:

Las regulaciones que han regido la actividad comercial y
aduanera en nuestro país fueron transformadas para ade-
cuarlas a las cambiantes necesidades que han creado los
adelantos tecnológicos en la producción y el transporte de
las mercancías. 

Históricamente la función aduanera ha sido desempeñada
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, los orga-
nismos públicos adscritos a ella encargados de administrar
las aduanas y realizar las funciones de fiscalización de las
mercancías ha sufrido también diversas adecuaciones es-
tructurales y funcionales. Por eso, hasta enero de 1993
cuando mediante una reforma al reglamento interior de esa
dependencia se encarga la operación de las aduanas nacio-
nales a la Administración General de Aduanas y en julio de
1997 dicha administración queda adscrito a lo que hoy co-
nocemos como el famoso Servicio de Administración Tri-
butaria. 

Ante la apertura comercial emprendida por el Gobierno
mexicano en las últimas décadas y tras la serie de transfor-
maciones económicas, políticas y tecnológicas, nuestro in-
tercambio de mercancías, productos y servicios con el
resto del mundo se ha visto favorecido ampliamente incre-
mentándose la actividad de nuestras aduanas en todo el
territorio nacional.

México pasó rápidamente de una política comercial pro-
teccionista, ligada al subdesarrollo industrial, la escasez de
capitales para la inversión y la baja productividad, a un es-
quema de liberalización y de regulación de la economía,
promotor de la inversión privada.

Esta política de apertura, aunada a las transformaciones es-
tructurales del sector público, provocó el incremento de la
producción nacional y de la interacción con las principa-
les economías nacionales y regionales del mundo contri -
buyendo con esto al desarrollo económico y social de Mé-
xico. 

Signo de ello fue la inclusión de nuestro país en el Acuerdo
General Sobre Aranceles y Comercio en 1986 y al Consejo
de Cooperación Aduanera en mayo de 1988 que tenía por
objeto armonizar y facilitar el comercio internacional. 

Posteriormente, nuestra nación se integró también a la Or-
ganización Mundial del Comercio y a la Organización
para la Cooperación y el Desarrollo Económico. Un acon-
tecimiento relevante para nuestro país, fue la firma del Tra-
tado de Libre Comercio para América del Norte con Esta-
dos Unidos y Canadá en 1994, este instrumento significaba
para México un incremento en la actividad económica y
comercial con nuestro principal y vecino país del norte. 

De forma paralela, desde 1997 México ha celebrado nue-
vos acuerdos de libre comercio con varias naciones y re-
giones del mundo como Chile, Israel, Nicaragua, el trián-
gulo de la Unión Europea y el Pacífico Asiático, con lo que
el número de países con los que tenemos acuerdos de coo-
peración económica asciende a más de 30. 

Asimismo están pendientes la negociación y la firma de
acuerdos similares con Singapur y Japón y la materializa-
ción del Acuerdo de Libre Comercio de las Américas. Sin
duda, todos estos esfuerzos para aumentar las relaciones
económicas, comerciales y de inversión de México con el
resto del mundo, han redundado en el crecimiento de los
flujos de mercancías que se importan y exportan desde y
hacia nuestro país, así como las divisas y contribuciones
que se obtienen por esta actividad.

A pesar de la reciente disminución del ritmo del creci-
miento, los resultados económicos generales de México
durante los últimos cinco años han sido positivos. Entre
1997 y 2000 el Producto Interno Bruto creció a un prome-
dio anual de 5.2% y las inversiones privadas crecieron a un
tipo medio anual del 10.6%.

Durante este mismo periodo México atrajo aproximada-
mente 44 mil millones de dólares en inversiones extranje-
ras directas y este proceso trajo aparejado un fuerte incre-
mento en el comercio de mercancías que aumentó a una
tasa media anual del 17.1% y la más elevada entre los 20



miembros de mayor tamaño de la Organización Mundial
del Comercio.

Es claro que la interacción comercial a través de las adua-
nas del país, tiene un impacto altamente positivo en la eco-
nomía nacional y en la actualidad, como en épocas ante-
riores, la importancia que reviste la actividad aduanera
debe de ser reconocida como de interés nacional. 

Un hecho que se origina a partir de la operación de los múl-
tiples acuerdos y tratados comerciales que se han signado,
es que si bien nos permite ser uno de los principales países
exportadores del mundo, contempla al mismo tiempo la
eliminación gradual o de tajo de las contribuciones al co-
mercio exterior entre las partes firmantes por lo que la fun-
ción recaudadora de impuestos, antes propia de las adua-
nas, está dando paso a una nueva concepción y en realidad
para el sistema aduanero mexicano.

Es decir, hoy las aduanas nacionales no sólo son un ente
fiscalizador de bienes y mercancías, sino también son enti-
dades administrativas con la responsabilidad de vigilar y
controlar aspectos derivados del comercio internacional;
controlar aspectos también relacionados con la seguridad
nacional, la salud, el tráfico ilegal de personas, de drogas o
el combate al contrabando de las mercancías y la piratería
entre muchos otros.

Para cumplir esta enorme responsabilidad, la Secretaría de
Hacienda tiene a su cargo la aplicación de las leyes fisca-
les y aduaneras para el cobro y la recaudación de impues-
tos; por su parte, la Administración General de Aduanas
como unidad administrativa perteneciente al Servicio de
Administración Tributaria, tiene como principal función la
de fiscalizar, vigilar y controlar la entrada y salida de mer-
cancías, así como de los medios que son transportadas, ase-
gurando el cumplimiento de las disposiciones que en mate-
ria de comercio exterior fije Hacienda y las otras depen-
dencias competentes para ello.

Por esto, esa administración general cuenta con 48 aduanas
a su cargo; 177 puntos de revisión y 6 mil 500 servidores
públicos para atender poco más de un millón de operacio-
nes aduaneras al día. Estamos aún lejos de erradicar los
grandes problemas que enfrenta nuestro servicio aduanero
que derivan en afectaciones económicas, como la omisión
en el pago de contribuciones al comercio exterior y daños
alarmantes a la planta productiva nacional y al comercio le-
galmente establecido.

Es innegable que día a día las aduanas del país enfrentan de
forma paralela grandes dificultades de muy diversa índole,
que van desde la carencia de personal, escasa capacitación,
ineficiencia e ineficacia de los servicios que se prestan,
hasta el completo desequilibrio entre las actividades que
demanda el sector aduanero y su real capacidad fiscaliza-
dora no dejando de lado el problema de la corrupción.

En atención a esto, consideramos que el esquema adminis-
trativo al que están adscritas las aduanas, equivalente al de
una unidad de Dirección General de la Administración Pú-
blica Federal, pese a las características legales y presu-
puestales que impiden el desarrollo institucional que el sec-
tor aduanero mexicano reclama hoy día y la carencia de un
presupuesto propio y de facultades específicas para resol-
ver en materia autónoma sobre la materia aduanera, no co-
rresponde al ejercicio de una tarea de suma importancia y
trascendencia para el país como hemos mencionado y cada
vez tiene mayores implicaciones en la seguridad nacional.

Compañeras y compañeros diputados: el día de hoy esta-
mos presentando un trabajo que recoge una gran experien-
cia de quienes han sido actores en diversos momentos de lo
que es el servicio aduanero mexicano y la facilitación de
los trámites del comercio internacional; hoy estamos pre-
sentando una suma de trabajo que decanta en lo que hemos
denominado “una ley para el servicio aduanero mexicano”
y que fundamentalmente consiste en que separemos a la
Administración General de Aduanas, del Servicio de Ad-
ministración Tributaria.

No es posible que un ente facilitador del comercio interna-
cional siga estando etiquetado como un ente puramente fis-
calizador; no es posible que en las actuales condiciones ad-
ministrativas en que se maneja la Administración General
de Aduanas se le pueda exigir a los funcionarios depen-
dientes de esta administración, que combatan eficazmente
a la corrupción. No es posible pedirles a todos estos servi-
dores públicos que hagan su labor, si no tienen un marco
jurídico adecuado.

Esto creemos que es el futuro que hay que crear el nuevo
servicio aduanero mexicano y que esto permitirá sin duda
el que podamos avanzar no sólo en materia de fiscalización
y facilitación del comercio internacional, sino en materia
de combate a la corrupción, lo cual es fundamental para
nuestro país.
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Por eso, compañeras y compañeros diputados, les pido
apoyen esta iniciativa.

Muchísimas gracias. Es cuanto, señor Presidente.

«Los ciudadanos diputados Diego Alonso Hinojosa Ague-
rreve, del grupo parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal; Omar Fayad Meneses, del grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional; Rosalinda López
Hernández, del grupo parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática; Francisco Agundis Arias, del grupo
parlamentario del Partido Verde Ecologista de México; con
fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, sometemos a la consideración de esta honorable
asamblea, la siguiente iniciativa de Ley del Servicio Adua-
nero Mexicano, bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

Las regulaciones que han regido la actividad comercial y
aduanera en nuestro país, fueron transformadas para ade-
cuarlas a las cambiantes necesidades que han creado los
adelantos tecnológicos en la producción y el transporte de
las mercancías.

Históricamente la función aduanera ha sido desempeñada
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Los orga-
nismos públicos adscritos a ella, encargados de administrar
las aduanas y realizar las funciones de fiscalización de las
mercancías, han sufrido también diversas adecuaciones es-
tructurales y funcionales.

Pero es hasta enero de 1993 cuando mediante una reforma
al Reglamento Interior de esta dependencia, se encarga la
operación de las aduanas nacionales a la Administración
General de Aduanas, y en julio de 1997, dicha administra-
ción queda adscrita al Servicio de Administración Tributa-
ria.

Ante la apertura comercial emprendida por el gobierno me-
xicano en las últimas décadas, y tras la serie de transfor-
maciones económicas, políticas y tecnológicas, nuestro in-
tercambio de mercancías, productos y servicios con el resto
del mundo, se ha visto favorecido ampliamente, incremen-
tándose la actividad de las aduanas en todo el territorio na-
cional.

México pasó rápidamente, de una política comercial pro-
teccionista, ligada al subdesarrollo industrial, la escasez de
capitales para la inversión, y la baja productividad, a un es-
quema de liberalización y desregulación de la economía,
promotor de la inversión privada.

Esta política de apertura, aunada a las transformaciones es-
tructurales en el sector público, provocó el incremento de
la producción nacional y de la interacción con las principa-
les economías nacionales y regionales del mundo, contri -
buyendo al desarrollo económico y social de México.

Signo de ello fue la inclusión de nuestro país en el Acuer-
do General sobre Aranceles y Comercio en 1986 y en el
Consejo de Cooperación Aduanera en mayo de 1988, que
tenían por objeto armonizar y facilitar el comercio interna-
cional. Posteriormente, nuestra nación se integró también a
la Organización Mundial de Comercio y a la Organización
para la Cooperación y Desarrollo Económico.

Un acontecimiento relevante para nuestro país, fue la firma
del Tratado de Libre Comercio para América del Norte,
con Estados Unidos y Canadá, en 1994. Este instrumento
significó para México un incremento en la actividad eco-
nómica y comercial con Estados Unidos.

De forma paralela, desde 1997, México ha celebrado nue-
vos acuerdos de libre comercio con varias naciones y re-
giones del mundo, como Chile, Israel, Nicaragua, el trián-
gulo del Norte (El Salvador, Guatemala y Honduras), la
Unión Europea y el Pacífico Asiático, con lo que el núme-
ro de países con los que tenemos acuerdos de cooperación
económica asciende a más de treinta. Asimismo, están pen-
dientes la negociación y firma de acuerdos similares con
Singapur y Japón, así como la materialización del Acuerdo
de Libre Comercio de las Américas.

Sin duda, todos estos esfuerzos para aumentar las relacio-
nes económicas, comerciales y de inversión de México con
el resto del mundo, han redundado en el crecimiento de los
flujos de mercancías que se importan y exportan desde y
hacia nuestro país, así como en las divisas y contribuciones
que se obtienen por esta actividad.

A pesar de la reciente disminución del ritmo del creci-
miento, los resultados económicos generales de México
durante los últimos cinco años han sido positivos. Entre
1997 y 2000, el Producto Interno Bruto creció a un prome-
dio anual del 5.2 por ciento; las inversiones privadas cre-
cieron a un tipo medio anual del 10.6 por ciento.



Durante este mismo periodo, México atrajo aproximada-
mente 44,000 millones de dólares en inversiones extranje-
ras directas. Este proceso trajo aparejado un fuerte incre-
mento en el comercio de mercancías, que aumentó a una
tasa media anual del 17.1 por ciento, la más elevada entre
los 20 miembros de mayor tamaño de la Organización
Mundial del Comercio.

Es claro que la interacción comercial a través de las adua-
nas del país, tiene un impacto altamente positivo en la eco-
nomía nacional y en la actualidad, como en épocas ante-
riores, la importancia que reviste la actividad aduanera
debe ser reconocida como de interés nacional.

Un hecho que se origina a partir de la operación de los múl-
tiples acuerdos y tratados comerciales que se han signado,
es que si bien nos permiten ser uno de los principales paí-
ses exportadores del mundo, contemplan al mismo tiempo
la eliminación gradual o de tajo, de las contribuciones al
comercio exterior entre las partes firmantes, por lo que la
función recaudadora de impuestos, antes propia de las
aduanas, está dando paso a una nueva concepción y reali -
dad para el sistema aduanero mexicano.

Es decir, hoy las aduanas nacionales no sólo son un ente
fiscalizador de bienes y mercancías, sino también son enti-
dades administrativas con la responsabilidad de vigilar y
controlar aspectos derivados del comercio internacional re-
lacionados con la seguridad nacional, la salud, el tráfico
ilegal de personas, el tráfico de drogas, el combate al con-
trabando de mercancías y la piratería, entre otros.

Para cumplir esta enorme responsabilidad, la Secretaría de
Hacienda tiene a su cargo la aplicación de las leyes Fiscal
y Aduanera, para el cobro y recaudación de los impuestos
respectivos. Por su parte, la Administración General de
Aduanas como unidad administrativa perteneciente al Ser-
vicio de Administración Tributaria, tiene como principal
función la de fiscalizar, vigilar y controlar la entrada y sa-
lida de mercancías, así como de los medios en que son
transportadas, asegurando el cumplimiento de las disposi-
ciones que en materia de comercio exterior fijen Hacienda
y las otras dependencias competentes para ello.

Para esto, esa administración general cuenta con 48 adua-
nas a su cargo, con 177 puntos de revisión y 6,500 servi-
dores públicos, para atender poco más de un millón de ope-
raciones aduaneras al día.

Estamos aún lejos de erradicar los grandes problemas que
enfrenta nuestro servicio aduanero, que derivan en afecta-
ciones económicas, como la omisión en el pago de las con-
tribuciones al comercio exterior y daños alarmantes a la
planta productiva nacional y al comercio legalmente esta-
blecido.

Es innegable que día a día, las aduanas del país enfrentan
de forma paralela grandes dificultades de muy diversa ín-
dole, que van desde la carencia de personal, escasa capaci-
tación, y la ineficiencia e ineficacia en los servicios que se
prestan, hasta el completo desequilibrio entre las activida-
des que demanda el sector aduanero y su real capacidad fis-
calizadora.

En atención a esto, consideramos que el esquema adminis-
trativo al que están adscritas las aduanas, equivalente a una
Dirección General en la Administración Pública Federal,
posee características legales y presupuestales que impiden
el desarrollo institucional que el sector aduanero mexicano
reclama hoy en día.

La carencia de un presupuesto propio y de facultades espe-
cíficas para resolver de manera autónoma sobre la materia
aduanera, no corresponde al ejercicio de una tarea de suma
importancia y trascendencia para el país, que como hemos
mencionado, cada vez tiene mayores implicaciones en la
seguridad nacional.

Dadas las funciones de primer orden que realiza la Admi-
nistración General de Aduanas, es imperativo dotarla de
una estructura administrativa y un marco jurídico especial
que le confieran un mayor margen de acción, y que permi-
ta realizar el diseño e implementación de una política adua-
nera eficiente, eficaz y oportuna, en beneficio no sólo del
erario federal, sino de la actividad comercial e industrial de
nuestro país y de todos los mexicanos.

La jerarquía de las actividades aduaneras en la economía
nacional, nos obliga a tener un sistema aduanero eficiente,
rápido, ágil, que responda puntualmente al reto que impo-
ne una economía cada vez más globalizada.

Con base en estas consideraciones, planteamos la creación
de un nuevo organismo gubernamental desconcentrado de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, que se consti-
tuya en el Servicio Aduanero Mexicano, con goce de auto-
nomía técnica, presupuestal, y de gestión para dictar los
criterios e implementar acciones que le permitan la óptima
consecución de sus fines.
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Al frente de este nuevo organismo estaría el Comisionado
del Servicio Aduanero Mexicano. Contaría además con
una Junta de Gobierno encabezada por el Secretario de Ha-
cienda Crédito y Público, donde estarían representados el
Servicio de Administración Tributaria y las Secretarías de
Economía, Relaciones Exteriores, y Comunicaciones y
Transportes, como autoridades que se relacionan con el co-
mercio exterior.

También serían incorporados a esta junta, un representante
del sector industrial y uno más del sector comercial del pa-
ís, a fin de que quienes participan activamente en el des-
arrollo del comercio exterior, tengan la posibilidad de ex-
presar sus necesidades, inquietudes y propuestas al más
alto nivel en la toma de decisiones del sector aduanero.

Lo anterior permitiría al Servicio Aduanero Mexicano con-
tar con los enlaces institucionales necesarios para una me-
jor coordinación entre las Secretarías del Ejecutivo federal
y la Aduana Nacional, en la búsqueda de un mejor servicio
y control en la fiscalización de las mercancías.

De igual forma, proponemos incorporar como una de las
atribuciones del Servicio Aduanero Mexicano la de operar
coordinadamente con las instancias federales de seguridad,
un sistema de información oportuno, que coadyuve a pre-
venir de manera eficaz la delincuencia organizada que pue-
da poner en riesgo nuestra seguridad como nación.

Las áreas administrativas que conformen ahora el Servicio
Aduanero Mexicano, estarán bajo la estricta coordinación
del jefe de este organismo, por lo que el poder de mando,
sanción y revisión respecto del personal sólo recaerá en es-
te servidor público y el poder de decisión lo ostentará la
Junta de Gobierno de la institución.

Un aspecto de gran importancia, es el relativo a la forma-
ción y constante profesionalización del personal que habrá
de desempeñarse en este nuevo organismo. Por lo que esta
demanda de conocimientos altamente técnicos será atendi-
da puntual y permanentemente al crear también el Instituto
Aduanero de Carrera, que estará a cargo de un secretario
ejecutivo y tendrá la estructura y funcionamiento que la
Junta de Gobierno le asigne a través de su Estatuto.

En suma, el proyecto de ley que los diputados de las diver-
sas fracciones parlamentarias proponemos ante este Pleno,
para instituir el Servicio Aduanero Mexicano, contiene el
enfoque pertinente para hacer de las aduanas organismos
eficientes que contribuyan en mayor medida a garantizar la

seguridad nacional, a dar certidumbre a la inversión y el
comercio, a proteger la economía del país, la salud pública
y el medio ambiente, además de fomentar la simplificación
administrativa y la seguridad jurídica a los beneficiarios
del Sistema Aduanero Mexicano.

Por lo antes expuesto, y con fundamento en el artículo 71
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, presentamos ante esta soberanía, la si-
guiente

Iniciativa de la Ley del Servicio Aduanero Mexicano, para
quedar como sigue:

Ley del Servicio Aduanero Mexicano

Capítulo Primero

De la Naturaleza, Objeto y Atribuciones

Artículo 1. El Servicio Aduanero Mexicano es un órgano
desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con el
carácter de autoridad fiscal y aduanera, y con las atribucio-
nes y facultades ejecutivas que señala esta ley.

Artículo 2. El Servicio Aduanero Mexicano tiene por ob-
jeto la realización de una actividad estratégica del Estado
consistente en regular en forma exclusiva las siguientes
funciones y actos: la entrada al territorio nacional y la sali -
da del mismo de mercancías y de los medios en que se
transportan o conducen, el despacho aduanero, los hechos
o actos que deriven de éste o de dicha entrada o salida de
mercancías, y la vigilancia de las aduanas, recintos fisca-
les, fiscalizados y demás instalaciones que sean autoriza-
das por las leyes. En la consecución de este objetivo debe-
rá observar y asegurar la aplicación correcta, eficaz,
equitativa y oportuna de la legislación fiscal y aduanera,
así como promover la eficiencia en la administración tribu-
taria y el cumplimiento voluntario por parte del contribu-
yente de las obligaciones derivadas de esa legislación.

El Servicio Aduanero Mexicano se coordinará con las de-
más dependencias del Ejecutivo federal para el fiel cum-
plimiento de su objeto y demás funciones que le sean ins-
truidas.

Artículo 3. El Servicio Aduanero Mexicano gozará de auto-
nomía de gestión y presupuestal para la consecución de su
objeto y de autonomía técnica para dictar sus resoluciones.



Artículo 4. El domicilio del Servicio de Aduanero Mexi-
cano será la Ciudad de México, donde se ubicarán sus ofi-
cinas centrales. Asimismo, contará con oficinas e instala-
ciones suficientes en cada aduana, así como en el
extranjero, a efecto de garantizar una adecuada desconcen-
tración geográfica, operativa y de decisión en asuntos de su
competencia conforme a esta ley, al reglamento interior
que expida el Presidente de la República y a las demás dis-
posiciones jurídicas que emanen de ellos.

Artículo 5. Para la realización de su objeto, el Servicio
Aduanero Mexicano contará con los siguientes recursos:

I. Los bienes muebles e inmuebles, recursos materiales y
financieros que le sean asignados;

II. Los fondos y fideicomisos constituidos por ley y aque-
llos que se constituyan o en los que participe en represen-
tación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

III. Los ingresos que obtenga por la prestación de servicios
y gastos de ejecución, y

IV. Las asignaciones que establezca el Presupuesto de
Egresos de la Federación.

En adición a las asignaciones para cubrir su gasto ordina-
rio, el Servicio Aduanero Mexicano recibirá anualmente
recursos para destinarlos al mejoramiento de la infraestruc-
tura y servicios de atención a los usuarios de las aduanas,
la modernización y automatización integral de sus proce-
sos, la investigación e incorporación de nuevas tecnologías
en apoyo de las funciones recaudadoras, fiscalizadoras y
aduaneras y la instrumentación del Servicio Aduanero de
Carrera y prestaciones derivadas del mismo. Estos recursos
se asignarán con base en los esfuerzos de productividad y
eficiencia del propio órgano, una vez que se hayan tomado
en cuenta aquellos factores que determinan la evolución y
eficiencia de la inspección aduanera y que sean ajenos al
desempeño del Servicio Aduanero Mexicano. La Junta de
Gobierno, a más tardar en su última sesión de cada ejerci-
cio, determinará los montos requeridos, su calendarización,
así como los programas que quedarán cubiertos por estos
fondos en el año siguiente.

En caso de que los recursos asignados conforme al párrafo
anterior no se ejerzan en su totalidad durante el ejercicio
para el cual fueron programados, el Servicio Aduanero
Mexicano deberá constituir una reserva con este exceden-
te, la cual no podrá sobrepasar el 25 por ciento de los re-

cursos totales asignados durante el ejercicio anterior. Esta
reserva de contingencia se destinará para garantizar la con-
tinuidad de los programas aprobados por la Junta de Go-
bierno, pero en ningún caso podrá aplicarse para realizar
pagos no previstos en el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración.

Artículo 6. El Servicio Aduanero Mexicano tendrá las atri-
buciones siguientes:

I. Recaudar los impuestos, contribuciones de mejoras, de-
rechos, productos, aprovechamientos federales y sus acce-
sorios de acuerdo a la legislación aplicable;

II. Dirigir en forma exclusiva los servicios aduanales, y ac-
tividades de inspección aduanera, así como la Unidad de
Apoyo para la Inspección Fiscal y Aduanera;

III. Representar el interés de la Federación en controversias
fiscales derivadas de operaciones aduaneras;

IV. Determinar, liquidar y recaudar las contribuciones,
aprovechamientos federales y sus accesorios cuando, con-
forme a los tratados internacionales de los que México sea
parte, estas atribuciones deban ser ejercidas por las autori-
dades fiscales y aduaneras del orden federal;

V. Ejercer aquellas que, en materia de coordinación fiscal,
correspondan al Servicio de Administración Tributaria;

VI. Solicitar y proporcionar a otras instancias e institucio-
nes públicas, nacionales o del extranjero, el acceso a la in-
formación necesaria para evitar la evasión o elusión fisca-
les, de conformidad con las leyes y tratados internacionales
en materia fiscal y aduanera;

VII. Vigilar y asegurar el debido cumplimiento de las dis-
posiciones fiscales y aduaneras y, en su caso, ejercer las fa-
cultades de comprobación previstas en dichas disposicio-
nes, y en su caso supervisar los recintos fiscales o
fiscalizados y recintos fiscalizados estratégicos;

VIII. Participar en la negociación de los tratados interna-
cionales que lleve a cabo el Ejecutivo federal en las mate-
rias fiscal y aduanera, así como celebrar acuerdos interins-
titucionales en el ámbito de su competencia;

IX. Proporcionar, bajo el principio de reciprocidad, la asis-
tencia que le soliciten instancias supervisoras y regulado-
ras de otros países con las cuales se tengan firmados
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acuerdos o formen parte de convenciones internacionales
de las que México sea parte, para lo cual, en ejercicio de
sus facultades de vigilancia, podrá recabar respecto de los
contribuyentes información y documentación que sea obje-
to de la solicitud;

X. Fungir como órgano de consulta del Gobierno Federal
en la materia aduanera;

XI. Localizar y listar a los contribuyentes con el objeto de
ampliar y mantener actualizado los padrones generales y
sectoriales;

XII. Emitir las disposiciones de carácter general necesarias
para el ejercicio eficaz de sus facultades, así como para la
aplicación de las leyes, tratados y disposiciones que con
base en ellas se expidan;

XIII. Coordinarse con las instancias federales de Seguridad
Pública, operando un sistema eficiente de intercambio de
información que permita apoyar la prevención del delito y
la lucha contra la delincuencia que pueda atentar contra la
seguridad nacional; y

XIV. Las demás que sean necesarias para llevar a cabo las
previstas en esta ley, su reglamento interior y demás dispo-
siciones jurídicas aplicables.

Capítulo Segundo

De la Organización del Servicio 
Aduanero Mexicano

Artículo 7. Para la consecución de su objeto y el ejercicio
de sus atribuciones, el Servicio Aduanero Mexicano conta-
rá con los órganos siguientes:

I. Junta de Gobierno;

II. Jefe del Servicio Aduanero Mexicano;

III. Las unidades administrativas centrales que establezca
su reglamento interior; y

IV. Las demás unidades administrativas que establezca su
Reglamento Interior.

Artículo 8. La Junta de Gobierno del Servicio Aduanero
Mexicano se integrará por siete miembros propietarios:

I. El Secretario de Hacienda y Crédito Público, quien la
presidirá;

II. Un representante de la Secretaría de Relaciones Exte-
riores;

III. Un representante de la Secretaría de Economía;

IV. Un representante del sector industrial y uno del comer-
cial del país, los cuales serán nombrados de común acuer-
do por el órgano cúpula que los represente, mismo que se-
rá dado a conocer al Secretario de Hacienda y Crédito
Público para su aprobación;

V. Un representante del Servicio de Administración Tribu-
taria;

VI. Un representante de la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes; y

VII. El jefe del Servicio Aduanero Mexicano.

Por cada uno de los miembros propietarios se deberá nom-
brar un suplente, en el caso de las dependencias y entida-
des de la Administración Pública Federal, deberá tener al
menos el nivel de subsecretario o su equivalente.

A falta del secretario de Hacienda y Crédito Público, la
reunión la presidirá el jefe del Servicio Aduanero Mexica-
no, quien será sustituido por un administrador central. En
todo caso, el Presidente de la Junta de Gobierno o quien
funja con dicho carácter podrá solicitar al Ejecutivo fede-
ral la invitación de uno o más representantes de las demás
dependencias del Gobierno de la República cuando los
asuntos que se vayan a tratar se relacionen con el ámbito de
sus respectivas competencias.

Artículo 9. La Junta de Gobierno tendrá las atribuciones
siguientes:

I. Opinar y coadyuvar con las autoridades competentes de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en la elabora-
ción de las medidas de política fiscal y aduanera necesarias
para la formulación y ejecución del Plan Nacional de Des-
arrollo y de los programas sectoriales, así como llevar a ca-
bo los programas especiales y los asuntos que el propio se-
cretario de Hacienda y Crédito Público le encomiende
ejecutar y coordinar en esas materias;



II. Someter a la consideración de las autoridades compe-
tentes de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público su
opinión sobre los proyectos de iniciativas de ley, decretos,
acuerdos, órdenes, resoluciones administrativas y disposi-
ciones de carácter general que en las materias fiscal y
aduanera corresponda expedir o promover a la propia Se-
cretaría;

III. Aprobar los programas y presupuestos del Servicio
Aduanero Mexicano, así como sus modificaciones, en los
términos de la legislación aplicable;

IV. Aprobar la estructura orgánica básica del Servicio
Aduanero Mexicano y las modificaciones que procedan a
la misma, de conformidad con las disposiciones jurídicas
aplicables, así como el anteproyecto de Reglamento Inte-
rior del Servicio Aduanero Mexicano y sus modificaciones
correspondientes;

V. Examinar y, en su caso, aprobar los informes generales
y especiales que someta a su consideración el jefe del Ser-
vicio Aduanero Mexicano;

VI. Estudiar y, en su caso, aprobar todas aquellas medidas
que, a propuesta del jefe del Servicio Aduanero Mexicano,
incrementen la eficiencia en la operación aduanera y el co-
mercio exterior; y

VII. Las demás que sean necesarias para llevar a cabo las
previstas en esta ley, su Reglamento Interior y demás dis-
posiciones jurídicas aplicables.

Artículo 10. La Junta de Gobierno celebrará sesiones ordi-
narias por lo menos cuatro veces al año y extraordinarias
cuando así lo proponga el secretario de Hacienda y Crédi-
to Público o el jefe del Servicio Aduanero Mexicano. Para
que la Junta de Gobierno sesione válidamente se requerirá
la asistencia de más de la mitad de sus integrantes, siempre
que se cuente con la asistencia del Presidente de la Junta o
su suplente, y que la mayoría de los asistentes sean repre-
sentantes de la Administración Pública Federal.

Las resoluciones de la Junta de Gobierno se tomarán por
mayoría de votos de los integrantes presentes. El secretario
de Hacienda y Crédito Público tendrá voto de calidad en
caso de empate. Los integrantes a que se refiere la fracción
IV del artículo 8 de esta ley, tendrán voz pero no voto.

Artículo 11. El Servicio Aduanero Mexicano contará con
un contralor interno, quien podrá asistir a las sesiones de la

Junta de Gobierno con voz, pero sin voto, así como con una
unidad administrativa encargada de planear, programar,
presupuestar, controlar y evaluar sus actividades respecto
al gasto público y su organización interna.

El Servicio Aduanero Mexicano realizará periódicamente
una evaluación de la administración y operación aduanera
en función de los objetivos y metas aprobados, así como de
los recursos aprovechados en los fideicomisos constituidos
por ley y que se constituyan por los usuarios de las adua-
nas, haciendo del conocimiento del Congreso de la Unión
semestralmente, los resultados obtenidos, dentro del infor-
me sobre la situación económica y las finanzas públicas
que presenta el Ejecutivo federal. Aunado a lo anterior,
anualmente se deberá especificar en dicho informe, el pro-
grama anual de inversiones, en el que se justifique con to-
da claridad la adquisición y finalidad del equipo, vehículos
y en general los bienes muebles e inmuebles que adquiera.

Artículo 12. El Servicio Aduanero Mexicano estará a car-
go de un jefe que será nombrado y removido libremente
por el Presidente de la República, de entre una terna que
presente el secretario de Hacienda y Crédito Público y de-
berá reunir los requisitos siguientes:

I. Ser ciudadano mexicano; 

II. Haber desempeñado el cargo de administrador de por lo
menos 2 aduanas del país o de administrador central dentro
del Servicio Aduanero Mexicano o entidad que la haya sus-
tituido; 

III. Haber desempeñado los cargos a que se refiere la frac-
ción anterior en un periodo no menor a 5 años;

IV. Acreditar que cuenta con conocimientos y experiencia
en las materias fiscal y aduanera; 

V. No haber sido sentenciado por delitos dolosos que hayan
ameritado pena privativa de la libertad por más de un año,
o inhabilitado para ejercer el comercio o para desempeñar
un empleo, cargo o comisión en el servicio público; y

VI. Ser ratificado por el Senado de la República o por la
Comisión Permanente del Congreso de la Unión, según sea
el caso.

El jefe durará en su cargo 6 años, al término de los cuales
podrá ser confirmado en su encargo por un periodo que no
excederá de 4 años.
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Artículo 13. Competen al Servicio Aduanero Mexicano,
las siguientes atribuciones:

I. Establecer los lineamientos que permitan instrumentar
las políticas que dicte el Ejecutivo Federal y los programas
que deben seguir las unidades administrativas que le sean
adscritas y las aduanas, en las siguientes materias: normas
de operación, reconocimiento aduanero derivado del meca-
nismo de selección automatizado y comprobación del cum-
plimiento de las obligaciones fiscales y aduanales; embar-
go precautorio de mercancías extranjeras respecto de las
cuales no se acredite la legal importación, tenencia o es-
tancia en el país; procedimientos aduaneros que se deriven
del ejercicio de las facultades de comprobación del cum-
plimiento de las obligaciones fiscales y aduaneras; deter-
minación de la base de los impuestos generales de impor-
tación o exportación; verificar el cumplimiento de las
regulaciones y restricciones no arancelarias, inclusive en
materia de normas oficiales mexicanas; inspección y vigi-
lancia de los recintos fiscales y fiscalizados, y en este últi-
mo caso vigilar el cumplimiento de sus obligaciones deri-
vadas de la concesión o autorización otorgada para prestar
los servicios de manejo, almacenaje y custodia de mercan-
cías de comercio exterior, así como declarar el abandono
de las mercancías que se encuentren en los patios y recin-
tos fiscales bajo su responsabilidad.

II. Participar con las unidades administrativas competentes
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y Servicio
de Administración Tributaria en el estudio y elaboración de
propuestas de políticas y programas relativos al desarrollo
de la franja y región fronteriza del país, al fomento de las
industrias de exportación, regímenes temporales de impor-
tación o exportación y de depósito fiscal para someterse al
proceso de ensamble y fabricación de vehículos efectuado
por la industria automotriz terminal; intervenir en el estu-
dio y formulación de los proyectos de aranceles, cuotas
compensatorias y demás medidas de regulación y restric-
ción al comercio exterior en los que las unidades adminis-
trativas de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público par-
ticipen con otras autoridades competentes; y emitir opinión
sobre los precios estimados que ésta fije, respecto de las
mercancías de comercio exterior que sean objeto de subva-
luación o sobrevaloración.

III. Representar al Servicio Aduanero Mexicano en los fo-
ros, eventos, reuniones nacionales o internacionales y or-
ganismos internacionales en materia aduanera y dar cum-
plimiento a los acuerdos y convenios que se celebren en los
asuntos de su competencia; participar conjuntamente con

las unidades administrativas competentes de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, en el ámbito de su compe-
tencia, en las negociaciones de convenios aduaneros y tra-
tados internacionales en materia comercial en las que se
discutan temas aduaneros y en los grupos de trabajo que se
establezcan al amparo de los tratados internacionales sus-
critos por México en materia de aduanas y reglas de origen.

IV. Proponer el establecimiento o supresión de aduanas,
garitas, secciones aduaneras y puntos de revisión, y autori -
zar el programa de mejoramiento de las instalaciones adua-
neras.

V. Emitir los acuerdos de otorgamiento de patente de agen-
te aduanal y de autorización de apoderado aduanal, de
mandatario de agente aduanal, de dictaminador aduanero y
de apoderado de almacén para los almacenes generales de
depósito o para la industria terminal automotriz, única-
mente para las extracciones de mercancías en depósito fis-
cal, autorizar el registro de agentes y apoderados aduanales
y comprobar el cumplimiento de sus obligaciones; deter-
minar la lesión al interés fiscal, inclusive por la inexactitud
de la clasificación arancelaria o de algún dato declarado en
el pedimento, en la factura o en la declaración del valor en
aduana o comercial, o la omisión del permiso de autoridad
competente, cuando constituyan causal de suspensión o
cancelación de patente de agente aduanal o de autorización
de apoderado aduanal, mandatario de agente aduanal, dic-
taminador aduanero y de apoderado de almacén para los al-
macenes generales de depósito o para la industria terminal
automotriz; iniciar, tramitar y resolver los procedimientos
que con motivo de las irregularidades descubra en el ejer-
cicio de sus funciones se relacionen con la cancelación de
patente de agente aduanal o de autorización de apoderado
aduanal, así como de suspensión o de extinción del derecho
de ejercer la patente de agente aduanal; efectuar las notifi-
caciones que sobre dichos procedimientos le remita la uni-
dad administrativa competente; aplicar los exámenes para
agente o apoderado aduanal, dictaminador aduanero o
mandatario de agente aduanal, y tramitar y resolver otros
asuntos concernientes a los citados agentes y apoderados
aduanales, dictaminadores aduaneros y mandatarios de
agente aduanal.

VI. Normar los procedimientos para obtener patente de
agente aduanal o autorización de apoderado aduanal, de
dictaminador aduanero o de mandatario de agente aduanal
y participar en la formulación de los programas temáticos
de los exámenes correspondientes.



VII. Integrar la información estadística sobre el comercio
exterior.

VIII. Planear, organizar, establecer, dirigir y controlar es-
trategias que permitan crear e instrumentar mecanismos y
sistemas para prevenir y combatir conductas ilícitas en ma-
teria de comercio exterior, de conformidad con las disposi-
ciones jurídicas aplicables; participar en la prevención de
ilícitos fiscales y aduaneros en las aduanas, recintos fisca-
les y fiscalizados, secciones aduaneras, garitas y puntos de
revisión aduaneros y en los aeropuertos, puertos marítimos
y terminales ferroviarias o de autotransporte de carga o de
pasajeros, autorizados para el tráfico internacional; y reali-
zar los actos de prevención de ilícitos fiscales y aduaneros
que se requieran en apoyo a las autoridades fiscales, en la
ejecución de sus facultades de inspección, supervisión,
control y vigilancia, a través de sus inspectores.

IX. Recibir y requerir de los particulares, responsables so-
lidarios y terceros con ellos relacionados, que exhiban y
proporcionen la contabilidad, los avisos, declaraciones, pe-
dimentos, manifestaciones y demás datos, documentos e
informes que, conforme a las disposiciones legales aplica-
bles deben presentarse; así como ampliar el plazo para con-
cluir su revisión; recabar de los servidores públicos y de los
fedatarios, los informes y datos que tengan con motivo de
sus funciones, para proceder a su revisión a fin de verificar
el cumplimiento de las disposiciones legales en materia
aduanera; mantener comunicación con las autoridades
aduaneras de otros países para obtener y proporcionar la in-
formación y documentación en relación con los asuntos
aduaneros internacionales.

X. Ejercer las facultades de las autoridades aduaneras en
materia de abandono de mercancías y declarar, en su caso,
que han pasado a propiedad del Fisco Federal, en coordi-
nación con las autoridades competentes previstas en la  le-
gislación aduanera, así como en las disposiciones regla-
mentarias aplicables, poniendo a disposición de la unidad
administrativa competente del Servicio de Administración
Tributaria las mercancías que haya pasado a propiedad del
fisco federal.

XI. Ordenar y practicar la verificación de mercancías de
comercio exterior en transporte, la verificación en tránsito
de vehículos de procedencia extranjera y de aeronaves y
embarcaciones, la vigilancia y custodia de los recintos fis-
cales y de los demás bienes y valores depositados en ellos;
llevar a cabo otros actos de vigilancia para cerciorarse del
cumplimiento de las disposiciones legales que regulan y

gravan la entrada al territorio nacional y la salida del mis-
mo de mercancías y medios de transporte, el despacho
aduanero y los hechos y actos que deriven de éste o de di-
cha entrada o salida.

XII. Ordenar y realizar la inspección y vigilancia perma-
nente en el manejo, transporte o tenencia de las mercancí-
as en los recintos fiscales y fiscalizados, así como en cual-
quier otra parte del territorio nacional.

XIII. Ordenar y practicar la retención, persecución o em-
bargo precautorio de las mercancías de comercio exterior,
incluidos los vehículos, o de sus medios de transporte,
cuando legalmente proceda, inclusive por el incumpli-
miento de Normas Oficiales Mexicanas, compromisos in-
ternacionales, requerimientos de orden público o cualquier
otra regulación o restricción no arancelaria; notificar el em-
bargo precautorio de aquellas mercancías respecto de las
cuales no se acredite su legal internación al país; remitir en
los plazos señalados en la legislación aduanera las actas a
la autoridad competente o, en su caso, tramitar y resolver
los procedimientos administrativos en materia aduanera;
poner a disposición de la aduana que corresponda las mer-
cancías embargadas para que realice su control y custodia,
y a su vez, se ponga a disposición de la unidad administra-
tiva competente del Servicio de Administración Tributaria
en los términos de la legislación aduanera. Sustanciar y re-
solver el procedimiento relacionado con la determinación
provisional a que se refiere la Ley Aduanera, llevarla a ca-
bo, así como notificarla.

XIV. Ordenar y practicar el embargo precautorio para ase-
gurar el interés fiscal cuando a su juicio, hubiere peligro de
que el obligado se ausente o se realice la enajenación u
ocultamiento de bienes o cualquier maniobra tendiente a
evadir el cumplimiento de las obligaciones fiscales, así co-
mo levantarlo cuando proceda.

XV. Proporcionar los elementos obtenidos en el ejercicio
de sus facultades a las autoridades competentes para deter-
minar créditos fiscales y para imponer sanciones por in-
fracción a las disposiciones aduaneras, cuando no esté fa-
cultada para imponer la sanción correspondiente,
aportándoles los datos y elementos necesarios para que di-
chas autoridades ejerzan sus facultades.

XVI. Determinar los impuestos al comercio exterior, dere-
chos por servicios aduaneros, aprovechamientos, aplicar
las cuotas compensatorias y determinar en cantidad líquida
el monto correspondiente, a cargo de contribuyentes,
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responsables solidarios y demás obligados, así como deter-
minar las otras contribuciones que se causen por la entrada
al territorio nacional o la salida del mismo de mercancías y
medios de transporte, incluso sus accesorios, cuando ello
sea necesario o consecuencia del ejercicio de las facultades
a que se refiere este precepto.

XVII. Dictar, en caso fortuito, fuerza mayor, naufragio o
cualquier otra causa que impida el cumplimiento de algu-
nas de las prevenciones legales en la materia de su compe-
tencia, las medidas administrativas que se requieran para
subsanar la situación.

XVIII. Intervenir en la recuperación en el extranjero de ve-
hículos y aeronaves nacionales o nacionalizadas objeto de
robo o de disposición ilícita y, en los términos de las leyes
del país y de los convenios internacionales celebrados en
esta materia, expedir las constancias que sean necesarias y
proporcionar la documentación e informes de que dispon-
ga, que sean requeridos por las autoridades consulares me-
xicanas que formulen la solicitud respectiva; aplicar la le-
gislación aduanera y los convenios internacionales para la
devolución de los vehículos o aeronaves extranjeros mate-
ria de robo o de disposición ilícita, mediante la realización
de los actos de vigilancia y verificación en tránsito y de re-
visión física en los recintos fiscales respectivos; notificar a
las autoridades del país de procedencia, en los términos del
convenio internacional correspondiente, la localización de
los vehículos o aeronaves robados u objeto de disposición
ilícita, así como resolver acerca de su devolución y del co-
bro de los gastos autorizados que se hubieren autorizado.

XIX. Dictaminar mediante el análisis de carácter científico
y técnico, las características, naturaleza, usos, origen y fun-
ciones de las mercancías de comercio exterior, efectuar en-
sayes con relación a minerales, metales y compuestos me-
tálicos sujetos al pago de contribuciones o aprovecha-
mientos, practicar el examen pericial de otros productos y
materias primas, desempeñar, en su caso, las funciones de
oficina de ensaye, así como proporcionar servicios de asis-
tencia técnica en materia de muestreo, de análisis y de in-
geniería a las dependencias oficiales, conforme a los con-
venios autorizados y a los particulares, mediante el pago de
derechos correspondiente.

XX. Normar la operación de las áreas de servicios aduana-
les, respecto a la entrada en el territorio nacional y la sali-
da del mismo, de mercancías y medios de transporte; y el
despacho aduanero y los hechos y actos que deriven de és-
te o de dicha entrada o salida, así como la vigilancia del

cumplimiento de las obligaciones respectivas, inclusive las
establecidas por las disposiciones sobre recaudación, cobro
coactivo, imposición de sanciones, contabilidad de ingre-
sos y movimiento de fondos.

XXI. Coordinarse para el mejor desempeño de sus faculta-
des con las demás unidades administrativas del Servicio de
Administración Tributaria y de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, con las dependencias y las entidades de la
Administración Pública Federal y con las autoridades de
las entidades federativas y de los municipios, de conformi-
dad con la legislación aduanera y las disposiciones regla-
mentarias aplicables; y, en relación con las medidas de se-
guridad y control que deben aplicarse en aeropuertos,
puertos marítimos, terminales ferroviarias o de autotrans-
porte de carga y pasajeros y cruces fronterizos autorizados
para el tráfico internacional, establecer la coordinación con
las dependencias y los organismos que lleven a cabo sus
funciones en los mismos.

XXII. Ordenar y practicar visitas domiciliarias, auditorías,
inspecciones, actos da vigilancia, verificaciones y demás ac-
tos que establezcan las disposiciones fiscales y aduaneras
para comprobar el cumplimiento de las obligaciones de los
contribuyentes, responsables solidarios y demás obligados
en materia de impuestos que se relacionen con la entrada en
el territorio nacional o salida del mismo de mercancías y
medios de transporte, derechos, aprovechamientos, estímu-
los fiscales, franquicias y accesorios de carácter federal; so-
licitar de los contribuyentes, responsables solidarios o terce-
ros datos, informes o documentos para planear y programar
actos de fiscalización; y, en materia de determinación de la
base de los impuestos generales de importación o exporta-
ción, verificar y, en su caso, determinar la clasificación
arancelaria de las mercancías de procedencia extranjera,
así como comprobar, de conformidad con los acuerdos,
convenios o tratados en materia fiscal o aduanera de los
que México sea parte, el cumplimiento de obligaciones a
cargo de importadores, exportadores o productores, inclu-
sive en materia de origen; verificar el cumplimiento de las
regulaciones y restricciones no arancelarias en las mercan-
cías de comercio exterior, inclusive las normas oficiales
mexicanas; declarar, en el ejercicio de sus atribuciones,
que las mercancías, vehículos, embarcaciones o aeronaves
pasan a propiedad del fisco federal; prorrogar los plazos en
que se deban concluir las visitas domiciliarias o revisiones
que se efectúen en las oficinas de las propias autoridades;
inspeccionar y vigilar los recintos fiscales y fiscalizados y,
en este último caso, vigilar el cumplimiento de sus obliga-
ciones derivadas de la concesión o autorización otorgada



para prestar los servicios de manejo, almacenaje y custodia
de mercancías de comercio exterior, así como declarar el
abandono de las mercancías que se encuentren en los patios
y recintos fiscales bajo su responsabilidad; verificar el do-
micilio que los contribuyentes declaren en el pedimento,
así como comprobar que los contribuyentes se localicen en
el domicilio declarado; ordenar y practicar la verificación
de aeronaves y embarcaciones para comprobar su legal es-
tancia en el país; e imponer multas por el incumplimiento
o cumplimiento extemporáneo de los requerimientos que
formule en los términos de esta fracción.

XXIII. Revisar los pedimentos y demás documentos pre-
sentados por los contribuyentes para importar o exportar
mercancías y determinar las contribuciones y aprovecha-
mientos e imponer sanciones y, en su caso, aplicar las cuo-
tas compensatorias y determinar en cantidad líquida el
monto correspondiente de que tenga conocimiento con mo-
tivo de la revisión practicada en los términos de esta frac-
ción.

XXIV. Informar al Servicio de Administración Tributaria
de los avisos, requerimientos y notificaciones, entre otros,
que en las materias de su competencia formule de manera
masiva a los contribuyentes, y que repercutan en las políti-
cas de atención y servicios establecidos por dicha unidad
administrativa.

XXV. Autorizar el empleo de tuberías, ductos, cables u
otros medios susceptibles de conducir mercancías de im-
portación y exportación; el despacho de mercancías de im-
portación en el domicilio de los interesados, así como re-
vocar dichas autorizaciones.

XXVI. Señalar dentro de los recintos fiscales la ubicación
de las oficinas administrativas y sus instalaciones comple-
mentarias, las zonas restringidas y las zonas de circulación
de vehículos, así como autorizar las personas y los objetos
que puedan permanecer dentro de dichos recintos.

XXVII. Fijar los lineamientos para las operaciones de car-
ga, descarga y manejo de mercancías de comercio exterior
y para la circulación de vehículos dentro de los recintos fis-
cales y fiscalizados, y señalar dentro de ellos las áreas res-
tringidas para el uso de telefonía celular u otros medios de
comunicación; ejercer el control y la vigilancia sobre la en-
trada y la salida de mercancías y de personas en los aero-
puertos, puertos marítimos y terminales ferroviarias o de
autotransporte de carga y pasajeros autorizados para el trá-
fico internacional y, en forma exclusiva, en las aduanas, re-

cintos fiscales y fiscalizados, secciones aduaneras, garitas
y puntos de revisión aduaneros.

XXVIII. Normar el procedimiento de inscripción en el Re-
gistro del Despacho de Mercancías de las Empresas.

XXIX. Participar en el diseño y la aprobación de las for-
mas oficiales de avisos, pedimentos, declaraciones, mani-
festaciones y demás documentos requeridos por las dispo-
siciones fiscales en materia aduanera, y en la integración y
actualización de los archivos que se utilicen para el proce-
samiento electrónico de datos y verificar la integridad de la
información contenida en los mismos.

XXX. Autorizar y, en su caso, cancelar el establecimiento
de depósitos fiscales para la exposición y venta de mercan-
cías extranjeras y nacionales libres de impuestos temporal-
mente para locales destinados a exposiciones internaciona-
les de mercancías; y para someterse al proceso de
ensambles y fabricación de vehículos a empresas de la in-
dustria automotriz terminal.

XXXI. Habilitar recintos fiscalizados y autorizar para que,
dentro de los mismos, las mercancías en ellos almacenadas
puedan ser objeto de elaboración, transformación o repara-
ción para su posterior retorno al extranjero o exportación;
otorgar autorización o concesión para prestar servicios de
manejo, maniobras de carga y descarga, almacenaje y cus-
todia de mercancías de comercio exterior, así como sus-
pender, cancelar o revocar dicha autorización o concesión;
y habilitar almacenes como recintos fiscales para uso de la
autoridad aduanera.

XXXII. Autorizar que la entrada o la salida de mercancías
de territorio nacional, las maniobras de carga, descarga,
trasbordo y almacenamiento de las mismas, el embarque o
desembarque de pasajeros y la revisión de sus equipajes,
así como los demás del despacho, sean prestados por el
personal aduanero en lugar distinto del autorizado o en día
u hora inhábiles.

XXXIII. Autorizar que la obligación de retorno de expor-
taciones temporales se cumpla con la introducción en el pa-
ís de mercancías que no fueron las que se exportaron tem-
poralmente, siempre que se cumplan los requisitos legales;
la importación temporal de vehículos; la explotación co-
mercial de embarcaciones; y la toma de muestras de mer-
cancía en depósito ante la aduana.
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XXXIV. Determinar, conforme a la Ley Aduanera, el valor
en aduana de las mercancías y, en su caso, el valor comer-
cial de las mismas.

XXXV. Mantener la consulta permanente con los organis-
mos y asociaciones representativos de los contribuyentes
sobre cuestiones relevantes en materia aduanera que re-
quieran ser simplificadas y facilitar el cumplimiento de sus
obligaciones, así como analizar las propuestas hechas por
los citados organismos y asociaciones que tengan por obje-
to dar claridad y sencillez a la aplicación de los procedi-
mientos administrativos en materia aduanera.

XXXVI. Dar a conocer la información no fiscal contenida
en los pedimentos de importación que mediante reglas de
carácter general establezcan las autoridades competentes.

XXXVII. Señalar en los desarrollos portuarios los lugares
autorizados para la entrada y la salida de mercancías ex-
tranjeras o nacionales, y aprobar el programa maestro de
desarrollo portuario, que deberá señalar las instalaciones
para la función del despacho aduanero de las mercancías en
el programa maestro de desarrollo portuario de la Admi-
nistración Portuaria Integral o, en su caso, en los docu-
mentos donde se especifiquen las construcciones de las ter-
minales ferroviarias de pasajeros o de carga, así como de
aeropuertos internacionales.

XXVIII. Autorizar a las empresas certificadoras de peso o
volumen para efectos de importaciones de mercancías a
granel en aduanas de tráfico marítimo y exportaciones, así
como revocar dichas autorizaciones.

XXXIX. Autorizar el registro para la toma de muestras de
mercancías estériles, radiactivas, peligrosas o para las que
se requieran de instalaciones o equipos especiales para la
toma de las mismas, así como suspender o cancelar la ins-
cripción en dicho registro.

XL. Normar el procedimiento para la inscripción de las
empresas transportistas que trasladan mercancías bajo el
régimen aduanero de tránsito.

XLI. Retener las mercancías de procedencia extranjera ob-
jeto de una resolución de suspensión de libre circulación
emitida por la autoridad competente en materia de propie-
dad intelectual y ponerlas a disposición de dicha autoridad.

XLII. Practicar el reconocimiento aduanero de las mercan-
cías de comercio exterior en los recintos fiscales y fiscali-

zados o, a petición del contribuyente, en su domicilio, en
las dependencias, bodegas, instalaciones o establecimien-
tos que señale, cuando se satisfagan los requisitos corres-
pondientes, así como conocer los hechos derivados del se-
gundo reconocimiento a que se refiere la Ley Aduanera, y
verificar y supervisar dicho reconocimiento, así como revi-
sar los dictámenes formulados por los dictaminadores
aduaneros.

XLIII. Notificar los actos relacionados con el ejercicio de
sus facultades de comprobación, así como habilitar a los
funcionarios para realizar dichas notificaciones.

XLIV. Sustanciar y resolver el procedimiento relacionado
con la determinación de contribuciones omitidas en los ca-
sos en que no proceda el embargo precautorio de mercan-
cías.

XLV. Proponer la asignación de recursos para las obras de
mejoramiento de infraestructura y desarrollo tecnológico
de las aduanas.

XLVI. Normar y establecer la política y los programas pa-
ra la inscripción, suspensión y cancelación de los registros
en los padrones de importadores, de exportadores sectorial
y de importadores de los sectores específicos.

XLVII. Evaluar y, en su caso, aceptar las garantías que se
otorguen respecto de impuestos al comercio exterior, dere-
chos por servicios aduaneros, accesorios, aprovechamien-
tos y demás contribuciones que se causen con motivo de la
entrada en el territorio nacional o la salida del mismo de
mercancías y medios de transporte, debiendo remitir la ga-
rantía a la administración local de recaudación en cuya cir-
cunscripción territorial se encuentre el domicilio del con-
tribuyente.

XLVIII. Establecer la naturaleza, estado, origen y demás
características de las mercancías de comercio exterior, así
como determinar su clasificación arancelaria y solicitar el
dictamen que se requiera al agente o apoderado aduanal, al
dictaminador aduanero o a cualquier otro perito para ejer-
cer las facultades a que se refiere esta fracción.

XLIX. Retener las mercancías cuando no se presente la ga-
rantía correspondiente, en los casos en que el valor decla-
rado sea inferior al precio estimado en términos de la Ley
Aduanera.
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L. Entregar a los interesados las mercancías objeto de una
infracción de la Ley Aduanera y demás disposiciones fis-
cales, cuando dichas mercancías no estén sujetas a prohibi-
ciones o restricciones y se garantice suficientemente el in-
terés fiscal.

LI. Establecer la viabilidad de incorporación de nuevos
sectores industriales al programa de control aduanero y de
fiscalización por sectores, y la creación de nuevos padro-
nes, aduanas exclusivas para determinadas mercancías,
fracciones arancelarias y datos que permitan la identifica-
ción individual de las mercancías.

LII. Analizar, detectar y dar seguimiento, en coordinación
con las demás autoridades competentes, respecto de las
operaciones específicas de comercio exterior en que se pre-
suma la comisión de cualquier ilícito en cuanto al valor,
origen, clasificación arancelaria de mercancías, evasión en
el pago de contribuciones, cuotas compensatorias u otros
aprovechamientos y derechos, incumplimiento de regula-
ciones y restricciones no arancelarias e infracciones admi-
nistrativas, para la debida aplicación del programa de con-
trol aduanero y de fiscalización, así como investigar y dar
seguimiento a las denuncias presentadas dentro del ámbito
de su competencia.

LIII. Dirigir y operar la sala de servicios aduanales en ae-
ropuertos internacionales, establecida dentro de su circuns-
cripción territorial, respecto a la entrada en el territorio na-
cional y la salida del mismo de mercancías y medios de
transporte; el despacho aduanero y los hechos y actos que
deriven de éste o de dicha entrada o salida, así como la vi -
gilancia del cumplimiento de las obligaciones respectivas,
inclusive las establecidas en las disposiciones sobre recau-
dación, cobro coactivo, imposición de sanciones, contabi-
lidad de ingresos y movimiento de fondos.

LIV. Habilitar horas de entrada, salida, maniobras y alma-
cenamiento de mercancías de comercio exterior y medios
de transporte.

LV. Aplicar las autorizaciones previas, franquicias, exen-
ciones, estímulos fiscales y subsidios que sean otorgados
por las autoridades competentes en materia aduanera; y
constatar los requisitos y límites de las exenciones de im-
puestos al comercio exterior a favor de pasajeros y de me-
najes y resolver las solicitudes de abastecimiento de me-
dios de transporte.

LVI. Controlar y supervisar las importaciones o internacio-
nes temporales de vehículos y verificar sus salidas y retor-
nos.

LVII. Sancionar las infracciones de las disposiciones lega-
les materia de su competencia y, en su caso, notificar di-
chas sanciones, así como inhabilitar a los agentes aduana-
les en los casos previstos en la ley.

LVIII. Evaluar, con base en los indicadores de gestión es-
tablecidos por la Junta de Gobierno, la eficiencia y la pro-
ductividad integral de las aduanas.

LIX. Coadyuvar en la atención y el seguimiento de las ob-
servaciones determinadas por los distintos órganos fiscali-
zadores.

LX. Evaluar los procedimientos, registros, controles y sis-
temas establecidos en materia sustantiva y administrativa
de las aduanas y las unidades administrativas centrales.

LXI. Comunicar los resultados obtenidos en la revisión de
gabinete y de dictámenes formulados por contadores públi-
cos registrados, así como de las visitas domiciliarias de au-
ditoría, de inspección y demás actos de comprobación, a
las autoridades fiscales u organismos facultados para de-
terminar créditos fiscales en materias distintas de las de su
competencia, aportándoles los datos y elementos necesa-
rios para que dichas autoridades y organismos ejerzan sus
facultades.

LXII. Designar los peritos que se requieran para la formu-
lación de los dictámenes técnicos relacionados con los
asuntos de su competencia.

LXIII. Dar a conocer a contribuyentes, responsables soli -
darios, productores, exportadores y demás obligados los
hechos u omisiones imputables a éstos, conocidos con mo-
tivo de la revisión de gabinete, dictámenes o visitas domi-
ciliarias o verificaciones de origen que les practiquen; y ha-
cer constar dichos hechos y omisiones en la resolución,
oficio de observaciones o en la última acta parcial que se
levante.

LXIV. Ordenar y practicar los actos de comprobación ne-
cesarios para la obtención de la información y documenta-
ción que resulten procedentes, para proporcionarlos a las
autoridades de los países con que se tengan celebrados con-
venios o tratados en materia fiscal o aduanera e imponer
multas por el incumplimiento o cumplimiento extemporáneo
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de los requerimientos que se formulen en los términos de
esta fracción.

LXV. Informar sobre las irregularidades detectadas en el
ejercicio de sus facultades de comprobación respecto de
contribuyentes distintos de aquellos sobre los cuales tiene
competencia, a las unidades administrativas del Servicio de
Administración Tributaria competentes para determinar
créditos, aportando los datos y elementos necesarios para
que dichas autoridades ejerzan sus facultades.

LXVI. Certificar hechos y expedir las constancias corres-
pondientes que se deban enviar a las autoridades fiscales de
los países con que se tengan celebrados convenios o trata-
dos en materia fiscal o aduanera, haciéndolos legalizar pre-
viamente, en su caso.

LXVII. Asistir a los servidores públicos del Servicio de
Administración Tributaria en sus relaciones con los fun-
cionarios o autoridades de otros países, respecto de conve-
nios o tratados celebrados en materia fiscal o aduanera in-
ternacional.

LXVIII. Poner a disposición de la unidad administrativa
competente del Servicio de Administración Tributaria la
mercancía de procedencia extranjera que haya pasado a
propiedad del fisco federal como consecuencia de un pro-
cedimiento aduanero que sea de su competencia o que, es-
tando sujeta a dicho procedimiento, se encuentre en los ca-
sos previstos en el artículo 157 de la Ley Aduanera.

LXIX. Constituir comités internos de trabajo con las cá-
maras y confederaciones.

LXX. Dar contestación a las consultas reales y concretas
que formulen los contribuyentes en materia aduanera y de
comercio exterior; y emitir la normatividad y los criterios
de interpretación de las disposiciones aduaneras.

LXXI. Emitir las reglas de carácter general que sean nece-
sarias para la interpretación e instrumentación de las dis-
posiciones relacionadas con la legislación aduanera, las
cuales deberán publicarse en el Diario Oficial de la Fede-
ración, previa opinión del secretario de Hacienda y Crédi-
to Público.

El Servicio Aduanero Mexicano, sus unidades centrales y
las aduanas ejercerán las facultades señaladas en esta ley
respecto de todos los contribuyentes, inclusive los que son
competencia del Servicio de Administración Tributaria.

El jefe del Servicio Aduanero Mexicano será auxiliado en
el ejercicio de sus facultades por un secretario ejecutivo,
por un procurador aduanal y por los servidores públicos
que en adelante se señalan conforme a las atribuciones que
le sean conferidas en el Reglamento Interior. Las unidades
administrativas de que sean titulares los servidores públi-
cos que a continuación se indican estarán adscritas al Ser-
vicio Aduanero Mexicano:

Secretario Ejecutivo

Procurador Aduanal

Administrador Central de Operación Aduanera

Administrador Central de Laboratorio y Servicios Científi-
cos

Administrador Central de Investigación Aduanera

Administrador Central de Contabilidad y Glosa

Administrador Central de Planeación Aduanera

Administrador Central de Informática

Administrador Central de Visitaduría

Administrador Central de Seguimiento y Evaluación
Aduanera

Administrador Central de la Unidad de Apoyo para la Ins-
pección Fiscal y Aduanera

Administrador Central de Fiscalización Aduanera

Administrador Central de Recintos Fiscalizados

Administrador Central de Normatividad de Comercio Ex-
terior y Aduanal

Administradores de las Aduanas

Así como por el personal que se requiera para satisfacer las
necesidades del servicio.

Artículo 14. Para los efectos de la presente ley, se estable-
cen como aduanas autorizadas en el país las siguientes:

1. Acapulco
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2. Agua Prieta

3. Aguascalientes

4. Altamira

5. Camargo

6. Cancún

7. Cd. del Carmen

8. Cd. Hidalgo

9. Cd. Acuña

10. Cd. Juárez

11. Chihuahua

12. Coatzacoalcos

13. Colombia

14. Dos Bocas

15. Ensenada

16. Guadalajara

17. Guaymas

18. La Paz

19. Lázaro Cárdenas

20. Manzanillo

21. Matamoros

22. Mazatlán

23. Mexicali

24. Miguel Alemán

25. Monterrey

26. México Interior

27. Aeropuerto Internacional de la Cd. de México

28. Naco

29. Nogales

30. Nuevo Laredo

31. Ojinaga

32. Palomas

33. Piedras Negras

34. Progreso

35. Puebla

36. Querétaro

37. Reynosa

38. Salina Cruz

39. San Luis Río Colorado

40. Sonoyta

41. Subteniente López

42. Tampico

43. Tecate

44. Tijuana

45. Toluca

46. Torreón

47. Tuxpan

48. Veracruz

Artículo 15. El jefe, el secretario ejecutivo o los adminis-
tradores centrales del Servicio Aduanero Mexicano podrán
constituir comités internos de trabajo con las cámaras y
confederaciones que tengan por objeto, entre otras, las si-
guientes funciones:
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I. Actuar como grupos asesores del jefe del Servicio Adua-
nero Mexicano;

II. Estudiar, analizar y opinar con relación a proyectos so-
bre modificaciones de normas y reglas que se relacionen
con la operación aduanera;

III. Estudiar y proponer, a requerimiento del jefe del Servi-
cio Aduanero Mexicano, soluciones a las cuestiones plan-
teadas; y

IV. Apoyar en las funciones que el Servicio Aduanero Me-
xicano señale para el mejor desempeño de sus funciones.

Capítulo Tercero

Atribuciones del Ejecutivo Federal

Artículo 16. El Ejecutivo federal, además de las facultades
conferidas en las demás leyes, podrá, a propuesta del jefe
del Servicio Aduanero Mexicano:

I. Establecer o suprimir aduanas fronterizas, interiores y de
tráficos aéreo y marítimo, así como sus funciones y espe-
cialidades para el despacho de las mercancías que median-
te reglas señale la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co.

II. Suspender los servicios de las oficinas aduaneras por el
tiempo que juzgue conveniente, cuando así lo exija el inte-
rés de la nación.

III. Autorizar que el despacho de mercancías por las adua-
nas fronterizas nacionales pueda hacerse conjuntamente
con las oficinas aduaneras de países vecinos.

IV. Establecer o suprimir regiones fronterizas que median-
te reglas señale la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co.

V. Establecer o suprimir recintos portuarios para efectos
aduaneros que mediante reglas señale la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público.

Artículo 17. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
tendrá, además de las conferidas por el Código Fiscal de la
Federación y por otras leyes, las siguientes facultades:

I. Señalar la circunscripción territorial de las aduanas y de
las secciones aduaneras. La propia Secretaría podrá seña-

lar, dentro de los recintos fiscales, el lugar donde se en-
cuentren las oficinas administrativas de la aduana y sus ins-
talaciones complementarias; y establecerá la coordinación
con otras dependencias y organismos que lleven a cabo sus
funciones en los aeropuertos, puertos marítimos y cruces
fronterizos autorizados para el tráfico internacional, con re-
lación a las medidas de seguridad y control que deben apli -
carse en los mismos; y señalará, en su caso, las aduanas por
las cuales se deberá practicar el despacho de determinado
tipo de mercancías que al efecto determine la citada de-
pendencia mediante reglas.

II. Comprobar que la importación y exportación de mer-
cancías, la exactitud de los datos contenidos en los pedi-
mentos, declaraciones o manifestaciones, el pago correcto
de las contribuciones y aprovechamientos y el cumpli-
miento de las regulaciones y restricciones no arancelarias
se realicen conforme a lo establecido en la Ley Aduanera.

III. Requerir de los contribuyentes, responsables solidarios
y terceros los documentos e informes sobre las mercancías
de importación o de exportación y, en su caso, sobre el uso
que hayan dado a las mismas.

IV. Recabar de los funcionarios públicos, fedatarios y au-
toridades extranjeros los datos y documentos que posean
con motivo de sus funciones o actividades relacionadas con
la importación, exportación o uso de mercancías.

V. Cerciorarse de que en los despachos los agentes y apo-
derados aduanales cumplan los requisitos establecidos en
la Ley Aduanera y en las reglas que dicte la misma.

VI. Supervisar en todo momento la práctica del reconoci-
miento aduanero de las mercancías de importación o ex-
portación en los recintos fiscales y fiscalizados.

VII. Verificar que las mercancías por cuya importación fue
concedido algún estímulo fiscal, franquicia, exención o re-
ducción de impuestos o se haya eximido del cumplimiento
de una regulación o restricción no arancelaria estén desti-
nadas al propósito para el que se otorgó, se encuentren en
los lugares señalados al efecto y sean usadas por las perso-
nas a quienes fue concedido, en los casos en que el benefi-
cio se haya otorgado en razón de dichos requisitos o de al-
guno de ellos.

VIII. Revisar los lineamientos para las operaciones de car-
ga, descarga, manejo de mercancías de comercio exterior y
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para la circulación de vehículos, dentro de los recintos fis-
cales y fiscalizados.

IX. Supervisar el control y la vigilancia sobre la entrada y
la salida de mercancías y personas en los aeropuertos y
puertos marítimos autorizados para el tráfico internacional
y en las aduanas fronterizas.

X. Establecer precios estimados para mercancías que se
importen y ordenar, en su caso, su retención a las autorida-
des competentes del Servicio Aduanero Mexicano hasta
que se presente la garantía a que se refiere el artículo 36,
fracción I, inciso e), de la Ley Aduanera.

XI. Determinar las contribuciones y los aprovechamientos
omitidos por los contribuyentes o responsables solidarios,
conforme a la información que proporcione en su caso el
Servicio Aduanero Mexicano.

XII. Comprobar la comisión de infracciones e imponer las
sanciones que correspondan.

XIII. Exigir por sí o por conducto de los órganos compe-
tentes el pago de las cuotas compensatorias y aplicar el
procedimiento administrativo de ejecución para hacer efec-
tivas dichas cuotas, los impuestos al comercio exterior y
los derechos causados.

XIV. Determinar el destino de las mercancías que hayan
pasado a ser propiedad del fisco federal, así como las pre-
vistas en el artículo 157 de la Ley Aduanera y mantener la
custodia de las mismas en tanto procede a su entrega.

XV. Dictar, en caso fortuito o de fuerza mayor, naufragio o
cualquier otra causa que impida el cumplimiento de alguna
de las prevenciones de esta ley, las medidas administrativas
que se requieran para subsanar la situación.

XVI. Dictar las reglas correspondientes para el despacho
conjunto a que se refiere la fracción III del artículo 143 de
la Ley Aduanera.

XVII. Expedir, previa opinión de la Secretaría de Econo-
mía, reglas para la aplicación de las disposiciones en mate-
ria aduanera de los tratados o acuerdos internacionales de
que México sea parte.

XVIII. Las que le sean conferidas en tratados o acuerdos
internacionales de que México sea parte.

XIX. Dar a conocer la información contenida en los pedi-
mentos de importación que establezca la secretaría me-
diante reglas.

XX. Establecer, para efectos de la información que deben
manifestar los importadores o exportadores en el pedimen-
to que corresponda, unidades de medida diferentes de las
señaladas en la Ley del Impuesto General de Importación
y Exportación.

XXI. Suspender u ordenar la libre circulación de las mer-
cancías de procedencia extranjera dentro del recinto fiscal,
una vez activado el mecanismo de selección automatizado,
previa resolución que emita la autoridad administrativa o
judicial competente en materia de propiedad intelectual, y
ponerla de inmediato a su disposición en el lugar que la ci-
tada autoridad señale.

XXII. Las demás que sean necesarias para hacer efectivas
las facultades a que este precepto se refiere.

Capítulo Cuarto

Del Instituto Aduanero de Carrera

Artículo 18. El servicio civil de carrera del Servicio Adua-
nero Mexicano recaerá en el Instituto Aduanero de Carre-
ra, el cual tendrá la finalidad de dotar al Servicio Adua-
nero Mexicano de un cuerpo de funcionarios aduaneros
calificado, profesional y especializado, que estará sujeto
a un proceso permanente de capacitación y desarrollo in-
tegral, con base en un esquema de remuneraciones y pres-
taciones que coadyuven al cumplimiento óptimo de su
objeto.

Artículo 19. El personal del Servicio Aduanero Mexicano
queda agrupado en tres categorías, de las cuales las dos pri-
meras se integran con trabajadores de confianza y la última
con trabajadores de base:

I. Funcionarios Aduaneros de Carrera. Comprende al con-
junto de directivos, especialistas y técnicos sujetos al Ser-
vicio Aduanero de Carrera;

II. Funcionarios Aduaneros de Libre Designación. Com-
prende al conjunto de directivos, especialistas y técnicos
que ingresen en el Servicio Aduanero Mexicano sin formar
parte del Instituto Aduanero de Carrera y que en ningún ca-
so podrán exceder el porcentaje que establezca el Estatuto
del Instituto Aduanero de Carrera; y
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III. Empleados de Base. Comprende al conjunto de perso-
nas que desempeñen tareas de apoyo a las funciones direc-
tivas, de especialización y técnicas, así como de manteni-
miento y servicio. Estos empleados podrán tener acceso al
Instituto Aduanero de Carrera cuando cubran los requisitos
de formación profesional, capacitación técnica, perfil del
puesto y demás que se establezcan de conformidad con el
régimen específico a que se refiere esta ley.

Artículo 20. El Instituto Aduanero de Carrera quedará a
cargo del secretario ejecutivo del Servicio Aduanero Mexi-
cano, que será responsable de la organización y el funcio-
namiento del Instituto Aduanero de Carrera.

El régimen específico del Instituto Aduanero de Carrera
quedará establecido en el Estatuto del Instituto Aduanero
de Carrera que para tales efectos expida la Junta de Go-
bierno.

Artículo 21. Las relaciones laborales entre el Servicio
Aduanero Mexicano y sus trabajadores se regirán por lo
dispuesto en el Apartado B del artículo 123 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, por la Ley
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado y por los
demás ordenamientos jurídicos aplicables.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el 1º de enero de
2004.

Segundo. Las referencias que se hacen y atribuciones que
se otorgan en otras leyes, reglamentos y demás disposicio-
nes a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, al Ser-
vicio de Administración Tributaria o a cualquiera de sus
unidades administrativas se entenderán hechas al Servicio
Aduanero Mexicano cuando se trate de atribuciones vincu-
ladas con la materia objeto de la presente ley, su Regla-
mento Interior o cualquier otra disposición jurídica que
emane de ellos.

Tercero. Los asuntos que a la fecha de entrada en vigor de
la presente ley se encuentren en trámite ante alguna de las
unidades administrativas del Servicio de Administración
Tributaria que pasen a formar parte del Servicio Aduanero
Mexicano o de los recursos administrativos interpuestos
contra actos o resoluciones de tales unidades administrati-

vas se seguirán tramitando ante el Servicio Aduanero Me-
xicano y serán resueltos por el mismo.

Cuarto. Los juicios en que sea parte la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público por actos de las unidades admi-
nistrativas adscritas al Servicio de Administración Tributa-
ria que pasen a formar parte del Servicio Aduanero
Mexicano, que a la entrada en vigor de la presente ley se
encuentren en trámite ante los tribunales del fuero federal,
o cualquier otra instancia jurisdiccional, los continuará tra-
mitando el Servicio Aduanero Mexicano a través de sus
unidades administrativas competentes hasta su total con-
clusión, para lo cual ejercitarán las acciones, excepciones y
defensas que correspondan a las autoridades señaladas en
los juicios ante dichos tribunales.

Los amparos contra actos de las unidades administrativas
adscritas al Servicio de Administración Tributaria que pa-
sen a formar parte del Servicio Aduanero Mexicano, cuya
interposición les sea notificada con el carácter de autorida-
des responsables o de terceros perjudicados con anteriori-
dad a la entrada en vigor de esta ley, continuarán siendo lle-
vados en su tramitación hasta su total conclusión por el
Servicio de Administración Tributaria.

Quinto. El Ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, dispondrá lo conducente a
fin de que, a partir de la entrada en vigor de la presente ley,
se lleve a cabo la reasignación de los recursos humanos y
de que los bienes muebles e inmuebles, materiales y finan-
cieros, así como los archivos y expedientes con que actual-
mente cuentan las unidades administrativas adscritas al
Servicio de Administración Tributaria, como de la Subse-
cretaría de Ingresos de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, pasen a formar parte del Servicio Aduanero Me-
xicano, para el ejercicio de las atribuciones vinculadas con
la materia objeto de esta ley, su Reglamento Interior y
cualquier otra disposición jurídica que emane de ellos. Pa-
ra tales efectos, se deberán formalizar las actas de entrega-
recepción correspondientes, en términos de las disposicio-
nes jurídicas aplicables.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 25 dí-
as del mes de marzo del año 2003.— Diputados: Diego
Alonso Hinojosa Aguerrevere (rúbrica), Omar Fayad Me-
neses (rúbrica), Rosalinda López Hernández, Francisco
Agundis Arias (rúbrica), Francisco García Cabeza de Va -
ca (rúbrica).
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Anexo

Aspectos Históricos de la Aduana 
y Estudio Comparativo

El primer antecedente sobre el establecimiento de aduanas
como instrumento fiscalizador del intercambio comercial
de nuestro país, lo encontramos hacia el año de 1503, cuan-
do se formaliza el comercio entre España y sus colonias
americanas. En esta época se crearon en la Nueva España
las llamadas Casas de Contratación, como instituciones
con el propósito de controlar y fiscalizar el intenso comer-
cio y la navegación entre los dos continentes.

Desde esta fecha y a lo largo de los siglos subsecuentes,
fueron numerosos los ordenamientos jurídicos que rigieron
la actividad comercial y aduanera. Tanto en la época colo-
nial como en el México independiente, las regulaciones
fueron, transformadas para adecuarlas a las cambiantes ne-
cesidades, creadas por los adelantos tecnológicos en la pro-
ducción y transporte de las mercancías.

Históricamente en México la función aduanera ha sido
desempeñada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico. Los organismos públicos adscritos a ella, encarga-
dos de administrar las aduanas y realizar las funciones de
fiscalización de las mercancías han sufrido también di-
versas adecuaciones estructurales y funcionales. Siendo
hasta enero de 1993 cuando, mediante una reforma al Re-
glamento Interior de esta Dependencia, se establece la ju-
risdicción de las aduanas nacionales a la Administración
General de Aduanas, y en julio de 1997, dicha Adminis-
tración queda finalmente adscrita al Servicio de Adminis-
tración Tributaria.

Ante la apertura comercial emprendida por el gobierno
mexicano en las últimas décadas del siglo pasado, y tras la
serie de transformaciones económicas y políticas, pero so-
bre todo tecnológicas acontecidas en los últimos años,
nuestro intercambio de mercancías, productos y servicios
con el resto del mundo, se ha visto favorecido ampliamen-
te, incrementándose la actividad de las aduanas en todo el
territorio nacional.

México pasó rápidamente de una política comercial pro-
teccionista, ligada al subdesarrollo industrial, la escasez de
capitales para la inversión y la baja productividad, a un es-
quema de liberalización y desregulación de la economía,
promotor de la inversión privada. Esta política de apertura,
aunada a las transformaciones estructurales en el sector pú-

blico, provocó el incremento de la producción nacional y
de la interacción con las principales economías nacionales
y regionales del mundo, contribuyendo al desarrollo eco-
nómico y social de México.

Signo de ello fueron, la inclusión de México en el Acuer-
do General sobre Aranceles y Comercio en 1986 y en el
Consejo de Cooperación Aduanera en mayo de 1988, que
tenían por objeto armonizar y facilitar el comercio interna-
cional. Posteriormente, nuestra nación se integró también a
la Organización Mundial de Comercio y a la Organización
para la Cooperación y el Desarrollo Económico.

En este sentido, resulta de suma importancia señalar que
las instituciones con las que cuenta el Estado mexicano pa-
ra controlar al comercio exterior no han crecido en forma
suficiente para procesar la galopante y dinámica actividad
del comercio internacional que México está desarrollando
año tras año y que hoy en día nos posiciona como una de
las naciones que más actividad de comercio exterior tiene
en el mundo, de ahí que esta reflexión motive a este grupo
de legisladores a buscar nuevos modelos aduaneros com-
patibles a la nueva realidad económica del país.

La aduana mexicana y la apertura comercial en México

A pesar de la reciente disminución del ritmo del creci-
miento, los resultados económicos generales de México
durante los últimos cinco años han sido positivos. Entre
1997 y 2000, el Producto Interno Bruto creció a un prome-
dio anual del 5.2%; las inversiones privadas crecieron a un
tipo medio anual del 10.6%. Durante ese periodo, México
atrajo aproximadamente 44,000 millones de dólares en in-
versiones extranjeras directas. Este proceso ha traído apa-
rejado un fuerte incremento en el comercio de mercancías,
que aumentó a una tasa media anual del 17.1%, la más ele-
vada entre los 20 miembros de mayor tamaño de la Orga-
nización Mundial de Comercio, aunque con una ligera ven-
taja de las importaciones sobre las exportaciones.

Estados Unidos de América es el principal socio comercial
de nuestro país. En el año 2000 fue proveedor de aproxi -
madamente el 73% de las importaciones y el lugar de des-
tino de aproximadamente el 89% de las exportaciones me-
xicanas. El comercio binacional pasó de 81 mil millones de
dólares en 1993, a 242 mil millones en el año 2002.

En tanto que Canadá ocupó en el año 2000 el segundo lu-
gar entre los lugares de destino de los productos mexica-
nos, con el 2% aproximadamente de las exportaciones.
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Es claro que la interacción comercial a través de las adua-
nas del país, y sobre todo de las ubicadas en la frontera nor-
te, ocupa hoy en día un lugar preponderante en la economía
nacional y en la actualidad, como en épocas anteriores, la
importancia que reviste la actividad aduanera es reconoci-
da como de interés nacional.

La preeminencia de las actividades aduaneras en la econo-
mía nacional, nos obliga a tener un sistema aduanero efi-
ciente, rápido, ágil, que nos permita responder puntual-
mente al reto que impone una economía cada vez más
globalizada. En la actualidad, el grado de exposición y de-
pendencia de nuestros países respecto del mercado mun-
dial es muy alta; en el caso de México, la relación entre el
comercio de mercancías y el Producto Interno Bruto es de
61%, mientras que para Canadá es del 76% y para Estados
Unidos del 25%.

Las cifras que acreditan el incremento del comercio exte-
rior en México ha sido sin lugar a dudas un punto esencial
en el crecimiento de este sector. El hecho de conocer el
desenvolvimiento de la economía mexicana en los últimos
años nos permite tener claro el escenario en el que esta ini -
ciativa se presenta a esta Cámara de Diputados, sin embar-
go resulta igualmente importante conocer cuales son las
expectativas de crecimiento del comercio a nivel mundial,
a fin de que los diputados de esta honorable asamblea ten-
gan conocimiento de los enormes retos que deberán en-
frentar las administraciones aduaneras en el mundo, y de
los cuales nuestro país no puede ser ajeno.

Por esta razón la siguiente gráfica emite las proyecciones
que se tienen del comercio mundial para el 2010.

Los datos que se presentan ante esta Soberanía, muestran
los números que nos invitan a dimensionar la magnitud del
incremento de esta actividad humana, pues plantean que en
el año de 1950 sólo el 7% de los bienes que se producían
en el mundo eran destinados al comercio internacional, en
tanto que en el año de 1999, se incrementó a un 20%, sin
embargo las proyecciones para el año 2010 estiman un
45%, esto significa prácticamente que de cada 2 bienes que
se fabriquen en el mundo, uno estará destinado al comercio
internacional, quedando claro que el comercio exterior en
México será una de las principales actividades, si no es que
la más importante, de ahí que se requiera de una aduana
nueva y moderna capaz de dar respuesta a estas expectati-
vas.

La aduana mexicana, estaba concebida como una impor-
tante fuente recaudadora de las contribuciones al comercio
exterior, es decir, su función era fiscalizar el paso de las
mercancías, función a la que se le han ido sumando otras.

Así la aduana, como se ha mencionado con la suscripción
de los Tratados de Libre Comercio, han generado que po-
co a poco se dejen de cubrir los tributos aduaneros, y dar
paso a otras funciones de vital importancia para el país, co-
mo lo son los intereses de seguridad nacional, salud, co-
mercial, narcotráfico, etcétera.

En tal virtud, la aduana ya no es sólo un ente fiscalizador,
sino multicontrolador de intereses nacionales que deben
ser atendidos por un ente o aparato burocrático que res-
ponda a esas expectativas.

Los sistemas aduaneros del mundo comparten uno a uno
semejanzas, ya que la función pública aduanera en cada pa-
ís advierte retos similares, aunque en algunos y dada su
particular problemática reconozcan algunas diferencias, de
ahí que cada administración aduanera le dé un mayor énfa-
sis a la comprobación del origen de las mercancías, a la
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propiedad intelectual e industrial, al aspecto de la tributa-
ción, seguridad nacional, aspectos de salud humana, etcé-
tera.

Actualmente, el Servicio de Administración Tributaria, ór-
gano operativo del Ministerio Hacendario tiene entre sus
unidades administrativas a la Administración General de
Aduanas, la cual se encuentra encargada de fiscalizar las
operaciones de comercio exterior de nuestro país en coor-
dinación con otras dependencias del Ejecutivo federal.

En efecto, la Administración General de Aduanas en Mé-
xico es una unidad administrativa que cuenta con un pre-
supuesto anual para el 2003 de cien millones de pesos. Es-
ta partida presupuestal al parecer podría parecer suficiente
para una unidad administrativa del Servicio de Adminis-
tración Tributaria, pero en realidad no lo es.

Si bien es cierto, aduanas se encuentra dentro del Servicio
de Administración Tributaria a nivel de una Dirección Ge-
neral en la Administración Pública Federal, también es
cierto que en dicha cartera del gobierno se viene ejercien-
do una tarea de suma importancia y trascendencia para el
país, y que como lo hemos mencionado está relacionada
con aspectos de seguridad nacional tales como el contra-
bando, salud, piratería, terrorismo, narcotráfico, y por su-
puesto el comercio. Por lo que dadas las funciones que le
han sido encomendadas es imperativo corresponder a ellas
para que con el nivel jerárquico que corresponda, estructu-
ra administrativa, y un marco jurídico especial se le con-
fieran mayores facultades que le permitan realizar con ma-
yor éxito las tareas que le han sido asignadas. En este
sentido, los diputados que suscribimos la presente iniciati-
va estamos conscientes de que dotando de mayor presu-
puesto, de un nuevo marco jurídico y de una estructura ad-
ministrativa adecuada, la función pública aduanera se
realizará aún mejor que como hasta hoy se ha hecho.

Estudio internacional de derecho comparado y la adua-
na mexicana

Los legisladores proponentes se dieron a la tarea de reali -
zar una investigación conjunta de derecho comparado y ex-
plorar la conformación jurídica y administrativa de las
aduanas más representativas en el mundo, a efecto de co-
nocer si su especialización como órganos desconcentrados
de los ministerios hacendarios les ha permitido efectiva-
mente gozar de mayor autonomía técnica y de gestión.

En México, se observa un fenómeno muy particular, que
aunque visto en otros países, no constituyen un problema
de seguridad nacional. En efecto, el contrabando y la pira-
tería se erigen como lo dos grandes problemas que enfren-
ta nuestra economía, ya que más allá de ocasionar la sim-
ple omisión en el pago de las contribuciones al comercio
exterior, y por ende generar pérdidas al fisco federal, dañan
en proporciones alarmantes a la planta productiva nacional,
así como al comercio legalmente establecido, sin perjuicio
de que la señal que percibe la ciudadanía es de impunidad
al no poder reducir los niveles de contrabando, benefician-
do con ello a una creciente economía ilegal.

En este contexto, la Administración General de Aduanas
ha dado una lucha frontal a la importación ilegal de mer-
cancías, ha aumentado sin precedente alguno sus embargos
de mercancías, ha intensificado el ejercicio de sus faculta-
des de comprobación, ha renovado personal, sin embargo,
no es posible aún erradicar el mal de nuestro territorio na-
cional dado que el fenómeno al que se enfrenta es infinita-
mente mayor a su capacidad fiscalizadora.

A fin de dar mayores elementos de análisis en la presente
iniciativa, procedemos a analizar la actual estructura de la
aduana de México, la cual esta integrada por:

• Administrador general de Aduanas;

• Administradores centrales;

Administradores de Aduanas, y

• Personal de apoyo a las diversas unidades administrativas.

El sistema aduanero cuenta hoy en día con 48 aduanas, 177
puntos de revisión, y 6,500 servidores públicos, todo ello pa-
ra poco más de un millón de operaciones aduaneras al día.

Ahora bien, si consideramos que para una operación de co-
mercio exterior el personal actuante debe contar con conoci-
mientos especializados en legislación nacional, como extran-
jera, nos percatamos de que los actuales servidores públicos
advierten una falta de capacitación técnica, como de actuali-
zación permanente en sus conocimientos, lo cual impide que
gocemos de funcionarios preparados y con criterio.

En efecto, si consideramos que esta especialización debe
reconocer un profundo conocimiento en las normas de la
Constitución Política, los 11 tratados de libre comercio con
más de 30 naciones en el mundo, las reglas generales para
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la aplicación de los mismos tratados, la Ley Aduanera, el
Código Fiscal de la Federación, la Ley de los Impuestos
Generales de Importación y Exportación, del Impuesto al
Valor Agregado, del Impuesto Sobre la Renta, del Impues-
to Especial Sobre Producción y Servicios, del Impuesto
Sobre Automóviles Nuevos, de la Ley de Comercio Exte-
rior, los acuerdos administrativos que establecen las nor-
mas para la determinación del país de origen, las restric-
ciones y regulaciones no arancelarias, las normas oficiales
mexicanas, los programas por los que se establecen tasas
de promoción sectorial, de fomento al comercio exterior,
de maquila, así como de la miscelánea fiscal y la miscelá-
nea de comercio exterior, podemos concluir que es muy di-
fícil contar con funcionarios aduaneros capacitados técni-
camente en la realidad.

Como se puede apreciar todos estos ordenamientos consti-
tuyen el marco jurídico del comercio exterior y aduanal en
México, mismos que sufren un sinfín de modificaciones
constantes dado el dinamismo del comercio exterior.

Además de los conocimientos altamente técnicos, se re-
quiere personal de confianza que continuamente esté ac-
tualizado y que goce de sueldos atractivos que garanticen
la probidad y honradez necesarios para el desempeño de
esta sensible tarea de fiscalización, sin embargo, los suel-
dos de la actual aduana mexicana distan mucho de ser com-
parables a los observados en los sistemas aduaneros que
observan un índice bajo de corrupción.

Todo ello nos permite concluir que para poder afrontar las
problemáticas que actualmente aquejan a nuestro país, es
necesario concebir a una nueva aduana, para lo cual los di -
putados proponentes estiman que la creación de un nuevo
organismo gubernamental, desconcentrado de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, con personalidad jurídica y
patrimonio propios denominado Servicio Aduanero Mexi-
cano podrá tener mayor capacidad de acción, y por conse-
cuencia tendrá mayores argumentos de lucha al contraban-
do, piratería y al terrorismo, nueva preocupación que los
países han adoptado con motivo de los recientes sucesos en
diversos países.

Este nuevo organismo agrupará en una Junta de Gobierno
a las diversas autoridades que se relacionan con el comer-
cio exterior, tales como las Secretarías de Hacienda y Cré-
dito Público, de Economía, de Relaciones Exteriores, de
Comunicaciones y Transportes, y al Servicio de Adminis-
tración Tributaria, con el propósito de delinear políticas pú-
blicas congruentes en el comercio exterior.

La Junta de Gobierno del Servicio Aduanero Mexicano es-
tá conformada en esta forma debido a que buscará una ma-
yor interrelación y coordinación con las diversas entidades
del Gobierno de la República, especialmente con el siste-
ma de seguridad pública. Esta Junta de Gobierno estará en-
cabezada por el secretario de Hacienda, el cual podrá invi-
tar a otras dependencias como lo podrían ser las Secretarías
de Agricultura, de Medio Ambiente, de Salud, de Defensa
Nacional, de Seguridad Pública, la Procuraduría General
de la República, el Instituto Mexicano de la Propiedad In-
dustrial, el Instituto Nacional de Migración, entre otras.

Las autoridades que pasen a formar parte del Servicio
Aduanero Mexicano estarán bajo la estricta coordinación
del jefe del Servicio, así el poder de mando, sanción, revi-
sión, respecto del personal a su cargo, recaerá en este ser-
vidor público. El poder de decisión lo ostentará la Junta de
Gobierno del organismo.

La nueva aduana que se propone a esta honorable asamblea
recoge las recomendaciones de la Cámara Internacional de
Comercio, la Organización Mundial de Aduanas, la OC-
DE, el APEC, así como de la Organización Mundial de
Comercio.

Por lo anterior, ponemos a consideración de esta Cámara
de Diputados el siguiente estudio de derecho comparado de
las administraciones aduaneras más importantes del orbe:

• Argentina.

• Chile.

• Estados Unidos de América.

• Francia.

• Japón.

• Perú.

Los países anteriormente señalados, fueron considerados
toda vez que su estructura aduanera es de gran importancia
para los integrantes de la comunidad mundial, siendo ésta
en la mayoría de los casos, aquellas aduanas que cuentan
con una tecnología avanzada o simplemente por su buen
funcionamiento y desempeño, además se procuró atender a
economías desarrolladas y a economías que como la de
México son emergentes.
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En virtud de lo anterior expondremos por aduana de cada
país los siguientes seis puntos:

1. Nombre.

2. Marco jurídico de creación y actuación.

3. Tipo de órgano.

4. Estructura orgánica.

5. Organigrama dentro de su gobierno.

6. Organigrama de la aduana.

Desarrollándolos en el siguiente orden:

1. Argentina.

2. Chile.

3. Estados Unidos de América.

4. Francia.

5. Japón.

6. Perú.

República de Argentina

(1).- Nombre

Dirección General de Aduanas, es el Departamento Técni-
co Institucional que controla la aplicación de la legislación,
el control de la recaudación del Impuesto a la Importación
y Exportación, como también ejerce el poder de Policía
Aduanera en todo el país.

(2).- Marco jurídico de creación y actuación

Actualmente, la función aduanera es ejercida por la Direc-
ción General de Aduanas, cuya actividad está normada
principalmente por los siguientes dispositivos legales:

Decreto Nº 646 del 11 de julio de 1997.

Disposición Nº 62 del 29 de enero de 1999 y la Disposición
Nº 128 del 9 de marzo de 1998.

Disposición Nº 37 del 18 de enero de 1999 y sus modifica-
torias.

Sección II del Código Aduanero-Ley Nº 22.415.

(3).- Tipo de órgano

El Ministerio de Economía, tiene un órgano dependiente
llamado AFIP, Administración Federal de Ingresos Públi-
cos, éste a su vez tiene a su cargo a la Dirección General de
Aduanas. Este modelo de aduana, es aún un esquema pare-
cido al mexicano, sin embargo, en Argentina no se obser-
van los problemas que existen en México en materia de pi-
ratería y contrabando, de ahí que el ejercicio de la potestad
aduanera en forma centralizada no haya sido materia de
discusión en ese Estado.

(4).- Estructura orgánica

Dirección General de Aduanas.

Compuesta por los siguientes puntos:

1. Cumplir funciones de enlace y gestión ante consultas
técnicas realizadas por aduanas de otros países y por las
agregadurías comerciales de embajadas extranjeras desta-
cadas en la República Argentina.

2. Representar al organismo en reuniones de Cancillería
para coordinar visitas oficiales extranjeras, en lo concer-
niente a la operatoria a cumplir por la Aduana.

3. Coordinar las tareas administrativas y de comunicación
interna e internacional ante las respectivas secciones na-
cionales de cada estado parte del Mercosur.

4. Asegurar la observancia de las instrucciones impartidas
por la DGA y regionalmente por los Organismos del Mer-
cosur.

5. Organizar y coordinar eventos y/o reuniones especiales
no habituales por indicación del señor director general.

6. Organizar y coordinar visitas de profesores y estudiantes
avanzados de carreras relacionadas con el comercio exterior
que se dictan en universidades y/o institutos terciarios ten-
dientes a tomar contacto directo con la operatoria aduanera.

7. Contestar o enviar correspondencia por orden del señor
director general.
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República de Chile

(1).- Nombre

Al Servicio Nacional de Aduanas le corresponde vigilar y
fiscalizar el paso de mercancías por las costas, fronteras y
aeropuertos de la República, intervenir en el tráfico inter-
nacional para los efectos de la recaudación de los impues-
tos a la importación, exportación y otros que determinen
las leyes, y de generar las estadísticas de ese tráfico por las
fronteras, sin perjuicio de las demás funciones que le en-
comienden las leyes.

(2).- Marco jurídico de creación y actuación

Actualmente, la función aduanera es ejercida por el Servi-
cio Nacional de Aduanas, cuya actividad está normada
principalmente por los siguientes dispositivos legales:

Ordenanzas de Aduanas, Ley Orgánica del Servicio Nacio-
nal de Aduanas, Decreto Supremo Nº 680, de 1990, del Mi-
nisterio del Interior, publicado en el Diario Oficial del 21
de septiembre de 1990, que aprobó las Instrucciones Rela-
tivas al Establecimiento de las Oficinas de Informaciones
para el Público Usuario de la Administración del Estado.

También debe atenerse a las Instrucciones de la Circular Nº
11 del 29 de octubre de 1990, de los Ministerios del Inte-
rior, y de Hacienda, por sus modificaciones y a los decre-
tos, normas e instrucciones emanadas del Comité Intermi-
nisterial de Modernización de la Gestión Pública y por las
que imparta el director nacional de Aduanas.

(3).- Tipo de órgano

El Servicio Nacional de Aduanas es un servicio público, de
administración autónoma o desconcentrada, con personali-

dad jurídica, de duración indefinida y se relacionará con el
Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Hacienda. Este
Servicio será denominado para todos los efectos legales
como institución fiscalizadora y su domicilio será la ciudad
de Valparaíso. La aduana chilena es una clara muestra de lo
que una aduana facilitadora del comercio debe ser hoy, ya
que parte de una filosofía de una economía abierta en don-
de su política comercial, como sus instituciones han adop-
tado esa mentalidad, dado el dinamismo del comercio in-
ternacional y las economías globalizadas con las que Chile
está relacionándose y firmando tratados de libre comercio.
A diferencia de la aduana mexicana, la aduana chilena ha
hecho esfuerzos importantes en alinear la política comer-
cial con la política aduanera, de ahí que sea uno de los pun-
tos más destacados a considerar en esta iniciativa.

(4).- Estructura orgánica

El Servicio Nacional de Aduanas para el cumplimiento de
sus fines cuenta con la estructura orgánica siguiente: 9 Di-
recciones Regionales y las Administraciones de Aduanas
ubicadas en distintas ciudades del país. La Dirección Na-
cional está entregada a un Director Nacional, que es el Je-
fe Máximo de la institución. Le secundan 6 subdirectores
que son los siguientes:

Subdirector Técnico

Subdirector Jurídico

Subdirector de Fiscalización

Subdirector de Informática

Subdirector Administrativo

Subdirector de Recursos Humanos
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Estados Unidos de América

(1).- Nombre

El Buró de Aduanas y Protección de la Frontera de Estados
Unidos, es la agencia encargada de la inmigración y natu-

ralización, de la aplicación de medidas de protección de las
fronteras de la nación, la sanidad animal y vegetal, el cum-
plimiento de las disposiciones aduaneras, así como de los
actos de comercio internacional y demás regulaciones apli-
cables a la introducción y extracción de mercancías y me-
dios de transporte.
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(2).- Marco jurídico de creación y actuación

Actualmente, la función aduanera es ejercida por el Buró
de Aduanas y Protección de la Frontera de Estados Unidos,
cuya actividad está normada principalmente por los si-
guientes dispositivos legales: El marco jurídico que regula
las actividades aduanales y sus atribuciones legales provie-
nen del Poder Judicial bajo el Título 18 de la Ley de los Es-
tados Unidos, con Código 1589, así como de los recientes
decretos emitidos por Presidente George W. Bush y apro-
bados por el Congreso. El Buró de Aduanas y Protección
de la Frontera de los Estados Unidos asegura que toda im-
portación y exportación sea conforme a las leyes y regula-
ciones de EUA.

(3).- Tipo de órgano

El Buró de Aduanas y Protección de la Frontera de Estados
Unidos de América es, a partir del 1 de marzo del 2003, un
órgano desconcentrado sectorizado al Departamento de
Defensa de la Patria de reciente creación, y es aquel que se
encarga de supervisar la actividad aduanera, comercial, de
inmigración y naturalización, así como de la sanidad ani-
mal y vegetal en todos los aspectos. Este modelo de adua-
na a diferencia de la mexicana observa una independencia
técnica y un servicio civil de carrera especializado. Se des-
taca la amplia coordinación ahora con las agencias de Inte-
ligencia y de Seguridad Nacional, asimismo se aprecia que
la transferencia de facultades en materia de inmigración,
naturalización, sanidad animal y vegetal, protección de las
fronteras, atiende a la necesidad de concentrar en una sola
autoridad estas funciones debido a que este organismo es el
único y exclusivo vigilante y responsable de lo que entra y
sale de la nación, situación que en México es distinta dado
que algunas de estas funciones han sido encomendadas a
diversas secretarías como lo son la SRE, SHCP, SG, SSP y
Sagarpa.

(4).- Estructura orgánica

El Buró de Aduanas y Protección de la Frontera de Estados
Unidos para el cumplimiento de sus fines cuenta con la es-
tructura orgánica siguiente: los elementos estructurales do-
minantes del Buró de Aduanas y Protección de la Frontera
de Estados Unidos, es la oficina del Comisionado, quien es
el responsable de la gerencia y de la dirección total del Bu-
ró de Aduanas y Protección de la Frontera de Estados Uni-
dos, autoriza a la Comisión de Aduanas a promulgar reglas
y regulaciones y a prescribir las instrucciones internas, por
el departamento al que pertenezca.

Las oficinas del personal del Comisionado son aquellas
que sirven como un organismo consultivo que proporciona
la coordinación y el desarrollo de programas para realzar
los esfuerzos de la prohibición de la exportación o la im-
portación, según sea el caso.

Estas oficinas proporcionan la puesta en práctica y la eva-
luación de políticas de programas en las áreas de la resolu-
ción del conflicto; proceso de las quejas y conformidad,
análisis y programas especiales. La oficina de las hojas de
operación, dirigida por un director, proporciona a la direc-
ción de la aduana, estrategias a las hojas de operación de
tácticas, a la medida del funcionamiento, del análisis esta-
dístico como a los procesos de organización del gravamen;
actos como el enlace con los grupos externos de la inter-
vención; y los diseños del modelo de asignación de recur-
sos de las aduanas. La oficina propone las soluciones crea-
tivas e innovadoras para poner hojas de operación,
estadístico, encuesta, investigación y las metodologías de
la medida en ejecución del funcionamiento que se utiliza
para evaluar a las aduanas.
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República Francesa

(1).- Nombre

El Servicio Francés de Aduanas e Impuestos es un depar-
tamento público desconcentrado de la emisión de los per-
misos para la exportación e importación, seguridad y pro-
tección del medio ambiente, propiedad intelectual y
patrimonio nacional.

(2).- Marco jurídico de creación y actuación

Actualmente, la función aduanera es ejercida por el Servi-
cio de Aduanas e Impuestos, cuya actividad está normada
principalmente por los siguientes dispositivos legales:

Reglas

Agosto 17, 1998.
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La organización que lleva de la Jefatura de la Dirección
General de la Aduana.

Ley Nº 92-677 del 17 julio 1992, propone a la República
Francesa un Consejo Directivo de la Comunidad Europea,
(91/680/CEE)

Decreto Nº 48-689 modificado el 16 de abril de 1948 refe-
rente a la organización de las jefaturas del Ministerio de Fi-
nanzas, Economía e Industria.

Decreto Nº 92-1431 del decreto del 30 de diciembre de
1992 que asocia los métodos de la transferencia de capaci-
dades de la Dirección General de los Impuestos a la Direc-
ción General de la Aduana y de los Derechos Indirectos
que concierne a impuestos indirectos;

Decreto Nº 92-604, Carta modificada de julio de 1992.

Dirección General de la Aduana y de los Derechos Indi-
rectos de enero 20 de 1998.

(3).- Tipo de órgano

El Servicio Francés de Aduanas e Impuestos es un depar-
tamento público desconcentrado del Ministerio de Finan-
zas, Economía e Industria, con personería jurídica de dere-
cho público. Este modelo de aduana es justamente el
adoptado por varios países de la comunidad económica eu-
ropea. Destaca en este tipo de aduanas su alta eficiencia co-
mo también su independencia técnica, servicio civil de ca-
rrera y una consistente política comercial, industrial y
aduanera que debe ser seguida por la aduana mexicana.

(4).- Estructura orgánica

El Servicio Francés de Aduanas e Impuestos para el cum-
plimiento de sus fines cuenta con la estructura orgánica si-
guiente:

El comisionado es asistido por un delegado comisionado
(asesor del director general), así como también por seis
asistentes comisionados (subdirectores), cada uno se res-
ponsabiliza de una división administrativa:

- Personal y Finanzas (División A)

- Organización y Campo (División B)

- Información de Sistemas, Económica y Estadísticas (Di-
visión C)

- Litigación, Servicios Legales y Ejecuciones (División D)

- Unión de Aduanas Europeas y Cooperación Internacional
(División E)

- Impuestos (División F).

Cada División (Subdirección) es dividida en un número de
Marcas.

El comisionado es asistido por una oficina privada encabe-
zada por un jefe de personal (jefe de gabinete), por un au-
ditor interno de oficina (inspector de Servicios) y por un
Buró de Relaciones Públicas (Buró de Información de la
Comunicación).

Una unidad específica responsable de la coordinación de
asuntos europeos (Buró de Coordinación de Asuntos Euro-
peos) han sido señalados bajo la autoridad del delegado co-
misionado.

En tanto la oficinas centrales están también localizadas en
la Secretaría del Consorcio Euro-Aduanal. Esta estructura
ha sido creada por los 15 servicios de aduanas en la Co-
munidad Europea con vista a proveer asistencia técnica a
otras administraciones aduanales, en particular pero no ex-
clusivamente a aquellas de Europa Central y del Este. La
vasta mayoría del personal son empleados en el campo, en
las 40 colecciones (Direcciones Regionales) y en 6 unida-
des nacionales de soporte y operaciones (Direcciones Na-
cionales). Un número de representantes extranjeros son
también enterados de aduanas e impuestos.

Unidades Nacionales de Soporte y Operaciones.

El Servicio Nacional de Inteligencia e Investigación, loca-
lizada en París (con 12 oficinas en el campo), es responsa-
ble de la colección, análisis y diseminación de inteligencia
así como mayores investigaciones en asuntos surgiendo a
través de todo el territorio francés desde los negocios prin-
cipales del Departamento (Aduanas, Impuestos).

El Servicio Nacional de Reclutamiento y Entrenamiento
(Dirección Nacional de Reclutamiento y de la Formación
Profesional o DNRFP), la cual tiene la responsabilidad de
organizar la entrada de exámenes en las clases departa-
mentales de aduana (Clase de Inspectores Administrativos
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Aduanales, Clase Ejecutiva de Controladores Aduanales y
Clases de Agentes del Clérigo de Constatación de Adua-
nas) y la selección de exámenes para la promoción de los
puestos de supervisor a gerente (tales como inspector prin-
cipal de aduanas) así como el entrenamiento, ambos gene-
rales (después entra al Servicio Aduanal), y vocacional (in-
vestigadores, pilotos, personal de la Sección de Marina,
Oficinas de Ejecución Canina, especialistas en computa-
ción, contadores, químicos laboratoristas y científicos in-
vestigadores, etcétera). El servicio es apoyado por tres (3)
Academias Aduanales y por las Oficinas de Entrenamiento.

El Centro de Despacho Automatizado de Aduanas (Centro
de Informática Aduanal o CID), basado en Osny (cerca de
París), opera y mantiene el Sistema Comercial Automati-
zado de Aduanas Francés como “SOFI (Systéme D’Ordi-
nateurs de Fret International).

Buró de Permisos de Exportación e Importación (Servicio
de Títulos de Comercio Exterior o SE. TI. CE.) en París,
más emisiones de permisos de exportación e importación,
requeridos bajo la legislación francesa.
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Japón

(1).- Nombre

La Oficina de Aduanas y Tarifas se encarga de la adminis-
tración, recaudación, control del tráfico internacional de
mercancías, medios de transporte y personas, dentro de los
puertos y aeropuertos del Japón.

(2).- Marco jurídico de creación y actuación

La Ley Aduanera, la Ley del Arancel Aduanero y la Ley
Temporal de las Medidas de la Tarifa, son las tres leyes
principales que ejercen la fe de la Aduana Japonesa de la
política del arancel aduanero y de la administración adua-
nera.

La Ley Aduanera es una ley orgánica para la administra-
ción aduanera, que abarca 12 capítulos (181 artículos), la
ley prevé sobre todo las materias referentes al gravamen y
colección de derechos de aduanas de la importación y de la
exportación, la ley también prevé en las materias referen-
tes a los procedimientos portuarios de la entrada y salida de
mercancías

La Ley del Arancel Aduanero abarca 41 artículos, con el
horario del arancel aduanero y la lista de los derechos aran-
celarios simplificados anexados a la ley, las provisiones
principales se relacionan con la aplicación de las tarifas, de
los valores que se considerarán como base para el grava-
men, de la reducción, de la exención y del reembolso de la
tarifa de los derechos de aduanas, del antidumping y de
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otros sistemas de los derechos de aduanas, de la prohibi-
ción de importación y del consejo del arancel aduanero.

La tarifa temporal, Ley Temporal de las Medidas de la Ta-
rifa, prevé sobre todo anomalías a la Ley del Arancel
Aduanero. Abarca 28 artículos con los horarios 1 a 4 de la
tarifa anexados a éstos.

(3).- Tipo de órgano

La Administración Central es llamada la Oficina de Adua-
nas y Tarifas, que es una oficina interna del Ministerio de
Finanzas japonés, la misión primaria de la Aduana japone-
sa es imponer y recoger los derechos de aduanas, realizan-
do la examinación necesaria del puerto y aeropuerto. Esta
aduana observa una gran concentración de competencias a
diferencia de la mexicana, dado que es responsable de de-
linear también la política arancelaria, situación que en Mé-
xico se encuentra reservada a la Secretaría de Economía y
no a la de Hacienda, además cuenta con facultades impor-
tantes en revisión de pasajeros (migración) y medios de
transportes.

(4).- Estructura orgánica

La Oficina de Aduanas y Tarifas se encuentra dirigida por
un director general, que es asistido por dos diputados ge-
nerales, después se encuentran 8 directores cada uno con
diferentes responsabilidades, el gerente de la Oficina de
Manejo ADP, el gerente de la Oficina de Inspección de las
Oficinas Aduanales, y el gerente de la Oficina de Investi-
gación de Administración Aduanal, estos directores y ge-
rentes tienen la tarea de llevar todo aquello relacionado a la
administración aduanera y a la política de tarifas.

La Oficina de Aduanas tiene un cuerpo de 170 personas la-
borando en ella.

Las responsabilidades de la Oficina de Aduanas y Tarifas
son las siguientes:

1. Materias relacionadas con la vigilancia y control de las
exportaciones e importaciones, barcos, aviones y pasajeros
de acuerdo a la Ley de Aduanas de Japón y otras leyes y re-
gulaciones relacionadas.

2. Materias relacionadas con las áreas Hozei.

3. Autorización de agentes aduanales, en control de sus ac-
tividades y la examinación de los especialistas en oficina
aduanal.

4. El manejo de la NACCS (Sistema Automatizado Nipón
de la Separación del Cargo).

5. La recopilación de estadísticas aduanales, así como ma-
terias relacionadas a la instrucción y entrenamiento del per-
sonal de aduanas.

Administración regional.

Para los servicios aduanales regionales, el territorio japo-
nés está dividido en 9 regiones o áreas: Tokio, Yokohama,
Kobe, Osaka, Nagoya, Moji, Nagasaki, Hakodate y Okina-
wa, el número de oficinas aduanales en el año fiscal de
1999 fue de 859.

Estas áreas, a su vez, están divididas por:

1. Oficinas generales.

2. Ramas y subramas y guardias postales.

3. Guardias postales aduanales.
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(6).- Organigrama de la Aduana Japonesa

Coordinación General del Trabajo Administrativo de la
Aduana.

Oficina de Estadística, Control de la Administración.

Oficina en Asuntos de Empleo, Personal y Sueldos.

Oficina de Salud y Bienestar Familiar.

Administración de la Aduana y las Relaciones Públicas.

Administración de Naves y Aviones.

Administración de Inspección y Recolección de los Im-
puestos.

Administración de Investigación a las Violaciones de la
Ley Aduanera.

Administración de Examinación, Inspección y Permisos
para la Importación/Exportación.
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Administración de la Recolección de los Impuestos de
IMP.

Administración de Análisis del Asignamiento para Impor-
tación o Exportación.

Inspección y Recolección de Impuestos en Correo Maríti -
mo.

Supervisión de los Agentes Registrados en la Aduana.

Oficina de Permiso, Aprobación y Aplicación de las Areas
de Hozei.

Oficina de Compilación de la Estadística de Comercio Ex-
terior.

Oficina de Investigación de Precios y la Examinación de la
Postentrada.

Administración Aduanera de Regiones Distantes y Admi-
nistración Aduanera de las Oficinas Regionales.

República del Perú

(1).- Nombre

La Superintendencia Nacional de Aduanas, creada en
1988, es el organismo público encargado de la administra-
ción, recaudación, control y fiscalización del tráfico inter-
nacional de mercancías, medios de transporte y personas,
dentro del territorio aduanero.

Existen oficinas aduaneras en todos los puertos y aero-
puertos por donde ingresan (importación) o salen (exporta-
ción) mercancías desde diferentes países o hacia otros mer-
cados, así como puestos de control en puntos clave de las
carreteras del interior de la República.

La Superintendencia Nacional de Aduanas a la que tam-
bién se le denomina Aduanas, es creada por Ley Nº 24829,
y que cuenta con autonomía administrativa, económica,
presupuestal, financiera y técnica en el ejercicio de sus atri-
buciones conforme a su Ley Orgánica.

(2).- Marco jurídico de creación y actuación

Actualmente la función aduanera es ejercida por la Supe-
rintendencia Nacional de Aduanas, cuya actividad está nor-

mada principalmente por los siguientes dispositivos lega-
les:

1. Ley Nº 24829.

Ley de Creación de la Superintendencia Nacional de Adua-
nas, promulgada el 7 de junio de 1988 y publicada al día si-
guiente en el Diario Oficial “El Peruano”.

2. Decreto Ley Nº 26020.

Ley Orgánica de la Superintendencia Nacional de Adua-
nas, promulgada el 24 de diciembre de 1992, publicada en
el Diario Oficial “El Peruano” el día 26 de dicho mes.

3. Resolución de Superintendencia Nacional de Aduanas
Nº 0021.

Sustituye el texto del Estatuto de la Superintendencia Na-
cional de Aduanas del 28 de abril de 1993, publicada el 10
de abril de 1997.

4. Decreto Legislativo Nº 809.

Ley General de Aduanas, promulgada el 18 de abril de
1996, y publicada al día siguiente en el Diario Oficial “El
Peruano”.

5. Decreto Supremo Nº 121-96-EF.

Reglamento de la Ley General de Aduanas, publicado el 24
de diciembre de 1996 en el Diario Oficial “El Peruano”.

(3).- Tipo de órgano

La Superintendencia Nacional de Aduanas es una institu-
ción pública y descentralizada del Ministerio de Economía
y Finanzas, con personería jurídica de derecho público.

Si bien esta aduana se encuentra inserta en una economía
de menor dimensión que la mexicana es una clara muestra
de lo que un país con mucho menos intercambio comercial
ha sabido renovar su sistema aduanero con alto desempeño
y eficiencia a partir de su desconcentración del Ministerio
al cual está ahora sectorizado.
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(4).- Estructura orgánica

La Superintendencia Nacional de Aduanas para el cumpli-
miento de sus fines cuenta con la estructura orgánica si-
guiente:

a. Alta Dirección

b. Organos Consultivos, de Asesoría, de Apoyo de Control,
de Línea, de Defensa Judicial y Desconcentrados de con-
formidad a lo que establece el Estatuto.

El superintendente nacional de Aduanas es el funcionario
de mayor nivel jerárquico. Corresponde su designación al
Presidente de la República a propuesta del Ministro de
Economía y Finanzas.

El superintendente nacional de Aduanas representa a adua-
nas en los actos, contratos y convenios que ésta realice y/o
celebre en el país o en el extranjero relacionados con el
cumplimiento de sus funciones y goza de las prerrogativas
y preeminencias correspondientes, pudiendo delegar facul-
tades en el superintendente ejecutivo u otros funcionarios
de Aduanas.
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Una vez analizadas las estructuras de algunas aduanas en el
mundo, el estudio internacional de derecho comparado se
enriqueció con una serie de entrevistas sostenidas con los
diversos funcionarios y agregados comerciales de las em-
bajadas de los países analizados, elementos que en su con-
junto nos permiten concluir que las aduanas que tienen una
estructura administrativa en órganos desconcentrado han
aumentado su especialidad y por ende su eficiencia en el
ejercicio de su función, lo cual impacta en la competitivi-
dad de las empresas.

Asimismo, se observa que en algunas aduanas la política
arancelaria recae también en la institución aduanera, como
también la función migratoria, con buenos resultados, los
cuales son tomados en consideración como datos intere-
santes, pero que no se han adoptado en la presente iniciati-
va para la transformación de la aduana mexicana, dado que
no es el propósito de este proyecto copiar la conformación
de modelos extranjeros, sino el identificar las ventajas que
ha generado el hecho de constituirse como órganos des-
concentrados de un ministerio o departamento de Estado, y
cómo ha incrementado ese hecho su autonomía técnica y
de gestión en la función aduanera.

Los proponentes respetan desde luego a las instituciones
mexicanas consolidadas por su trabajo a lo largo de su his-
toria. Así, se observa que la Secretaría de Economía a tra-
vés de la Comisión de Comercio Exterior (Cocex) mantie-
ne un estrecho contacto con los sectores productivos,
cámaras y asociaciones, como con las diversas dependen-
cias del Gobierno Federal en la delineación de la política
arancelaria dada su vocación en las últimas décadas a par-
ticipar en las negociaciones de los tratados de libre comer-
cio suscritos por México. En cuanto a la concentración del
aspecto migratorio en las aduanas analizadas, es de co-
mentar que la Secretaría de Gobernación tiene a su cargo la
materia migratoria la cual ha sido realizado de manera más
que aceptable.

Finalmente, el aspecto de la seguridad nacional última-
mente enfatizada por la administración del Presidente de
los EUA, también es tomada en cuenta, sin embargo no
constituye un elemento que determine la configuración de
la nueva aduana mexicana, ya que a pesar de que aquí no
se propone su sectorización a la Secretaría de Seguridad
Pública, si se establecen normas que permitan a la aduana
coordinarse con el sistema de seguridad pública en las fun-
ciones que así lo justifiquen.

Es por ello que la propuesta de esta iniciativa sea precisa-
mente el crear un organismo que reúna las características
más interesantes y útiles de algunas de las mejores aduanas
del panorama internacional, sin olvidar desde luego los ras-
gos y funciones de la aduana mexicana que han resultado
exitosas a cargo de la destacada actual administración.

Desconcentración de algunos órganos de la SHCP

A mayor abundamiento, resulta pertinente poner como an-
tecedentes la exposición de motivos que dio el Ejecutivo
federal para la Ley del Servicio de Administración Tribu-
taria en el año de 1995, y en el que en el punto 5, denomi-
nado “Medidas para modernizar la administración tributa-
ria”, establecía la argumentación para justificar la creación
de un organismo desconcentrado de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, y que para mayor precisión se ci-
ta a la letra:

“5. Medidas para modernizar la administración tributaria.

Una de las actividades fundamentales dentro del conjunto
de atribuciones en que se descompone la función adminis-
trativa del Estado, es la relativa a la determinación y re-
caudación de las contribuciones y aprovechamientos para
cubrir el gasto público.

Actualmente y de conformidad con lo establecido por el ar-
tículo 31 de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, corresponde a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público el despacho, entre otros, de los siguientes asuntos:
proyectar y calcular los ingresos de la Federación conside-
rando las necesidades del gasto público, la utilización ra-
zonable del crédito público y la sanidad financiera de la
Administración Pública Federal, así como cobrar los im-
puestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y
aprovechamientos federales y vigilar y asegurar el cumpli-
miento de las disposiciones fiscales y aduaneras.

La labor de determinación y cobro de las contribuciones ha
sido encomendada a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, la cual a partir del 31 de enero de 1959 ha venido
desempeñando estas funciones a través de la Subsecretaría
de Ingresos.

El Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000, dentro de su es-
trategia para la reforma de gobierno y modernización de la
administración pública, propone lograr una administración
accesible y eficiente, orientada al servicio y cercana a las
necesidades e intereses de la ciudadanía, que responda con
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flexibilidad y oportunidad a los cambios estructurales que
vive el país y que fomente la dignidad y profesionalización
de la función pública.

Asimismo, se establece como prioritaria la necesidad de
avanzar en la conformación de un servicio profesional de
carrera que garantice el aprovechamiento del mérito, la ex-
periencia y los conocimientos de los servidores públicos,
promoviendo esquemas de remuneración, promoción e in-
centivos basados en dichos elementos.

Es así que se propone la expedición de una nueva ley a tra-
vés de la cual se llevará cabo la asignación de las atribu-
ciones de determinación y recaudación de las diversas con-
tribuciones del ámbito federal, que ha venido ejerciendo la
Subsecretaría Ingresos de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, a un órgano desconcentrado con carácter de
autoridad fiscal, que se denominará Servicio de Adminis-
tración Tributaria.

El objetivo de esta propuesta es configurar una organiza-
ción especializada, conformada por personal profesional
calificado, cuya actividad redunde en la optimización de
los procesos recaudatorios y en el mejoramiento del servi-
cio y atención a los contribuyentes. Para ello, deberá con-
tar con autonomía en los aspectos técnicos sustantivos, en
la gestión interna de sus asuntos y en materia presupuestal,
de tal forma que pueda responder con agilidad, capacidad
y oportunidad a la dinámica que las circunstancias actuales
del país exigen.

Es de destacarse que en el mundo contemporáneo existe
una marcada tendencia encaminada a modernizar la admi-
nistración tributaria, mediante la constitución de nuevas
instituciones, o bien a través del fortalecimiento y transfor-
mación de las existentes. En efecto, si se revisa el desarro-
llo en los últimos años de los sistemas de administración
tributaria de diversos países, se advierte una corriente de-
cidida en este sentido, de tal forma que esta actividad pú-
blica, esencial para sustentar el desarrollo de los programas
de gobierno, se lleve a cabo de manera eficaz, eficiente y,
ante todo, justa y equitativa.

La necesidad de un cambio en la administración tributaria
de nuestro país ha sido manifestada con toda claridad y en
forma reiterada por amplios sectores de la sociedad. En es-
te sentido, la propuesta para atender esta demanda de la
ciudadanía ha sido la de realizar las acciones necesarias
tendientes a que la autoridad encargada de la recaudación,
del cobro de contribuciones y de la aplicación de las nor-

mas jurídicas que regulan la entrada y salida de mercancí-
as del territorio nacional, se constituya en un órgano des-
concentrado, moderno y con autonomía técnica y funcio-
narios formados en el servicio civil. Se trata de que la
administración fiscal disponga de gente cada vez mejor ca-
pacitada, de mayor calidad en los servicios que presta al
público y que asegure una imparcial y transparente aplica-
ción de la legislación fiscal y aduanera.

Para ello, la iniciativa que se somete a la consideración de
ese honorable Congreso de la Unión asigna al Servicio de
Administración Tributaria todas las funciones relacionadas
con la administración fiscal y aduanera, que hasta ahora ha
venido desempeñando directamente la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, a través de la Subsecretaría de
Ingresos. Sin embargo, la atribución en materia de formu-
lación de la política fiscal del Gobierno Federal, así como
la determinación de los precios y tarifas del sector público,
se mantendrá directamente a cargo de dicha Secretaría, por
tratarse de una herramienta fundamental de la política eco-
nómica”.

Ahora bien, en el año de 1998 el Ejecutivo federal envió al
Honorable Congreso de la Unión la iniciativa de Ley del
Servicio para la Administración de Bienes Asegurados,
Decomisados y Abandonados, ordenamiento en el cual es-
tableció argumentos tendientes a la especialización en la
materia, así como la necesidad de avanzar en la transpa-
rencia de la función de aseguramiento de bienes a través de
la creación de un organismo desconcentrado de la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público; para mayor precisión se
cita a la letra el texto de la exposición de motivos de la re-
ferida iniciativa de ley, la cual fue aprobada por el Congre-
so de la Unión:

“ El aseguramiento de bienes constituye una facultad fun-
damental del Ministerio Público de la Federación y de los
órganos jurisdiccionales federales, para la investigación de
los delitos, la integración de las averiguaciones previas y el
debido desarrollo de los procesos penales.

La facultad del Ministerio Público y de las autoridades ju-
diciales para asegurar bienes, tiene por objeto evitar que las
cosas en las que existan huellas o indicios de la comisión
de los delitos se alteren, destruyan o desaparezcan; realizar
las diligencias conducentes de la averiguación previa y del
proceso garantizar la aplicación de las penas de decomiso
a los responsables de los delitos, así como la reparación del
daño a las víctimas u ofendidos.
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Conforme al régimen jurídico vigente, la Procuraduría Ge-
neral de la República administra los bienes asegurados du-
rante la averiguación previa y la autoridad judicial los ase-
gurados durante el proceso, sujetándose, esta última, a
las disposiciones que emita el Consejo de la Judicatura
Federal.

Por otra parte, los bienes asegurados son de naturaleza muy
diversa, entre los que se encuentran: dinero en efectivo, di-
visas, aeronaves, vehículos terrestres y marítimos, armas,
inmuebles, especies de flora y fauna protegidas, obras de
arte, alhajas, etcétera, lo que da lugar a problemas muy se-
rios por cuanto hace a su guarda y administración.

En muchas ocasiones, las autoridades que practican asegu-
ramientos no cuentan con los elementos necesarios para re-
alizar una adecuada administración. Otras veces se designa
como depositarias de los bienes asegurados a personas que
no resultan idóneas para hacerse cargo de ellos.

Como consecuencia de esta falta de control, frecuentemen-
te los bienes asegurados se deterioran y en ocasiones se
pierden o destruyen, lo que se traduce en el incumplimien-
to de las finalidades del acto de aseguramiento.

La regulación de la administración, utilización y destino de
los bienes asegurados que se propone, de ser aprobada por
esa soberanía, modificaría sustancialmente el régimen vi-
gente, partiendo de la base de que una vez asegurados los
bienes por el Ministerio Público o por la autoridad judicial,
dichos bienes se entregarán sin demora y mediante inven-
tario, a un órgano especializado, para que de manera pro-
fesional los administre, hasta en tanto se resuelva sobre la
devolución, el abandono o el decomiso de los mismos.

De tal forma, independientemente de que el aseguramiento
se realice durante la averiguación previa o el proceso pe-
nal, los bienes asegurados serán administrados por un ór-
gano desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público, denominado Servicio de Administración de
Bienes Asegurados.”

Impacto en la recaudación tributaria en la nueva aduana

Como se puede apreciar de la lectura de la exposición de
motivos para justificar una mayor eficiencia en la recauda-
ción tributaria, el Presidente Ernesto Zedillo Ponce de Le-
ón propuso la creación de organismos desconcentrados de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

En efecto, el Ejecutivo federal presentó argumentos coin-
cidentes con la presente iniciativa para avanzar en materia
de eficiencia de la fiscalización y la recaudación, como lo
es la profesionalización del servicio civil de carrera de los
servidores públicos que garantice el aprovechamiento del
mérito, la experiencia y los conocimientos de los funciona-
rios, promoviendo esquemas de remuneración, promoción
e incentivos basados en dichos elementos.

Todos estos procesos de replanteamiento estructurales de
las administraciones tributarias y de sus funciones, se vie-
nen observando no sólo en México, sino en el mundo ente-
ro dado el innegable proceso de apertura económica y co-
mercial entre los países que lógicamente replantean todo el
instrumental regulatorio y disciplinario del comercio inter-
nacional.

Así, la desregulación administrativa, la descentralización
de funciones, los controles a posteriori de las obligaciones
aduaneras, la profesionalización de los operadores del co-
mercio internacional y la actualización y especialización
de los funcionarios públicos configuran un escenario cuali-
tativamente distinto a lo visto hasta hace algunos años.

Los diputados proponentes creemos que la nueva aduana
debe cambiar de estructura y adaptar sus funciones a una
realidad dinámica, globalizada e interdependiente, ya que
se insiste la función recaudadora, de suma importancia hoy
en día, pasará a lo largo de la instrumentación de los trata-
dos de libre comercio a ser una función más de la aduana
mexicana, debiéndose de concentrar entonces en nuevas
funciones vitales para la economía del país.

Resulta sano cuestionar si este cambio podría impactar en
la recaudación tributaria que reporta la Secretaría de Ha-
cienda. La respuesta a esta interrogante es sencilla, ya que
hemos contestado a esa pregunta a lo largo de la presente
exposición de motivos en la que hemos señalado con insis-
tencia que la obligación de pago, el control y recaudo de
los impuestos en la aduana del México contemporáneo pa-
sará a ocupar un segundo lugar dada la desgravación aran-
celaria que propone la red de tratados de libre comercio
que ha suscrito nuestro país con prácticamente el todas las
economías que conforman el grueso de nuestro intercam-
bio comercial, quedando así el origen de las mercancías, la
propiedad industrial, piratería y en general las restricciones
y regulaciones no arancelarias como los principales refe-
rentes aduaneros en el intercambio de mercancías.
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Independientemente de lo argüido, abundaremos señalando
que el proceso de integración económica con nuestros so-
cios comerciales avanzará en los términos y condiciones
pactados al grado de alcanzar el escenario de la tasa del 0%
en el impuesto al comercio exterior y, por ende, la función
fiscalizadora se reducirá a su mínima expresión a produc-
tos no negociados, de esta manera lo que continúe gravado
por nuestras leyes fiscales será eficientemente cobrado. Así
las cosas, esta nueva entidad además de cobrar más y me-
jor respecto del universo que se plantea, permitirá contar
con nuevos funcionarios aduaneros capacitados y especia-
lizados que realicen clasificaciones arancelarias acertadas
con el objeto de detectar mayores casos de omisión en el
pago de las contribuciones que en su caso procedan, cuotas
compensatorias, o detectar el uso de preferencias o desgra-
vaciones arancelarias indebidas.

Al existir un órgano especializado que detecte mayores ca-
sos de fraude aduanero por triangulaciones, documentación
falsa, inexactas clasificaciones, se dará una señal muy cla-
ra a la comunidad de comercio exterior y aduanal en el sen-
tido de que se cuentan con mejores y mayores mecanismos
de fiscalización, dándose como consecuencia el cumpli-
miento espontáneo del contribuyente, más transparencia y
mejor planeación de las operaciones por parte de importa-
dores, agentes y apoderados aduanales, así como de un in-
cremento en la eficiencia de la revisión y la glosa de las
operaciones, lo que coadyuva en la formalización de la
economía ilegal al detectar que los espacios para defraudar
se cierran cada vez más.

Los legisladores que presentan esta iniciativa ponen a con-
sideración de esta soberanía la conformación de una nueva
aduana en la que sus funciones cambien cualitativamente y
se estructure en torno a premisas internacionales, objetivas
y racionales. Con base en lo anterior la nueva aduana debe
regular y controlar los nuevos referentes aduaneros, como
factor esencial del nuevo comercio internacional y de la
hoy llamada economía globalizada.

En conclusión, el reto de las aduanas de hoy en día, es
construir un ambiente que promueva la inversión y el co-
mercio, más que la recaudación en impuestos al comercio
exterior, pero que al mismo tiempo combata de manera
efectiva el fraude aduanero, el contrabando y la piratería.
Estos retos sólo podrán ser alcanzados si este Poder Legis-
lativo federal aprueba esta iniciativa a fin de que dé paso a
una nueva entidad aduanera que advierta una verdadera
transformación de una actividad preponderantemente re-

caudadora a una estratégica para la economía y el Estado
en su conjunto.»

Presidencia del diputado 
Jaime Vázquez Castillo

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Diputado Fayad, ¿está usted dejando la iniciativa en la Se-
cretaría?

El diputado Omar Fayad Meneses:

Señor Presidente, le haré llegar a la Secretaría la iniciativa
debidamente firmada, pidiéndole se turne a la Comisión de
Hacienda. 

Muchas gracias. 

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Le ruego entregarla a la Secretaría porque no podríamos
proceder al turno si no ocurre. Gracias.

Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público;
insértese el texto íntegro de la iniciativa en el Diario de
los Debates; publíquese en la Gaceta Parlamentaria; y
como se ha expresado, túrnese a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público.

ARTICULO 27 CONSTITUCIONAL

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Tiene el uso de la palabra hasta por 10 minutos, para pre-
sentar una iniciativa de reformas a la fracción VII del ar-
tículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, el diputado Francisco Javier Flores Chávez,
del grupo parlamentario del Partido Acción Nacional.

El diputado Francisco Javier Flores Chávez: 

Con permiso de la Presidencia y solicitándole atentamente,
en virtud de que solamente expondré una parte de esta ini-
ciativa, solicito atentamente sea inscrita íntegramente en el
Diario de los Debates y publicada en la Gaceta Parlamen-
taria.
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“Compañeras y compañeros diputados: el suscrito, diputa-
do federal Francisco Javier Flores Chávez, como miembro
de la LVIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión
y a nombre del grupo parlamentario del Partido Acción Na-
cional, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como de la fracción II del artículo 55 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, someto al pleno de esta
Cámara de Diputados la presente iniciativa con proyecto de
decreto que reforma la fracción VII del artículo 27 consti-
tucional, con el fin de suprimir la aprobación de la asam-
blea al momento de otorgar el dominio pleno sobre tierras
parcelas, conforme a la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

Con las reformas de 1992, que es el texto vigente el párra-
fo cuarto de la fracción VII del artículo 27 constitucional
establece: que la ley fijará los requisitos y procedimientos
conforme a los cuales la Asamblea ejidal, otorgará al eji -
datario el dominio pleno sobre su parcela.

Con frecuencia el ejido ha sido perjudicado por la corrup-
ción y la ineficiencia en la medida en que los caciques lo-
cales y los agentes de Gobierno aprovechan la estructura
jurídica en su propio provecho a expensas del ejido. 

Ahora, las llamadas “tierras parcelas” que se le asignan a
cada ejidatario en lo individual y que éste puede usar,
aprovechar y disfrutar de manera exclusiva, aunque estas
tierras en principio no son propiedad del ejidatario, que
aunque es titular de ellas, sólo las puede usar y aprovechar,
el ejidatario puede transmitir sus derechos parcelarios a
otros ejidatarios o avecindados, pero debemos tener pre-
sente que no está transmitiendo un derecho de propiedad
sobre las tierras parceladas, sino tan sólo el derecho a usar
y disfrutar de la tierra.

En este sentido la Asamblea del ejido, con una mayoría es-
pecial, una vez que se hayan cubierto varios trámites y
bajo ciertas formalidades, puede resolver con criterios muy
subjetivos que los ejidatarios puedan a su vez adquirir el
dominio pleno de sus parcelas, es decir, que se conviertan
en propietarios de ellas. Ejemplo de ellos es que algunos
comisariados ejidales solicitan al ejidatario que desea ad-
quirir el dominio pleno de sus parcelas, un porcentaje del
valor comercial estimado de la misma. En el caso de Jalis-
co este porcentaje se encuentra entre 5% y 10% del valor
comercial estimado.

Esta situación resulta sumamente lesiva para el ejidatario,
¿por qué ha de pagar costo adicional al administrativo so-
bre su propia parcela y que ni siquiera en muchos casos in-
gresa en la tesorería del ejido? Esta iniciativa permitirá su-
primir estas prácticas indeseables y costosas para el eji-
datario y que hoy benefician a unos cuantos a costa de la
mayoría de sus propios compañeros ejidatarios.

La adopción del dominio pleno sobre las parcelas ejidales
no implica cambio alguno en la naturaleza jurídica de las
demás tierras ejidales ni significa que se altere el régimen
legal estatutario o de organización del ejido. 

Los diputados de las comisiones agropecuarias de esta
LVIII Legislatura, hemos luchado juntos porque México
tenga un campo productivo, competitivo, sin pobreza ge-
neralizada, de oportunidades y con calidad de vida, de for-
ma que satisfaga las necesidades nacionales y compita en
el mercado internacional. 

Asimismo, con esta iniciativa, Acción Nacional hace pa-
tente su compromiso por lograr que la inseguridad de la te-
nencia de la tierra deje de ser un lastre que impida a los
productores nacionales acceder a mejores oportunidades
que les permitan aprovechar al máximo las potencialidades
de este sector de la economía. La certidumbre jurídica en la
tenencia de la tierra es una variable muy importante, pues
con ella se pueden lograr mayores flujos de inversión en el
campo, realizar transacciones crediticias con la banca pri-
vada, celebrar contratos de aparcería o asociación en parti-
cipación y lograr mayor seguridad, tanto para el inver-
sionista como para el ejidatario.

Es importante avanzar por el camino iniciado con las re-
formas al 27 constitucional en 1992, es fundamental que
voluntariamente el ejidatario pueda convertir su posesión
en una verdadera propiedad, reconociendo al ejidatario
como un sujeto capaz de tomar sus propias decisiones
respecto a su parcela.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito so-
meter a la consideración de esta soberanía por conducto de
la Cámara de Diputados, el siguiente 

DECRETO 

Que reforma la fracción VII del artículo 27 constitucional,
con el fin de suprimir la aprobación de la Asamblea al mo-
mento de otorgar el dominio pleno sobre tierras-parcelas.
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Artículo único. Se reforma el párrafo IV de la fracción VII
del artículo 27 constitucional, para quedar redactado en lo
sucesivo de la siguiente manera:

“La ley con respecto a la voluntad de los ejidatarios y co-
muneros para adoptar las condiciones que más les conven-
gan en el aprovechamiento de sus recursos productivos, re-
gulará el ejercicio de los derechos de los comuneros sobre
la tierra y de cada ejidatario sobre su parcela. Asimismo,
establecerá los procedimientos por los cuales ejidatarios y
comuneros podrán asociarse entre sí, con el Estado o con
terceros y otorgar el uso de sus tierras. Y tratándose de eji-
datarios, transmitir sus derechos parcelarios entre los
miembros del núcleo de población.

Igualmente, fijará los requisitos y procedimientos confor-
me a los cuales se garantice al ejidatario adoptar de mane-
ra libre y voluntaria el dominio pleno sobre su parcela. En
caso de enajenación de parcelas, se respetará el derecho de
preferencia que prevea la ley”.

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Hasta en tanto se reforme la Ley Agraria, se de-
rogan todas las disposiciones legales que se opongan al
contenido del presente decreto.

Es cuanto, señor Presidente.

«Iniciativa con proyecto de decreto que reforma la fraccion
VII del artículo 27 constitucional, con fin de suprimir la
aprobacion de la asamblea al momento de otorgar el domi-
nio pleno sobre tierras parcelas.

El suscrito, diputado federal Francisco Javier Flores Chá-
vez, como miembro de la LVIII Legislatura del H. Congre-
so de la Unión, y a nombre del grupo parlamentario del
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 71 y 72, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como de la fracción II del
artículo 55, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
meto al Pleno de esta H. Cámara de Diputados, la presente
iniciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción
VII del artículo 27 constitucional, a fin de suprimir la apro-

bación de la asamblea al momento de otorgar el dominio
pleno sobre tierras parcelas, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El ejido como se conoce, fue establecido mediante cédula
real emitida por Felipe II, el primero de diciembre de 1737,
y que se hacía consistir en una extensión de tierras conce-
didas a los pueblos mexicanos para su uso comunal y en
forma gratuita, debiendo tener ésta agua y tierras de agos-
tadero para agostar o pastar el ganado.

En ese tenor, es preciso saber en primer lugar qué es un
“ejido”. Técnicamente, ni la Constitución mexicana, ni la
Ley Agraria proporcionan una definición para el ejido, por
lo que debemos desentrañar su significado, partiendo de su
concepto histórico y de los derechos y obligaciones que
emanan de las leyes que lo regulan. Así, tenemos que el eji-
do es tanto una forma de designar a un predio que tiene de-
terminadas características, como una entidad colectiva que
es titular de dicho predio. El ejido es también una forma
colectiva de explotación de la tierra.

En México se ha considerado que el ejido comprende las
tierras, bosques y aguas que se concedían a los núcleos de
población, a través de expropiaciones hechas por el Go-
bierno Federal de las que se encontraren inmediatas a los
núcleos solicitantes, considerándolos como propiedad so-
cial.

Por propiedad social comprendemos a la propiedad ejidal y
la propiedad comunal. El término ejido viene del latín exit,
salida; campo común de todos los vecinos de un pueblo,
lindante con el que no se labra, y por lo general ahí se reú-
nen los ganados.

La característica de los ejidos es que éstos se otorgaban en
propiedad a los núcleos beneficiados, siendo inalienables,
imprescriptibles, inembargables e intrasmisibles, es decir,
no se podían enajenar, ceder, arrendar, hipotecar o gravar
en todo o en parte, ya que su destino era el sostenimiento
de los miembros del núcleo, y que trabajaran personalmen-
te la tierra.

En las Leyes de Indias se empleó el término ejido de la si-
guiente manera: los sitios en que se han de formar los pue-
blos y reducciones tengan comodidad de agua, tierras y
montes y un “exido” de una legua de largo donde los indios
puedan tener sus ganados sin que se revuelvan con los
otros de españoles.
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Más adelante, con la ley de 6 de enero de 1915 se declara-
ron nulas las enajenaciones de tierras hechas en perjuicio
de los pueblos, rancherías, congregaciones o comunidades,
y se les devolvió la capacidad legal para poseer bienes in-
muebles. Además, se consideró necesario reintegrar a los
pueblos indígenas las tierras, bosques y aguas que el go-
bierno colonial les había concedido y que con la ley de
1856 les fueron quitadas.

El artículo 27 de la Constitución de 1917 devolvió expre-
samente la capacidad legal a los condueñazgos, rancherías,
pueblos, congregaciones, tribus y demás corporaciones de
población para disfrutar en común de sus tierras, bosques y
aguas que les pertenecieran o que se les hayan restituido o
restituyeren.

Con las reformas al artículo 27 constitucional, en diciem-
bre de 1933 se incorporó al texto constitucional el término
ejido, con la misma connotación que se le dio en la ley de
1915. Así, en su fracción X se estableció que los núcleos
de población que carecieran de ejidos o no pudieran lograr
su restitución, tendrían derecho a que se les dotara con tie-
rras, bosques y aguas para su constitución.

De esta manera, este concepto de ejido ya no correspondía
al concepto que se tenía en cuanto a que era el campo o tie-
rra que está a la salida del lugar, que no se planta ni se la-
bra, y es común para todos los vecinos, sino que este nue-
vo ejido no estaba a la salida del lugar, sus tierras se
plantaban y labraban para el mantenimiento de los ejidata-
rios y, finalmente, el ejido no era común a todos los veci-
nos ya que sólo tenían derecho a participar de él los bene-
ficiados reconocidos, y que aplicaran su esfuerzo personal
a las tareas agrícolas.

Con las reformas de 1992, que es el texto vigente, el párra-
fo cuarto de la fracción VII del artículo 27 constitucional
establece que la ley fijará los requisitos y procedimientos
conforme a los cuales la asamblea ejidal otorgará al ejida-
tario el dominio pleno sobre su parcela.

Es obligación de nosotros como representantes sociales,
actualizar los contenidos de las leyes y la Constitución Po-
lítica a las nuevas realidades de nuestro país. Por ello, es
necesario recordar en esta tribuna, las discusiones vertidas
por los legisladores en 1992 para tener una idea más clara
del sentido de las reformas, esgrimiéndose argumentos co-
mo los siguientes:

“...Libertad de los campesinos para determinar su futuro y
productividad para dar contenido a la justicia social, son
los dos grandes criterios que inspiran las modalidades de
asociación de productores que impulsa la reforma al artí-
culo 27 de la Constitución. En la autonomía, son los cam-
pesinos quienes ahora avanzarán en su propia reforma,
construyendo su propio futuro sin paternalismos y sin más
limitación que los derechos de los demás.

“Por ello, además de reafirmar la seguridad en la tenencia
de la tierra, el nuevo orden jurídico abre vías a la iniciativa
de los productores en el campo. Asimismo, promueve el
cambio y la modernización reconociendo nuevas formas de
asociación que estimulen la creatividad de los diferentes
actores sociales. Con el fin del reparto agrario, la pequeña
propiedad ya no necesitará certificar su inafectabilidad...”

Es decir, los legisladores de aquella época ya vislumbraban
la necesidad de abrir las oportunidades para el ejido y sus
integrantes. Ya no era posible entonces, hablar del ejido co-
mo célula que protegía a los campesinos contra los abusos
de los grandes terratenientes y latifundistas.

Sin embargo, creemos que se interpretó en forma incom-
pleta el alcance de dichos argumentos, toda vez que no po-
demos hablar de una auténtica seguridad en la tenencia de
la tierra, si todavía existen resquicios del pasado como el
corporativismo y el caciquismo, mismos que todavía se en-
cuentran imbuidos en gran parte de nuestro campo mexica-
no, lo que no ha permitido que se logren cabalmente los ob-
jetivos, pretendidos con la citada reforma de 1992.

Con frecuencia el ejido ha sido perjudicado por la corrup-
ción y la ineficiencia, en la medida en que los caciques lo-
cales y los agentes del gobierno aprovechan la estructura
jurídica en su propio provecho a expensas del ejido.

Ahora, las llamadas tierras parceladas, que se le asignan a
cada ejidatario en lo individual y que éste puede usar, apro-
vechar y disfrutar de manera exclusiva. Estas tierras, en
principio, no son propiedad del ejidatario, que aunque es ti-
tular de ellas, sólo las puede usar y aprovechar. El ejidata-
rio puede transmitir sus derechos parcelarios a otros ejida-
tarios o avecindados, pero debemos tener presente que no
está transmitiendo un derecho de propiedad sobre las tie-
rras parceladas, sino tan sólo el derecho a usar y disfrutar
de la tierra.

En este sentido, la asamblea del ejido, con una mayoría es-
pecial, una vez que se hayan cubierto varios trámites y bajo
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ciertas formalidades, puede resolver, con criterios muy
subjetivos, que los ejidatarios puedan a su vez adquirir el
“dominio pleno” de sus parcelas, es decir, que se convier-
tan en propietarios de ellas.

Ejemplo de ello es que algunos comisariados ejidales soli-
citan al ejidatario que desea adquirir el dominio pleno de
sus parcelas, un porcentaje del valor comercial estimado de
la misma (en el caso de Jalisco este porcentaje se encuen-
tra entre 5 y 10% del valor comercial estimado).

Esta situación resulta sumamente lesiva para el ejidatario,
pues ¿por qué ha de pagar costo adicional al administrati -
vo sobre su propia parcela?, y que ni siquiera ingresa en la
tesorería del ejido.

Esta iniciativa permitirá suprimir estas prácticas indesea-
bles y costosas para el ejidatario, y que hoy benefician a
unos cuantos a costa de la mayoría de sus propios compa-
ñeros ejidatarios.

En el lenguaje jurídico es diferente la propiedad de la po-
sesión. Así, propiedad significa dominio que se ejerce so-
bre la cosa poseída.

Según Rojina Villegas, la propiedad es “...el poder jurídico
que una persona ejerce en forma directa e inmediata sobre
una cosa para aprovecharla totalmente en sentido jurídico,
siendo oponible este poder a un sujeto pasivo universal,
por virtud de una relación que se origina entre el titular y
dicho sujeto...” Definición que no es aplicable a los ejida-
tarios de nuestro país.

Por lo tanto, los ejidatarios requieren que el dominio pleno
sobre sus parcelas sea decisión de ellos mismos, y no de la
asamblea ejidal como actualmente lo establece nuestra
Constitución Política. Entendemos que la asamblea general
es el órgano supremo del núcleo de población ejidal o co-
munal y eso no se pretende modificar.

La adopción del dominio pleno sobre las parcelas ejidales
no implica cambio alguno en la naturaleza jurídica de las
demás tierras ejidales, ni significa que se altere el régimen
legal, estatutario o de organización del ejido.

Los diputados de las comisiones agropecuarias de esta
LVIII Legislatura hemos luchado juntos, porque México
tenga un campo productivo, competitivo, sin pobreza ge-
neralizada, de oportunidades y con calidad de vida de for-

ma que satisfaga las necesidades nacionales y compita en
el mercado internacional.

Asimismo, con esta iniciativa Acción Nacional hace paten-
te su compromiso por lograr que la inseguridad de la te-
nencia de la tierra deje de ser un lastre que impida a los
productores nacionales acceder a mejores oportunidades
que les permitan aprovechar al máximo las potencialidades
de este sector de la economía.

La certidumbre jurídica en la tenencia de la tierra es una
variable muy importante, pues con ella se puede lograr ma-
yores flujos de inversión en el campo, realizar transaccio-
nes crediticias con la banca privada, celebrar contratos de
aparcería o asociación en participación y lograr mayor se-
guridad tanto para el inversionista, como para el ejidatario.

Es importante avanzar por el camino iniciado con las re-
formas al 27 constitucional en 1992, es fundamental que
voluntariamente el ejidatario pueda convertir su posesión
en una verdadera propiedad, reconociendo al ejidatario co-
mo un sujeto capaz de tomar sus propias decisiones res-
pecto a su parcela.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me permito so-
meter a la consideración de esta soberanía, por conducto de
la honorable Cámara de Diputados, el siguiente

Decreto que reforma la fracción VII del artículo 27
constitucional, con fin de suprimir la aprobación de la
asamblea al momento de otorgar el dominio pleno so-
bre tierras parcelas.

Artículo Unico. Se reforma el párrafo cuarto de la fracción
VII del artículo 27 constitucional, para quedar redactado en
lo sucesivo de la siguiente manera:

Artículo 27.- ...

I. ...

II. ...

III. ...

IV. ...

V. ...

VI. ...
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VII. ...

...

La ley, con respeto a la voluntad de los ejidatarios y comu-
neros para adoptar las condiciones que más les convengan
en el aprovechamiento de sus recursos productivos, regula-
rá el ejercicio de los derechos de los comuneros sobre la
tierra y de cada ejidatario sobre su parcela. Asimismo esta-
blecerá los procedimientos por los cuales ejidatarios y co-
muneros podrán asociarse entre sí, con el Estado o con ter-
ceros y otorgar el uso de sus tierras; y, tratándose de
ejidatarios, transmitir sus derechos parcelarios entre los
miembros del núcleo de población; igualmente fijará los
requisitos y procedimientos conforme a los cuales se ga-
rantice al ejidatario adoptar de manera libre y voluntaria el
dominio pleno sobre su parcela. En caso de enajenación de
parcelas se respetará el derecho de preferencia que prevea
la ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Hasta en tanto se reforme la Ley Agraria, se de-
rogan todas las disposiciones legales que se opongan al
contenido del presente decreto.

México, DF, a 25 de marzo de 2003.— Dip. Francisco Ja-
vier Flores Chávez (rúbrica).»

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Gracias, señor diputado Francisco Javier Flores Chávez.

Como lo ha solicitado el diputado proponente, insértese
el texto íntegro de la iniciativa en el Diario de los Deba-
tes, publíquese en la Gaceta Parlamentaria y túrnese a la
Comisión de Puntos Constitucionales.

Tiene el uso de la palabra para presentar una iniciativa que
reforma diversas disposiciones de la Ley General de Pro-
tección Civil, el señor diputado Alfredo Hernández Raigo-
sa, del grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, hasta por 10 minutos...

No estando presente en el salón de sesiones, pasa para una
siguiente sesión.

LEY DE PROFESIONES

El Presidente diputado Jaime Vázquez Castillo:

Tiene el uso de la palabra hasta por 10 minutos, el señor di-
putado Eduardo Abraham Leines Barrera, del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, para
presentar una iniciativa que reforma diversos artículos de
la Ley de Profesiones, reglamentaria del artículo 5o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, re-
lativa al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal,
en asuntos del orden común y en toda la República en
asuntos del orden federal.

El diputado Eduardo Abraham Leines Barrera: 

Con el permiso del la Presidencia; honorable Asamblea:

Los que suscribimos, diputados federales Eduardo Andra-
de Sánchez y su servidor Eduardo Abraham Leines Barre-
ra, y a nombre de nuestros compañeros legisladores del
grupo parlamentario del Revolucionario Institucional, de
esta LVIII Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por
la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como por la fracción II
del artículo 55 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General, sometemos a la consideración de es-
ta Asamblea, iniciativa con proyecto de decreto para la ac-
tualización de la Ley de Profesiones, reglamentaria del ar-
tículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, relativo al ejercicio de las profesiones en el
Distrito Federal en asuntos de orden común y en toda la
República en asuntos de orden federal.

Compañeros legisladores: las necesidades de la pobla-
ción y del desarrollo del país, demandan acciones que
respondan a los requerimientos que plantea una transfor-
mación social orientada a lograr mejores condiciones de
vida individual, familiar y social, sustentadas en un am -
biente de equidad, libertad y respeto en la convivencia
humana necesarias para afirmar y fortalecer el logro de
una vida digna.

Históricamente el país ha tenido un incremento de la esco-
laridad en el impulso educativo y en la extensión de sus be-
neficios, así como un desarrollo de las profesiones.

Sin embargo, a la luz de un análisis de las condiciones del
país, no es posible soslayar la distancia evidente entre esos
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avances y la existencia de millones de personas con anal-
fabetismo, un bajo promedio de escolaridad de la pobla-
ción y un nivel educativo que no demuestra el logro de una
cultura de derechos humanos, de una cultura ecológica, ni
de una cultura de participación ciudadana informada, de-
mocrática y activa; libre de colonialismo y de actitudes de-
pendientes de la autoridad para que les resuelva sus pro-
blemas y determine su vida.

Con este enfoque se visualiza la participación de los com-
ponentes sociales de los cuales forman parte los profesio-
nistas, quienes como elementos que han tenido acceso a
una mayor escolaridad, constituyen un recurso y potencial
para el desarrollo de la nación, posibilidad que puede in-
crementarse si hay un mejoramiento permanente de su for-
mación desde la escuela y a través de la actualización con-
tinua durante su vida profesional, si cuenta sobre todo con
el reconocimiento y apoyo para determinar su normativi-
dad, orientada al desarrollo que trascienda en la calidad de
vida de la población y su participación es considerada y va-
lorada por el poder público y los particulares.

En esta perspectiva, se requiere de una Ley de Profesiones
creada por un lado, a partir de una comprensión integral de
la nación en sus condiciones, recursos y potencialidades,
así como en sus interacciones internas y con los demás
países. Y por el otro, con una percepción que valore la for-
mación y los servicios profesionales de una manera en la
cual más que controlar, vigilar y sancionar, predomine el
enfoque para apoyar, defender e impulsar su ejercicio y
desarrollo.

Con esta intencionalidad, se ha elaborado el articulado del
proyecto de esta ley, en cuyo marco de referencia se pun-
tualizan los siguientes aspectos:

Primero. La ley vigente posee la cualidad de contener en su
esencia una visión clara del deber de los profesionistas.

Segundo. Los cambios sociales y su dinámica demandan
acciones concomitantes capaces de dar respuesta a las ne-
cesidades de la población y al desarrollo de la nación.

Se requiere una innovación de la ley encaminada a dar sus-
tento a una nueva cultura profesional que responda progre-
sivamente con mejor calidad a las necesidades sociales. 

Los profesionistas y las profesionistas juegan un papel re-
levante en el progreso del país y se caracterizan por una

elevación perseverante de su calidad de la prestación de sus
servicios en la educación y en la investigación, encamina-
dos y comprometidos con el bienestar y mejoramiento de
las condiciones de vida de la población.

El logro de la independencia económica, científica y tec-
nológica, y en un desempeño como agente de cambio, ca-
paz de identificar problemas y realizar las acciones para re-
solverlos, responde a los retos que le plantea la planeación
y la prevención, de manera que superen las conductas pre-
mediales curativas o usadas persistentemente, para restar
condiciones o incrementar prohibiciones.

En este sentido, el ejercicio profesional en la educación y
en los servicios, requiere de la actualización continua de su
razón de ser, sustentable en una regulación jurídica, tam-
bién actualizada, que apoye la superación y favorezca la
autodefinición, la autogestión y la autorregulación de los
profesionistas.

Una de las expectativas en la superación de las profesiones
es, el logro de la vinculación entre los servicios, la educa-
ción, la investigación y el desarrollo tecnológico, articu-
lándolos con las necesidades de progreso y bienestar.

Las medidas con fines de superación de la educación y de
los profesionistas, requieren basarse en una identificación
de su razón de ser, de una perspectiva de lo que pueden ser
en un plazo determinado y definir el perfil profesional, en
consecuencia y congruencia con lo anterior.

Con este fundamento, elaborar las normas de calidad, las
cuales determinan la formación, la actualización, la eva-
luación, la acreditación, la certificación, y en general todos
los proyectos de programas de trabajo profesional.

La educación profesional, escolarizada y continua, deman-
dan la participación conjunta de los profesionistas del área
académica y del área de servicios, a fin de que el conoci-
miento y la experiencia obtenidos en cada campo de ac-
ción, enriquezcan recíprocamente con las aportaciones de
ambos. Los colegios, por sus características pueden inte-
grarlos y conjuntar estas labores organizadamente.

La diversidad de factores involucrados en la producción y
atención de los problemas sociales, hacen indispensable un
trabajo multidisciplinario, sustentado en bases, criterios y
requerimientos comunes, para los diferentes profesionistas
participantes. 
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Su formación, desempeño necesitan confluir en una solidez
de su educación, derivada del cumplimiento de requisitos
educativos, avalados con el título y cédulas profesionales,
del ejercicio de un código de ética de cada profesión.

Todos, todos los profesionistas que cubran los requisitos
educacionales, deben tener el derecho a obtener título y cé-
dula profesional, la discriminación de algunas profesiones,
redundaría negativamente en la calidad y la formación, en
la existencia y funcionamiento de los colegios de profesio-
nistas, y pondrían en evidencia el desconocimiento de la
necesidad del trabajo multidisciplinario y de la interacción
de los factores que intervienen en la producción de los pro-
blemas y de su atención.

Por lo expuesto anteriormente, se presenta a la considera-
ción de esta honorable Asamblea, el presente proyecto de
iniciativa de Ley de Profesiones, como sigue:

PROYECTO DE LEY

Ley de profesiones reglamentaria del artículo 5o. de la
Constitución, relativo al ejercicio de las profesiones del
Distrito Federal en asuntos de orden común y en toda la re-
pública en asuntos de orden federal.

Título Primero. Disposiciones generales.

Título Segundo. De los órganos competentes.

Título Tercero. De las instituciones autorizadas que deben
de expedir los títulos profesionales.

Título Cuarto. Del ejercicio profesional.

Título Quinto. De la organización.

Título Sexto. De la educación profesional permanente.

Título Séptimo. Del procedimiento administrativo de con-
ciliación.

Título Octavo. De las infracciones y sanciones.

Título Noveno. De los medios de impugnación.

Como transitorios tenemos:

Artículo primero. Esta ley entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo segundo. Se abrogan la Ley Reglamentaria del
artículo 5o. constitucional publicada el 26 de mayo de
1945 y su reglamento, con la salvedad que dispone el ar-
tículo siguiente:

Asimismo se abrogan las demás disposiciones que se
opongan o contravengan a la presente ley.

Artículo tercero. El Reglamento de esta ley deberá expe-
dirse dentro de los 60 días naturales siguientes a que la
misma entra en vigor, mientras tanto seguirá aplicándose el
Reglamento vigente en todo lo que contraiga las disposi-
ciones de la presente ley.

Artículo cuarto. Los recursos administrativos que se en-
cuentran en trámite, deberán resolverse dentro de los 60 días
naturales siguientes a la puesta en vigor de dicha ley.

Artículo quinto. Respecto a las profesiones que no hubie-
ren organizado colegios, la Federación General Nacional
de Colegios de Profesionistas, procederá a nombrar comi-
siones con los profesionistas respectivos que se encarguen
de impulsar y coadyuvar para la constitución de colegio co-
rrespondiente.

Artículo sexto. La Dirección General de Profesiones de la
Secretaria de Educación Pública, dentro de los 60 días na-
turales siguientes a la puesta en vigor de esta ley, deberá
proceder al establecimiento de los órganos de conciliación
e impugnación y asimismo crear los demás instrumentos
relacionados con las profesiones previstos en esta ley.

Artículo séptimo. Siendo de aplicación federal la presente
ley, los gobiernos de los estados deberán proceder a orga-
nizar el servicio social en sus respectivas entidades, de
conformidad con lo que dispone en la presente normativi-
dad y asimismo a promover e impulsar colegio profesional
en el ámbito de su competencia.

Señor Presidente, ruego a usted que se integre en el Diario
de los Debates y en la Gaceta Parlamentaria toda la ini-
ciativa, ya que es muy extensa y que así sea turnada a la
Comisión de Educación y de Puntos Constitucionales.

Es cuanto.
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«Honorable Asamblea:

Los que suscribimos diputados federales Eduardo Abra-
ham Leines Barrera y Eduardo Andrade Sánchez y a nom-
bre de nuestros compañeros legisladores del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional de esta
LVIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por la fracción II del artículo
71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como por la fracción II del artículo 55 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la considera-
ción de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto
para la actualización de la Ley de Profesiones, Reglamen-
taria del Artículo 5º de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, relativo al ejercicio de las profe-
siones en el Distrito Federal en asuntos de orden común y
en toda la República en asuntos de orden federal.

Exposición de Motivos

Las necesidades de la población y del desarrollo del país,
demandan acciones que respondan a los requerimientos
que plantea una transformación social, orientada a lograr
mejores condiciones de vida individual, familiar y social,
sustentadas en un ambiente de equidad, libertad y respeto
en la convivencia humana, necesarias para afirmar y forta-
lecer el logro de una vida digna.

El análisis de las condiciones del país y su interacción con
las demás naciones, pone en evidencia las injusticias, las
violaciones, las dificultades en el vivir y los desatinos en el
enfrentamiento a la solución de los problemas, con fre-
cuencia enfocada predominantemente a la atención de los
síntomas, en lugar de atender a las causas primarias, con-
dición que es agravada con la visualización de los proble-
mas como hechos aislados, sin identificar sus interrelacio-
nes, ni focalizarlos como elementos integrantes de
procesos, aunada a una orientación economicista, que hace
de las leyes del mercado, el eje de los fenómenos sociales
y les sustrae su condición humana.

Saltan a la vista problemas de distribución de la riqueza;
del incremento de la miseria y de la incapacidad para rom-
per la relación social que produce la pobreza; del deterioro
del medio ambiente; del hacinamiento en zonas urbanas; de
los pocos polos de desarrollo, de la violencia ejercida en
todas sus modalidades y en todos los ámbitos, ya sea en el
sistema familiar, laboral, educativo, o en el todo del siste-
ma socioeconómico; de las carencias de empleo; de la in-

iquidad con sectores sociales de mayor vulnerabilidad; de
la ignorancia en múltiples aspectos que afectan la vida co-
tidiana; de incompetencia para valorar y fructificar la ri-
queza de la heterogeneidad de la población; del ambiente y
del potencial del país; así como de las irregularidades en la
impartición de la justicia, y en general, de la falta de una
interrelación respetuosa, igualitaria y armónica.

Problemas semejantes se dan en otras naciones, o están
también presentes las hegemonías de los más poderosos so-
bre los más débiles, ambos repercuten desfavorablemente
en nuestro país, sobre todo por las características de la glo-
balización. Este fenómeno, que se da ineludiblemente, no
es dañino en sí mismo; se genera con el incremento en el
intercambio económico y los avances tecnológicos, especí-
fica y significativamente los logrados en el desarrollo de la
electrónica y de las comunicaciones, que han hecho posi-
ble la reducción en las distancias y los tiempos. Se explica
a partir de que todos pertenecemos a un mismo mundo, en
donde todo interacciona –fuerza, actores, profesionistas–,
el espacio se contrae y todo se influye. La globalización
implica que los sucesos que ocurren en cualquier parte del
mundo, son del conocimiento de los demás al mismo tiem-
po y repercuten en la vida de los otros, con diferentes ni-
veles y formas de impacto y de respuesta.

La globalización no sólo no debería afectar negativamente,
sino que hasta podría acercar y vincular a los seres huma-
nos en un esfuerzo conjunto y de colaboración. El proble-
ma está en la forma en que se lleva a cabo y sus resultados
en detrimento de las condiciones de vida, particularmente
la de los países con mayores dificultades para su desarro-
llo. La existencia de la globalización es una realidad, el re-
to es cómo evitar que todo se convierta en mercancía y có-
mo eliminar sus características de injusticia, explotación
y deshonestidad, para darle un contenido con calidad hu-
mana.

La consideración de estas y de las demás manifestaciones
de violencia y de los demás desafíos del desarrollo, aporta-
rá elementos que sirvan de base para emprender acciones
que den respuesta a los requerimientos de un país en el que
se aspira a producir cambios para mejorar, transformando
lo que ahora es adverso en un progreso que abarque y be-
neficie a todos los sectores sociales.

Históricamente, el país ha tenido un incremento de la es-
colaridad, en el impulso educativo y en la extensión de sus
beneficios, así como un desarrollo de las profesiones. Sin
embargo, a la luz de un análisis de las condiciones del país,
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no es posible soslayar la distancia evidente entre esos
avances y la existencia de millones de personas con anal-
fabetismo, un bajo promedio de escolaridad de la pobla-
ción y un nivel educativo que no demuestra el logro de una
cultura de derechos humanos, de una cultura ecológica, ni
de una cultura de participación ciudadana informada, de-
mocrática y activa, libre de colonialismo y de actitudes de-
pendientes de la autoridad para que les resuelva sus pro-
blemas y determine su vida.

En adición, no se alcanzan aún las condiciones que permi-
tan a los profesionistas crear su autodeterminación y la re-
gulación de la formación y ejercicio profesionales, para
que el deber y la razón de ser de las profesiones, repercuta
en la sociedad y en las decisiones gubernamentales, a fin
de prevenir y resolver los problemas económicos, adminis-
trativos, políticos y educativos. Tampoco se les ha dado el
espacio en el que puedan influir significativamente para te-
ner una vida en equidad, sin discriminaciones, equilibrada,
segura y productiva, que logre enfrentar eficazmente la mi-
seria, la violencia y la desesperanza.

Con este enfoque, se visualiza la participación de los com-
ponentes sociales, de los cuales forman parte los profesio-
nistas, quienes, como elementos que han tenido acceso a
una mayor escolaridad, constituyen un recurso y potencial
para el desarrollo de la nación. Posibilidad que puede in-
crementarse si hay un mejoramiento permanente de su for-
mación, desde la escuela y a través de una actualización
continua durante su vida profesional, si cuenta con el reco-
nocimiento y apoyo para determinar su normatividad,
orientada al desarrollo que trascienda en la calidad de vida
de la población y si su participación es considerada y valo-
rada por el poder público y por los particulares.

Su cumplimiento es esta misión; demanda características en
la formación y ejercicio profesionales, sustentados en una
base jurídica que los proteja de burocratismos, de priorida-
des administrativas y del riesgo a ser tratados como mercan-
cía y que les dé el apoyo necesario para favorecer el incre-
mento continuo de su calidad del desempeño profesional.

En esta perspectiva, se requiere una Ley de Profesiones
creada por un lado, a partir de una compresión integral de
la nación, en sus condiciones, recursos y potencialidades,
así como en sus interacciones internas y con los demás pa-
íses y, por el otro, con una percepción que valore la forma-
ción y los servicios profesionales de una manera en la cual,
más que controlar, vigilar y sancionar, predomine el enfo-

que para apoyar, defender e impulsar su ejercicio y des-
arrollo.

La comprensión de estos aspectos, aunada a la claridad en
la visualización del rumbo del país y del papel de los pro-
fesionistas en el logro de las expectativas, constituyen el
sustento para aportar el marco legal que fortalezca el ser y
el hacer de los profesionistas.

Con esta intencionalidad se ha elaborado el articulado del
anteproyecto de ley, en cuyo marco de referencia se pun-
tualizan los siguientes aspectos:

1) La ley vigente posee la cualidad de contener en su esen-
cia una visión clara del deber ser de los profesionistas. Una
nueva ley no debe perder esa perspectiva, a fin de fortale-
cer a las profesiones y a quienes las desempeñan.

2) Los cambios sociales y su dinámica, demandan acciones
concomitantes capaces de dar respuesta a las necesidades
de la población y a las del desarrollo de la nación, reali -
zándolas sin separar cada fenómeno en hechos aislados, si-
no tomando en cuenta la interacción de los factores que in-
tervienen en la vida individual y social.

3) Se requiere una innovación de la ley encaminada a dar
sustento a una nueva cultura profesional que responda pro-
gresivamente con mejor calidad a las necesidades sociales.
Este propósito conlleva una profesionalización permanen-
te, con sus implicaciones en los avances de una mejora
continua enfocada a la adquisición de capacidades, la vin-
culación entre la educación y los servicios profesionales, la
actualización de las instituciones de educación superior, el
impulso al trabajo multidisciplinario, a la participación
más democrática y participativa de los profesionistas en la
planeación, aplicación de las políticas y en la toma de de-
cisiones, así como en la valoración y aprovechamiento de
la colaboración de los profesionistas colegiados, de los co-
legios y del impulso a la colegiación.

4) Las profesiones y los profesionistas juegan un papel re-
levante en el progreso del país, si se caracterizan por una
elevación perseverante de su calidad en la prestación de
servicios, en la educación y en la investigación, encamina-
dos y comprometidos con el bienestar y mejoramiento de
las condiciones de vida de la población, el logro de la in-
dependencia económica, científica y tecnológica y en un
desempeño como agente de cambio, capaces de identificar
problemas y realizar las acciones para resolverlos; respon-
der a los retos que plantea la planeación y la prevención, de
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manera que se superen las conductas remediales-curativas,
o usadas persistentemente para restar condiciones o incre-
mentar prohibiciones. Con esta perspectiva, la participa-
ción profesional; precisa una revitalización continua en su
formación y condiciones, que le den el espacio para des-
empeñar el trabajo que contribuya a elevar la calidad de vi-
da, basado en valores como la libertad, la responsabilidad,
la dignidad, el respeto y la honestidad, con miras a una vi-
da armónica y de colaboración.

5) En este sentido, el ejercicio profesional, en la educación
y en los servicios, requiere de una actualización continua
de su razón de ser, sustentable en una regulación jurídica,
también actualizada, que apoye la superación y favorezca
la autodefinición, la autogestión y la autorregulación de los
profesionistas, con un pleno ejercicio de su autonomía, sus-
tentada en el uso de una libertad responsable para favore-
cer el despliegue de su potencial, orientado hacia el bene-
ficio que se refleje en la sociedad, como centro de su
quehacer.

6) Una de las expectativas en la superación de las profe-
siones, es el logro de la vinculación entre los servicios, la
educación, la investigación y el desarrollo tecnológico, ar-
ticulándolos con las necesidades, progreso y bienestar so-
cial. En esta perspectiva se apoyan el trabajo multidiscipli-
nario, las acciones para conjuntar la acreditación y la
certificación en su sólo consejo en cada profesión a fin de
favorecer esa vinculación, el fomento de esta responsabili-
dad en los colegios de profesionistas, que son las únicas or-
ganizaciones civiles que agrupan a profesionistas de todos
los campos de acción en cada disciplina e interactúan con
otras. Estas condiciones los posibilitan para planear, nor-
mar, evaluar y actualizar con mejores probabilidades para
la excelencia, en comparación con personas ajenas a su
profesión, o incorporadas a organismos oficiales o priva-
dos, cuyos objetivos no tienen como eje nodal y prioritario
el desarrollo profesional.

7) Las medidas con fines de superación de la educación y
de los profesionistas, requieren basarse en una definición
de su razón de ser, de una perspectiva de lo que pueden ser
en un plazo determinado y definir el perfil profesional, en
consecuencia y congruencia con lo anterior. Con ese fun-
damento, elaborar las normas de calidad, las cuales deter-
minarán la formación, la actualización, la evaluación, la
acreditación, la certificación y en general todos los proyec-
tos y programas del trabajo profesional. Este proceso pone
de manifiesto que sólo puede ser realizado por los profe-
sionistas de la disciplina correspondiente y que exige una

participación organizada y enriquecida con la colaboración
de los profesionistas colegiados de los diferentes campos
de trabajo en su profesión. La incomprensión de este re-
querimiento conlleva riesgo, pérdida de recursos, inefica-
cia y creación de problemas, como la certificación con exá-
menes de reactivos surgidos sin contexto, con la creencia
de que se está evaluando la capacidad profesional.

8) La educación profesional, escolarizada y continua, de-
manda la participación conjunta de los profesionistas del
área académica y del área de servicios, a fin de que el co-
nocimiento y la experiencia obtenidos en cada campo de
acción se enriquezcan recíprocamente con las aportaciones
de ambos. Los colegios, por sus características, pueden in-
tegrarlos y conjuntar esas labores organizadamente.

9) La diversidad de factores involucrados en la producción
y atención de los problemas sociales, hacen indispensable
un trabajo multidisciplinario sustentado en bases, criterios
y requerimientos comunes para los diferentes profesionis-
tas participantes. Su formación y desempeño necesitan
confluir en la solidez de su educación, derivada del cum-
plimiento de requisitos educativos, avalados con el título y
cédula profesionales, del ejercicio de un código de ética de
cada profesión, sustentado en los valores universales, así
como una certificación que respalde una actualización con-
tinua y una acreditación que garantice escuelas y progra-
mas educacionales de calidad.

10) Todos los profesionistas que cubran los requisitos edu-
cacionales deben tener el derecho a obtener título y cédula
profesionales. La discriminación de algunas profesiones,
redundaría negativamente en la calidad de la formación, en
la existencia y funcionamiento de los colegios de profesio-
nistas y podrían en evidencia el desconocimiento de la ne-
cesidad del trabajo multidisciplinario y de la interacción de
los factores que intervienen en la producción de los pro-
blemas y de su atención.

Por lo expuesto anteriormente, se presenta a la considera-
ción de esta honorable asamblea el presente proyecto de
iniciativa de Ley de Profesiones, que se expone a conti-
nuación:

Ley de Profesiones Reglamentaria del artículo 5º de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, re-
lativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal
en asuntos de orden común y en toda la República en asun-
tos de orden federal.
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Título Primero

Disposiciones Generales

Capítulo Unico

Artículo 1

Esta Ley Reglamentaria del Artículo 5º Constitucional, es
de orden público e interés social; regula el ejercicio profe-
sional en el Distrito Federal en asuntos de orden común y
en toda la República en asuntos de orden federal y tienen
por objeto salvaguardar los intereses de la nación mexica-
na y de los particulares a través de política y orientaciones
de gasto público e inversión que aseguren:

I. La organización de los profesionistas para garantizar la
ética más elevada y la mayor competencia y responsabili-
dad en su ejercicio profesional, científico y tecnológico.

II. El incremento de los conocimientos, habilidades y peri-
cia del conjunto de los profesionistas a fin de que puedan
transformar en desarrollo social y económico, la investiga-
ción, la innovación y el avance científico y tecnológico y
elevar con ello la calidad de vida de los mexicanos.

III. El Desarrollo de un ejercicio profesional que en la so-
ciedad y en los sistemas productivos, reduzca los conflic-
tos con el ambiente natural y garantice la preservación del
patrimonio cultural de la nación.

IV. La preservación del derecho a la educación y de las li-
bertades de cátedra investigación y ocupación profesional.

Artículo 2

Para efectos de la presente ley se entenderá por:

Academia de Ciencias: Agrupación de personas que tiene
por objeto desarrollar y promover la investigación y la di-
fusión del conocimiento científico.

Acreditación profesional: Proceso de evaluación no guber-
namental que realiza el Consejo de Acreditación y Certifi-
cación del colegio de profesionistas que corresponda, para
dar conocimiento a programas educacionales, escuelas o
facultades que lo soliciten voluntariamente. El documento
de acreditación que emite el colegio, es el resultado satis-
factorio de la evaluación basado en normas de calidad de la

educación superior, establecidas por el consejo de acredita-
ción y certificación y el colegio respectivo.

Actualización profesional: Adquisición permanente de co-
nocimientos, habilidades y conductas que adquieren los
profesionistas para incrementar la calidad de respuesta a
las necesidades de la población y estar al día en los avan-
ces científicos, tecnológicos y técnicos en las disciplinas y
especialidades y en su interrelación con los demás factores
que intervienen en la vida individual y social.

Aprobación de planes y programas de estudio: Reconoci-
miento de las autoridades de educación superior, a los pla-
nes y programas que requieren autorización oficial; se otor-
ga cuando satisfacen los requisitos determinados por el
organismo educativo y cumplen con las normas de calidad
educacionales que se hayan establecido, con la participa-
ción de los colegios de profesionistas que corresponda.

Cédula de especialidad: Documento con efectos de paten-
te, expedido por la Dirección General de Profesiones a fa-
vor del profesionista que ha obtenido un certificado de es-
pecialidad, por institución de educación superior con
reconocimiento oficial o avalado por ella. Este documento
identifica y habilita al profesionista para ejercer la especia-
lidad que dicha cédula ampara.

Cédula de grado académico: Documento con afectos de pa-
tente, expedido por la Dirección General de Profesiones,
que autoriza e identifica al titular que ha cursado un grado
académico superior a la licenciatura.

Cédula profesional: Documento con efecto de patente, ex-
pedido por la Dirección General de Profesiones, que auto-
riza e identifica a su titular para el ejercicio de la profesión
que dicha cédula ampara.

Certificación profesional: Proceso de evaluación no guber-
namental, que realiza el consejo de acreditación y certifi-
cación del colegio de la disciplina correspondiente, para
dar reconocimiento a la competencia y ética de los  profe-
sionistas que lo soliciten voluntariamente. La evaluación se
realiza con base en las normas de calidad del ejercicio de
la profesión respectiva, establecidas por el consejo de acre-
ditación y certificación y el colegio correspondiente, mis-
mo que con base en el dictamen satisfactorio del consejo
mencionado, emite el certificado. La certificación será gra-
tuita para los miembros del colegio respectivo.
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Colegio de Profesionistas: Asociación civil constituida por
profesionista de una misma disciplina del conocimiento
científico o tecnológico, que cuenta con personalidad jurí-
dica y normatividad estatutaria propia, amparada por la ley
y reconocida por el Estado. Su fin primordial es el logro de
una formación y ejercicio profesionales de calidad y el
cumplimiento de la normas éticas para atender las necesi-
dades sociales y el desarrollo de la nación, mediante au-
todeterminación, autogestión y autorregulación profesio-
nales.

Comisiones Técnicas: órganos de consulta de la Dirección
General de Profesiones, integrados por los representantes
de cada uno de los colegios y/o federaciones de la profe-
sión correspondiente, un representante de la UNAM, uno
de la UAM, uno del IPN y uno de la Dirección General de
Profesiones.

Consejo de Acreditación y Certificación: Organismo esta-
blecido en cada disciplina por el colegio correspondiente
para llevar a cabo los procesos de acreditación de escuelas,
facultades y programas educacionales de las profesiones y
de certificación de profesionistas, con el fin de elevar con-
tinuamente el nivel de la formación y del ejercicio profe-
sional, mediante la actualización y la evaluación basada en
normas de calidad profesionales.

Consejo Nacional de Acreditación y Certificación Profe-
sionales: Organismo de la federación general que corres-
ponda, integrado por miembros colegiados que satisfacen
el perfil señalado en esta ley y en el que también participan
los representantes de cada colegio y/o federaciones de las
diferentes disciplinas y los consejos de acreditación y cer-
tificación correspondientes. Su finalidad principal es lograr
el consenso en los lineamientos, normas y metodología de
aplicación y coordinar las actividades de los aspectos bási-
cos generales, relativos a los procesos de acreditación y
certificación que realizan los colegios respectivos.

Dirección General de Profesiones: Dependencia adminis-
trativa perteneciente a la estructura orgánica de la Secreta-
ría de Educación Pública (SEP), encargada de cumplir con
el registro de las profesiones autorizadas, de los títulos pro-
fesionales y de los grados académicos; de expedir cédulas
con efecto de patente para realizar actividades profesiona-
les, así como de coordinar y realizar el enlace con los co-
legios de profesionistas. Sus funciones se rigen por la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, en lo con-
cerniente a las materias mencionadas de la competencia de
la referida Secretaría y por su Reglamento Interior, así co-

mo por las disposiciones de la presente ley. En lo sucesivo
para efecto de esta ley, se denominará “la Dirección.”

Doctor: Profesionista con grado académico otorgado o ava-
lado por una institución de educación superior con recono-
cimiento oficial. Requiere de la licenciatura y la maestría o
los estudios correspondientes previos.

Ejercicio profesional: Realización de actividades y presen-
tación de servicios propios de una profesión, cuyo desem-
peño requiere título y cédula profesional expedido en tér-
minos de la ley.

Especialista: Profesionista que ha cursado estudios especí-
ficos en un área del conocimiento o de una profesión en
institución de educación superior o avalada por ésta.

Federación de Colegios: Asociación civil que agrupa y re-
presenta a los colegios de una misma profesión. Tiene los
mismos propósitos básicos de los colegios que la forman y
su finalidad es coordinarlos para fortalecer y acrecentar los
resultados de los esfuerzos de los colegios, en una cobertu-
ra y expansión mayores, a fin de optimizar el desarrollo de
las profesiones y su impacto social. Serán estatales cuando
agrupen a colegios de diversas profesiones en una entidad
federativa, o nacionales, cuando agrupen a colegios de una
misma profesión o ramas afines en toda la República.

Federación General: Organismo que agrupa y representa a
colegios y federaciones estatales o nacionales de todas las
disciplinas para favorecer el logro y consolidación de obje-
tivos comunes en el desarrollo de las profesiones, con el
cumplimiento pleno de la misión profesional y la atención
a la sociedad con un enfoque multidisciplinario. Es interlo-
cutor y cuerpo consultivo de la administración pública.

Licenciación: Proceso mediante el cual se obtiene un título
expedido por una institución de educación superior, reco-
nocida oficialmente, después de haber cumplido con los re-
quisitos de estudios de un programa educacional de licen-
ciatura y recibir de la Dirección la cédula para el ejercicio
de la profesión.

Licenciado: Persona que ha cursado los estudios de una ca-
rrera profesional, en una institución de educación superior,
reconocida oficialmente, y ha cubierto los requisitos para
obtener el título y la cédula profesional correspondientes.

Maestro: Profesionista con grado académico, que requiere
el antecedente escolar de licenciatura.
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Norma de calidad profesional: Directrices, características,
reglas, criterios o regulaciones establecidas por consenso,
con parámetros científicos, tecnológicos, éticos, sociales o
legales, aprobados conforme a lineamientos que se aplican
en la educación y en los servicios profesionales o en sus re-
sultados, con el fin de conseguir un grado óptimo en el
ejercicio profesional.

Perito: Profesionista que obtiene del colegio correspon-
diente, el reconocimiento de sus conocimientos, habilida-
des y actitudes, mediante la evaluación de su nivel de com-
petencia, capacidad superior de discernimiento,
experiencia práctica en la materia, pericia y probada ética
profesional. Con el cumplimiento de este perfil queda inte-
grado a lista de perito del colegido respectivo.

Profesión: Ocupación cuyo desempeño requiere un con-
junto de conocimientos, habilidades y conductas para rea-
lizar un servicio profesional. Las capacidades se obtienen a
partir de una formación académica adquirida en institucio-
nes de educación superior, con reconocimiento oficial, me-
diante el cumplimiento de los planes y programas de estu-
dio autorizados para la licenciatura correspondiente.

Profesionista: Persona que ha realizando los estudios de
una profesión en institución de educación superior recono-
cida oficialmente y que ha cubierto los requisitos para ob-
tener el título y la cédula profesional correspondiente.

Revalidación de estudios: Otorgamiento de validez oficial
por la Dirección, a los estudios realizados en instituciones
que no forman parte del sistema educativo nacional, con
propósito de ejercicio profesional, previa consulta con las
Comisiones Técnicas.

Servicio social: Actividad de carácter temporal y retribui-
da que debe realizar los profesionistas y estudiantes de to-
das las profesiones, en beneficio de la sociedad y del Esta-
do, en cumplimiento a lo establecido en el artículo 5 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El
reglamento de esta ley establecerá las excepciones a la
prestación obligatoria del servicio social.

Título profesional: Documento expedido por las institucio-
nes de educación superior con reconocimiento oficial, a fa-
vor de la persona que haya concluido los estudios y satis-
fecho los requisitos correspondientes.

Título Segundo

De los Organos Competentes

Capítulo Unico

De las Autoridades en Materia de Profesiones

Artículo 3

Son autoridades en materia de profesiones:

I. El titular de la Secretaría de Educación Pública.

II. El titular de la Dirección General de Profesiones.

Artículo 4

Son órganos auxiliares en la aplicación de esta ley de la vi-
gilancia sobre su cumplimiento, los colegios de profesio-
nistas, las federaciones de colegios de profesionistas y las
federaciones generales de colegios de profesionistas.

Artículo 5

Son atribuciones del titular de la Secretaría de Educación
Pública, que las ejercerá por conducto del titular de la Di-
rección General de Profesiones:

I. Formular y conducir las políticas en la materia y aplicar
las disposiciones de esta ley;

II. Conducir la relación con los colegios de profesionistas,
con las federaciones de profesionistas y con los profesio-
nistas mismos, en todo lo referente a las profesiones, a su
vigilancia y al desarrollo de los cuadros científicos y tec-
nológicos;

III. Examinar la documentación que ampare el título profe-
sional, los de grado y los de especialidad, y recabar la in-
formación que considere necesaria para conceder o negar
el registro de títulos y certificados expedidos por institu-
ciones de educación superior con reconocimiento oficial,
así como cualquier documento equivalente, que presenten
quienes pretendan obtener la cédula respectiva;

IV. Expedir a favor del profesionista que ha cubierto los re-
quisitos, la cédula respectiva con efectos de patente, que lo
autoriza para el ejercicio de su profesión o especialidad; al
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expedirse la cédula se abrirá la hoja de servicios del profe-
sionista en el registro correspondiente;

V. Registrar los títulos profesionales, certificados y docu-
mentos a que refiere la fracción III de este artículo y ela-
borar el registro público nacional de profesionistas;

VI. Registrar y autorizar a las instituciones educativas le-
galmente facultadas para expedir títulos profesionales y
constancias de especialidad. Registrar a las instituciones o
empresas que ofrezcan servicios de capacitación profesio-
nal;

VII. Registrar la constitución de colegios y federaciones de
profesionistas en los términos de esta ley;

VIII. Registrar los certificados de peritos emitidos por los
colegios y las listas de peritos presentadas a las autoridades
por cada colegio;

IX. Hacer la revalidación oficial de estudios y títulos pro-
fesionales, así como de estudios de especialidad para efec-
tos del ejercicio profesional;

X. Celebrar convenios de coordinación con los Gobiernos
de los Estados en materia de sus respectivas competencias;

XI. Establecer mecanismos para facilitar la vinculación en-
tre las instituciones de educación superior y los colegios de
profesionistas a fin de que éstos participen en la elabora-
ción de los planes y programas de estudio y aporten las ex-
periencias del ejercicio profesional en la educación;

XII. Implementar las acciones que apoyen las actividades
de investigación científica y tecnológica propuesta por los
colegios y federaciones de profesionistas priorizando la na-
cional;

XIII. Organizar las actividades que promuevan la partici-
pación de las instituciones de investigación científica y tec-
nológica en las actividades de capacitación, actualización,
acreditación y certificación que realicen los colegios y las
federaciones de colegios de profesionistas;

XIV. Implementar los mecanismos y optimizar la partici-
pación de los colegios y federaciones de profesionistas en
la elaboración, ejecución, seguimiento y modificación de
los programas de investigación científica y tecnológica;

XV. Establecer mecanismos de información y coordinación
entre las empresas productivas públicas, privadas y socia-
les y los colegios y federaciones de profesionistas.

XVI. Todas las demás que le atribuya la ley.

Título Tercero

De las Instituciones Autorizadas que Deben 
Expedir los Títulos Profesionales

Capítulo I

De Títulos Expedidos en el Distrito Federal

Artículo 6.

Las instituciones que impartan educación superior, deberán
cumplir los requisitos que señalen las leyes y disposiciones
reglamentarias que las rijan.

Artículo 7

Sólo las instituciones a que se refiere el artículo anterior es-
tán autorizadas para expedir títulos profesionales de acuer-
do con sus respectivos ordenamiento.

Capítulo II

De los Títulos Profesionales Expedidos 
por las Autoridades de los Estados

Artículo 8

Los títulos profesionales expedidos por las autoridades de
los estados, se sujetarán a las leyes respectivas y a lo dis-
puesto en la fracción V del artículo 121 de la Constitución.
Dichos títulos serán registrados ante la autoridad estatal
competente en materia de profesiones.

Artículo 9

El Ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría de Edu-
cación Pública, celebrará convenios de coordinación con
los gobiernos de los estados para la unificación del registro
profesional, de acuerdo a las siguientes bases:

I. Instituir un sistema único para el registro de títulos y cé-
dulas profesionales;
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II. Establecer los requisitos necesarios y las normas para el
reconocimiento de los títulos y cédulas profesionales expe-
didos por la autoridad federal, las de los estados y la del
Distrito Federal.

III. Establecer las normas para la elaboración del registro
nacional de profesionistas a que se refiere la fracción V del
artículo 5º de esta ley;

IV. Intercambiar la información necesaria para el debido
cumplimiento del objeto de los convenios.

Artículo 10

Por ningún concepto se registrarán títulos ni se revalidarán
estudios de aquellos estados que no tengan los planteles de
educación superior correspondientes.

Título Cuarto

Del Ejercicio Profesional

Capítulo I

De la Planeación

Artículo 11

La planeación y el ejercicio profesional impulsarán la pro-
ducción y difusión del conocimiento, así como su aplica-
ción al bienestar social y a la producción económica, bus-
cando favorecer la generación de empleos, la mejor
estructura del aparato productivo y la ocupación de los pro-
fesionistas.

La planeación del ejercicio profesional atenderá a la ocu-
pación de los profesionistas en sus áreas de conocimiento.

Artículo 12

La planeación del ejercicio profesional es la estructuración
racional y sistemática de las políticas del Estado y la in-
ducción de las acciones públicas y privadas para lograr:

I. La distribución social de los conocimientos y las tecno-
lógicas que se derivan del propio ejercicio profesional, co-
mo elemento de bienestar de la población, de transforma-
ción racional de la naturaleza y del uso inteligente,
equilibrado y juicioso de los recursos, en el marco ético-

ecológico como base para el desarrollo económico y social
del país;

II. La identificación de las demandas sociales y producti-
vas que deben ser cubiertas por los servicios profesionales,
a fin de alcanzar el equilibrio entre éstas, la formación y la
distribución de los profesionistas;

III. La vinculación estrecha y racional del ejercicio profe-
sional con la formación de profesionistas, para que respon-
da a las necesidades sociales y productivas;

IV. La participación creciente de los profesionistas en el
avance científico nacional y en el mundial, para transfor-
mar esos conocimientos en aplicaciones útiles a la nación;

V. El desarrollo de la capacidad de los cuadros científicos
y técnicos mediante la elevación sistemática del nivel de
desempeño de los profesionistas y el aumento de la calidad
de los servicios profesionales;

VI. El impulso a las oportunidades de los profesionistas a
fin de incrementar su autodefinición, su autogestión y su
autorregulación, como medios para la profesionalización
que contribuya con mayor calidad y continuidad al progre-
so de la nación;

VII. La aplicación de acciones continuas que eleven la ca-
pacidad de la micro, pequeña y mediana empresas para in-
novar, adaptar, usar y difundir los avances tecnológicos;

VIII. La coordinación para adquirir y crear respuestas úti-
les e inmediatas a necesidades productivas, así como la
concurrencia de fondos públicos y privados a la investiga-
ción y desarrollo;

IX. La orientación de la ciencia y la tecnología que aplican
los profesionistas hacia la satisfacción de las demandas so-
ciales, impulsando una mayor interrelación de los centros
de investigación con los sectores productivos y de servi-
cios;

X. La participación sistemática de los profesionistas en la
educación, la capacitación y el desarrollo de la infraestruc-
tura tecnológica;

XI. La enseñanza de la ciencia y la técnica para que fo-
mente, en todos los niveles educativos, el desarrollo del
sentido de la investigación, la innovación y las aplicacio-
nes útiles;
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XII. La actualización y capacitación continua impulsada
por los colegios de profesionistas.

Artículo 13

La planeación del ejercicio profesional considerará los pro-
gramas siguientes: de planeación educativa, de desarrollo
de la ciencia y la tecnología, de la vinculación de la técni-
ca con la micro, pequeña y mediana empresas y de apoyo
a la actualización y la capacitación profesionales. Los co-
legios, las federaciones de colegios y las federaciones ge-
nerales nacionales elaborarán las normas de calidad profe-
sional que orientarán los programas.

Capítulo II

De los Requisitos para el Ejercicio Profesional

Artículo 14

Para obtener título profesional es indispensable haber cum-
plido los requisitos académicos previstos por las leyes apli-
cables. Todas las profesiones existentes, o que fueren crea-
das en el futuro, impartidas por las instituciones de
educación superior, oficialmente reconocidas, necesitan tí-
tulo y cédula profesional para su ejercicio.

Artículo 15

Para ejercer una profesión se requiere estar en pleno goce
de los derechos civiles y poseer título y cédula profesiona-
les legalmente expedidos y registrados. No se considerará
ejercicio profesional cualquier acto realizado en casos de
urgencia con propósito de auxilio inmediato.

Para ejercer como especialista se requiere poseer certifica-
do y cédula de especialidad legalmente expedidos y regis-
trados.

Para que un profesionista pueda actuar como perito, debe-
rá ser miembro activo del colegio respectivo, comprobar
tal condición mediante la exhibición del certificado de pe-
rito emitido por el consejo de acreditación y certificación
de su colegio y aparecer en la lista de perito vigente, emi-
tida por el propio colegio.

Para que se les expida cédula profesional, los profesionis-
tas nacionales o extranjeros con título obtenido en institu-
ciones extrajeras, deberán cumplir con los mismos requisi-
tos que esta Ley establecer para los egresos de las

instituciones nacionales y revalidar los estudios o estable-
cer las equivalencias profesionales ante la Secretaría.

Los profesionistas extranjeros deberán cumplir además,
con lo establecido en los ordenamientos nacionales aplica-
bles y en los tratados internacionales en los que México sea
parte. El ejercicio profesional de los extranjeros en el país
estará sujeto a la reciprocidad y equidad con los profesio-
nistas mexicanos y de acuerdo a las leyes mexicanas; así
como deberán obtener del consejo de acreditación y certi-
ficación del colegio de su profesión en México, la certifi-
cación que les corresponda, de manera que se garantice
también la oferta de servicios de calidad, sin riesgo para la
sociedad.

En igualdad de requisitos y capacidades, los profesionistas
colegiados tendrán preferencia en el trabajo en institucio-
nes oficiales, a tener cargos directivos y oportunidades de
desarrollo profesional.

Artículo 16.

La autoridad que en razón de su competencia tuviese rela-
ción con el ejercicio profesional o con los efectos jurídicos
del mismo, exigirá de los profesionistas la exhibición de la
cédula, para comprobar tal condición.

Artículo 17.

La validez de los nombramientos que se hagan por las Se-
cretarías de Estado y demás entidades de la administración
pública para realizar tareas propias de una profesión, re-
querirán la posesión del título y cédula profesional corres-
pondientes.

La autoridad responsable de tal nombramiento deberá ob-
servar los requerimientos dispuestos en el artículo 15 de
esta ley.

Artículo 18

El profesionista tiene el deber ético, para consigo mismo y
para con la sociedad, de mantener actualizando sus conoci-
mientos y capacidades.

Todos profesionista que desee obtener su certificado profe-
sional, demostrará ante el consejo de acreditación y certifi-
cación del colegio de su profesión, la actualización de sus
conocimientos y capacidades, de acuerdo a los lineamientos
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establecidos por los colegios, sus consejos y la Federación
General Nacional que corresponda.

Artículo 19

Los consejos de acreditación y certificación de los colegios
de profesionistas son los órganos competentes para evaluar
y certificar los conocimientos, actitudes, habilidades y des-
treza adquiridas por los profesionistas, ya sea de manera
individual o en las instituciones debidamente autorizadas
para impartir cursos de actualización o especialización.

Capítulo III

De la Ética y Desempeño Profesional

Artículo 20

El ejercicio profesional es una actividad de interés social,
en consecuencia todo profesionista está obligado a poner
sus conocimientos científicos, capacidades técnicas y ética
profesional en beneficio del receptor de sus servicios, pri-
vilegiando el respeto a los derechos humanos, el bien co-
mún y la calidad profesional, por encima de los intereses
económicos, propios o de terceros.

Los códigos de ética profesional de los colegios de profe-
sionistas recogerá en su normatividad los valores éticos
universales y los valores positivos de la idiosincrasia na-
cional. Los colegios velarán especialmente el cumplimien-
to de las disposiciones de este artículo.

Artículo 21

Todo profesionista está obligado a guardar el secreto pro-
fesional de los casos a su cargo, salvo mandato judicial, y
siempre que la guarda del secreto no implique la comisión
de un ilícito.

Artículo 22

El profesionista o especialista, al ostentarse como tal, o
participar en actividades profesionales, deberá incluir en la
documentación que utilice, el número de cédula profesio-
nal o de especialidad y, en su caso, el registro al colegio
respectivo.

Artículo 23

Los profesionistas podrán asociarse para prestar sus servi-
cios en calidad de personas morales, lo cual no les confie-
re la condición de asociación gremial independiente y les
obliga a conducirse siempre conforme a los principios del
código de ética del colegio de la profesión correspondien-
te; estos profesionistas responderán en forma individual
por la calidad de los servicios prestados, sin perjuicio de la
corresponsabilidad de la persona moral respectiva.

Artículo 24

El desempeño profesional que en forma de asalariado pres-
te un profesionista de cualquier área contemplada en la ley,
corresponsabiliza de su ejecución eficiente, tanto a la per-
sona moral a través de la que se presta el servicio, como al
propio profesionista.

Artículo 25 

En la contratación de los servicios profesionales, se dará
preferencia a los nacionales que cumplan los requisitos pa-
ra la actividad profesional requerida, debiéndose respetar
en la plantilla de personal respectiva, los porcentajes de
participación legalmente establecidos para extranjeros,
quienes deben tener la calidad migratoria correspondiente.

Artículo 26

Los colegios, en coordinación con las instituciones de edu-
cación superior, promoverán la titulación de las personas
que habiendo cumplido con los estudios completos de una
profesión, no se hayan titulado.

Artículo 27

Las personas que sin tener un título y cédula profesional le-
galmente expedidos, actúen como profesionistas, quedan
sujetos a las sanciones que establece el título 8º de esta ley,
sin perjuicio de las responsabilidades derivadas de los có-
digos civiles y penales.

Artículo 28

Las autoridades judiciales deberán comunicar oportuna-
mente a la Dirección, las resoluciones que dicten sobre in-
habilitación o suspensión en el ejercicio profesional, cuan-
do éstas hubiesen causado ejecutoria. La Dirección a su
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vez estará obligada a comunicar dicha inhabilitación a los
colegios de la profesión correspondiente.

Capítulo IV

De las Regulaciones para el Ejercicio Profesional

Artículo 29

El profesionista tiene derecho a percibir como contrapres-
tación por su ejercicio profesional, honorarios o salarios
cuyo monto mínimo se establecerá en congruencia con su
formación, capacidades y niveles de riesgo y responsabili-
dad. La Federación General Nacional de Colegios de Pro-
fesionistas correspondiente, establecerá anualmente y por
consenso la remuneración mínima profesional y cada fede-
ración y colegio, con esa base, revisará y publicará con la
misma periodicidad, los rangos de percepción que se de-
terminen para la profesión correspondiente.

Los contratos de trabajo individuales o colectivos no po-
drán fijar para los profesionistas percepciones menores a
las mencionadas en el párrafo anterior.

Para los trabajos no comprendidos en los honorarios y sa-
larios antes especificados, el profesionista podrá celebrar
contrato con su cliente a fin de estipular los honorarios y
las obligaciones mutuas. La retribución no podrá ser menor
a la fijada en los aranceles aprobados para la profesión por
los procedimientos acordados.

Artículo 30

El ejercicio profesional comprendido en un contrato colec-
tivo de trabajo o establecido en las condiciones generales
de trabajo, queda sujeto, por lo que se refiere a la relación
laboral, a los preceptos de la Ley  Federal del Trabajo y las
diversas leyes y reglamentos de instituciones públicas o
privadas donde realice su desempeño profesional. Cuando
las condiciones de trabajo, logradas por conquista laboral,
sean mejores que las de las leyes señaladas, siempre se res-
petarán las indicadas en primera instancia.

Artículo 31

El anuncio o publicidad que un profesionista haga de sus
actividades, no rebasará los límites del código de ética de
su colegio; para ostentarse como profesionista, especialis-
ta, maestro o doctor se requiere tener cédula legalmente ex-
pedida por la Dirección.

Artículo 32

El profesionista no puede abandonar, sin causa justificada,
el cumplimiento de la obligación contraída no dejar de ren-
dirla con toda eficacia, sin hacerse acreedor a las penas que
se establecen en las diversas leyes.

Artículo 33

Queda prohibido a los profesionistas:

I. Respaldar o revalidar con sus firmas documentos, rece-
tas, gestiones, investigaciones, proyectos o trabajos pre-
sentados en sustento electrónico, magnético, fílmico, en
papel, o en cualquier otra forma, ejecutados por personas
que sin tener la cédula correspondiente, se dedique al ejer-
cicio de una profesión; se exceptúan de esta disposición,
los proyectos que se elaboren con el propósito de obtener
una patente o registro y que impliquen un invento o inno-
vación;

II. Utilizar o permitir que se utilicen en instalaciones pro-
ductivas, de servicios o de investigación, donde se requie-
ra la intervención de profesionistas, los servicios de perso-
nas que no lo sean, salvo del personal de apoyo del mismo;

III. Figurar o aparecer como responsable de servicios pro-
fesionales que no atiendan personalmente, en el lugar en
que tales servicios deban rendirse;

IV. Delegar su responsabilidad profesional o permitir la si-
mulación de su responsabilidad a otra persona que no sea
profesionista.

Título Quinto

De La Organización

Capítulo I

De los Colegios de Profesionistas

Artículo 34

Todos los licenciados de una misma profesión podrán
constituir colegios que no excederán de dos por cada disci-
plina profesional en el Distrito Federal, con personalidad,
capacidad jurídica, patrimonio propios y con las atribucio-
nes que les fijan este ordenamiento. Todo colegio de pro-
fesionista deberá obtener su registro en la Dirección. En las
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profesiones en las que existan más de dos colegios porque
fueron creados con anterioridad a la vigencia de la presen-
te ley, la federación general que corresponda promoverá su
asociación o fusión, con el propósito de que no rebasen el
número señalado.

Artículo 35

Para constituir un colegio y obtener su registro deberán sa-
tisfacerse los siguiente requisitos: 

I. Cumplir las prevenciones establecidas en el Código Ci-
vil para las asociaciones civiles;

II. Tener un mínimo de doscientos asociados;

III. Presentar a la Dirección una solicitud escrita de regis-
tro, que agrupe a egresados de una misma profesión y no
de especialidades. A dicha solicitud se acompañarán los si-
guientes documentos:

a) Una copia del testimonio de la escritura de protocoliza-
ción del acta constitutiva y de los estatutos que lo rigen;

b) Un directorio de miembros profesionistas con el núme-
ro y fotocopia de su cédula profesional;

c) Una relación de los socios que integran el Consejo Di-
rectivo con el número de su cédula profesional, acompaña-
do de las firmas para que sean registrada.

d) Una Copia del código de ética profesional.

Artículo 36

Cuando se trate de una profesión nueva, la Dirección auto-
rizará la constitución y registro del Colegio que cubra los
requisitos del artículo anterior, pudiendo hacerse la excep-
ción del número de asociados prevista en la fracción II del
mismo.

Artículo 37

Las asociaciones se denominarán: “Colegio de...”, indicán-
dose la profesión que corresponda. Cada colegio podrá es-
tablecer secciones territoriales y por especialidades de
acuerdo a sus estatutos. Todo profesionista, cumpliendo
con los requisitos respectivos, tendrá derecho a formar par-
te del colegio de su profesión.

Artículo 38

Los colegios de profesionistas serán ajenos a toda actividad
política o religiosa con fines partidistas o proselitistas, por
lo que les está prohibido realizar cualquier actividad que
persiga tales fines.

Artículo 39

Cada colegio se dará sus propios estatutos, sin contravenir
las disposiciones de la presente ley.

Sus órganos de gobierno serán:

La Asamblea, el Consejo Directo electo cada tres años, sin
reelección en el mismo cargo para el periodo inmediato, y
el órgano de honor y justicia, integrado por los ex presi-
dentes del Colegio y por los miembros que elija la asam-
blea.

El Consejo Directivo será electo por mayoría mediante el
voto individual, escrito y secreto de cada socio que tenga
como mínimo un año de antigüedad como miembro del co-
legio;  el conteo de votos será en asamblea de cada colegio.
El voto podrá ser emitido en la sede de el colegio o por po-
der legalmente conferido.

Artículo 40

Los colegios de profesionistas tendrá las siguientes funcio-
nes:

I. Vigilar el ejercicio y formación profesional con objeto de
que éstos se realicen dentro del marco legal y ético;

II. Proponer la expedición de leyes, reglamentos y sus re-
formas, relativos al ejercicio y formación profesionales;

III. Cooperar con la administración pública para promover
lo conducente al incremento de la calidad y aplicación de
la ética, en el desempeño de sus funciones y oferta de sus
servicios.

IV. Representar los intereses de sus asociados ante la Di-
rección y ante otras instituciones o autoridades, así como
en los actos profesionales que se realicen;

V. Realizar planes, proyectos y programas que impulsen la
formación y el ejercicio profesionales;
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VI. Determinar la misión, la visión y el perfil profesionales
de su disciplina, así como las normas de su formación, ac-
tualización, ejercicio profesional y la evaluación para tales
procesos;

VII. Denunciar ante la Secretaría de Educación Pública o
ante otras autoridades, las violaciones a la presente ley;

VIII. Detectar problemas e infracciones a la normatividad
profesional, relacionada con el ejercicio y formación, de-
nunciarlos a las comisiones técnicas respectivas o a otras
instancias a quienes corresponda.

IX. Realizar, en coordinación con el poder público, estu-
dios de congruencia entre capacidad y responsabilidad pro-
fesionales, honorarios y salarios, costo de vida y poder ad-
quisitivo del salario, con objeto de actualizar y establecer
la remuneración mínima profesional;

X. Servir de árbitro en los conflictos entre profesionistas, o
entre éstos y los usuarios de sus servicios, a solicitud de las
partes interesadas;

XI. Establecer relaciones e interactuar con otros colegios
en el País y en el extranjero, propiciando la participación
multidisciplinaria;

XII. Fomentar las actividades culturales, principalmente
entre sus agremiados, propiciando la identidad y valores
nacionales;

XIII. Hacer propuestas relacionadas con la elaboración y
aplicación de las políticas públicas con la finalidad de que
la generación, desarrollo, difusión y distribución del saber
teórico y práctico se apliquen al bienestar y desarrollo so-
cial, a la producción económica y a la preservación y me-
joramiento del ambiente y del patrimonio cultural de la na-
ción.

XIV. Prestar la más amplia colaboración al poder público
como cuerpo consultores y órganos auxiliares en las accio-
nes que se realicen para el bienestar social y el desarrollo
del país;

XV. Colaborar en la elaboración de los planes de estudio
profesionales y realizar proyectos que impulsen la educa-
ción continua. Realizar a través del consejo de acreditación
y certificación correspondiente, los procesos de acredita-
ción de escuelas y programas educacionales y de certifica-

ción de profesionistas. Todo ello con el fin de que el mejo-
ramiento de la formación y el ejercicio profesional:

a) Impulsen la elevación de la calidad de los servicios pro-
fesionales, la investigación, la innovación y, en general, el
avance científico, tecnológico y humanístico, que repercu-
tan en el bienestar y desarrollo sociales.

b) Favorezcan continuamente la creación y desarrollo de
una cultura ecológica y de respeto al patrimonio cultural de
la nación.

c) Orienten la capacidad y ejercicio profesionales a la sa-
tisfacción de las demandas sociales.

d) Propongan acciones que conduzcan a una distribución
más equitativa de la riqueza, que haga posible el desarrollo
social y económico, con el mejoramiento de la calidad de
vida de los mexicanos.

XVI. Integrar listas de peritos profesionales con los miem-
bros del Colegio correspondiente, que hayan obtenido el
certificado de perito, emitido por el Consejo de Acredita-
ción y Certificación de su Colegio. Los peritos que inte-
gren estas  listas serán los únicos reconocidos oficialmen-
te;

XVII. Elaborar normas y criterios que sirvan de base para
que los puestos públicos en que se requieren capacidades
propias de una disciplina, estén desempeñados por los pro-
fesionistas respectivos, de preferencia, en igualdad de
competencia y satisfacción de requisitos, por los que sean
colegiados;

XVIII. Realizar estudios sobre necesidades de servicios
profesionales y su distribución por regiones, de acuerdo a
las demandas sociales y de producción de bienes y servi-
cios, con el fin de orientar en el país las medidas para la
creación de fuentes de educación y empleo profesionales,
así como el incremento de las actitudes de servicio social;

XIX. Propiciar y organizar la prestación del servicio social
remunerado a que se refiere el artículo 5 constitucional;

XX. Establecer la vinculación con las academias científi-
cas a fin de favorecer las actividades que enriquezcan recí-
procamente su desempeño;

XXI. Formular los estatutos y el código de ética del Cole-
gio y depositar un ejemplar en la Dirección;
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XXII. Crear las instancias que juzguen necesarias para el
mejor cumplimiento de las funciones del Colegio;

XXIII. Las demás que les atribuya la ley.

Artículo 41

Los colegios podrán constituir una federación por cada
profesión y pertenecer a la Federación General de Colegios
de Profesionistas que seleccionen.

Capítulo II

De las Federaciones de Colegios

Artículo 42

Las Federaciones de Colegios se constituirán como asocia-
ciones civiles y agruparán a los colegios de una misma pro-
fesión o afines; se regirán por las disposiciones de esta ley
y por sus propios estatutos.

La organización y funciones de las federaciones serán las
mismas en lo general, que para los colegios en particular.

Cada Federación de Colegios será nacional y única por ca-
da profesión y  ramas afines.

Artículo 43

Las Federaciones de Colegios tendrán como finalidad el
desarrollo profesional para satisfacer las necesidades so-
ciales. Sus funciones serán:

I. Representar a los colegios que las conforman y ser órga-
no de expresión de sus objetivos;

II. Vigilar que los colegios asociados cumplan con sus ob-
jetivos y con su código de ética;

III. Representar a sus asociados ante los organismos inter-
nacionales de su competencia;

IV. Establecer mecanismo de intercambio entre los cole-
gios asociados sobre temas de investigación, proyectos y
resultados de los trabajos;

V. Coordinar las actividades de los colegios para lograr:

a) Política de desarrollo de sus asociados.

b) Principios básicos del código de ética correspondiente.

c) Actividades de difusión que coadyuven a la extensión
profesional.

d) Investigaciones sobre las necesidades sociales para su
desarrollo y proyectos para atenderlas.

e) Pautas para la evaluación de los procesos correspon-
dientes.

f) Lineamientos generales para la acreditación y certifica-
ción profesionales.

g) Acciones que promuevan la colegiación.

VI. Las federaciones de colegios, que reúnan los requisitos,
serán miembros por derecho propio de la Federación Ge-
neral, y al igual que ella, colaborarán como órganos auxi-
liares del Estado en materia de ciencia, técnica y cultura.

Capítulo III

De las Federaciones Generales 
de Colegios de Profesionistas

Artículo 44

Las federaciones generales de colegios de profesionistas
son organizaciones nacionales, multidisciplinarias, consti-
tuidas con los representantes que designen las federaciones
y los colegios de profesionistas del país. Podrán constituir-
se en un número que no excederá de tres. Se regirán por es-
ta ley y sus estatutos.

Artículo 45

Las federaciones generales de colegios de profesionistas,
en el ámbito de su competencia, tendrán las siguientes fun-
ciones:

I. Mantener actualizados sus estatutos de acuerdo a esta
ley;

II. Coordinar a los colegios y federaciones que la integren
para:

a) Participar en la elaboración de las normas para que la
ciencia y la técnica se oriente hacia la satisfacción de las
necesidades sociales, culturales y económicas de la nación,
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impulsando la mayor interrelación de los centros de inves-
tigación científica y tecnológica con los sectores producti-
vos de bienes y servicios.

b) Participar en las políticas públicas fundamentales para la
generación, desarrollo, difusión y distribución del conoci-
miento, así como su aplicación al bienestar social, a la pro-
ducción económica y a la preservación del ambiente natu-
ral y del patrimonio cultural de la nación.

c) Establecer los principios para que la enseñanza de la
ciencia y la técnica, en todos los niveles del sistema edu-
cativo nacional, se oriente a desarrollar el sentido de la
identidad nacional y del respeto a la pluralidad, de la in-
vestigación y la cultura, de la preservación del ambiente y
del patrimonio de la nación, así como de la innovación
científica y tecnológica.

d) Proponer las normas de organización política, social y
económica para la participación creciente de los cuadros
profesionales científicos y tecnológicos, en el avance cien-
tífico nacional y en el mundial, y que los conocimientos se
tornen en aplicaciones útiles al país.

e) Proponer las acciones pertinentes para el desarrollo de la
infraestructura científica y tecnológica nacionales, en vin-
culación con las academias.

f) Proponer a las instituciones de educación superior, a las
de investigación científica y técnica y a las de servicio, las
bases que contribuyan a una formación y ejercicio profe-
sionales desarrolladas con fundamento en la ética y con la
mayor competencia y responsabilidad en el uso de la cien-
cia y la tecnología.

g) Proponer el reconocimiento por las autoridades guber-
namentales en materia de educación y la inclusión en el
código de ética profesionales los lineamientos que delimi-
ten los campos de acción de cada profesión y los límites
para su ejercicio, así como de las nuevas que vayan requi-
riéndose. La propuesta de los lineamientos que legítima-
mente delimiten el ejercicio de cada profesión será elabo-
rada por los colegios y federaciones correspondientes y
presentada a la federación general.

h) Proponer el reconocimiento, por las autoridades guber-
namentales en materia de educación, de los lineamientos
generales para la elaboración de los planes de estudio y los
requerimientos básicos para la formación profesional.

i) Establecer los criterios generales para la elaboración de
las normas de calidad, que sirvan de base para la acredita-
ción y certificación que realicen los consejos correspon-
dientes en cada colegio.

j) Establecer anualmente los parámetros de la remunera-
ción mínima para los profesionistas de acuerdo al artículo
29. Las negociaciones para defender los honorarios justos
de sus agremiados serán realizadas por los colegios corres-
pondientes.

III Apoyar a los colegios y federaciones de profesionistas
para la distribución social de los conocimientos y de las
tecnologías que, derivados del propio ejercicio profesional,
deben constituirse en elementos de bienestar de la pobla-
ción y de la preservación y equilibrio de la naturaleza;

IV. Ser órgano de consulta del poder público en todas las
cuestiones relacionadas con el ejercicio profesional;

V. Coadyuvar con el poder público y con los particulares en
la preservación de la educación laica, de la libertad de cá-
tedra, así como en los avances de las metodologías de en-
señanza-aprendizaje, de la investigación y de los trabajos
profesionales orientados hacia el desarrollo;

VI. Establecer el registro de los trabajos científicos que le
sean presentados por los autores para ponerlos a disposi-
ción de los profesionistas;

VII. Todas las demás que le atribuyan las leyes y regla-
mentos.

Capítulo IV

De las Academias de Ciencias

Artículo 46

Las academias de ciencias realizarán sus actividades de
acuerdo a lo dispuesto a la presente ley para difundir cono-
cimientos científicos que den nuevas aportaciones para el
beneficio social.

Artículo 47

Las academias podrán agruparse para fines de trabajo mul-
tidisciplinario y se integrarán con los miembros que ellas
mismas designen.
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Artículo 48

Las academias serán integradas con profesionistas de reco-
nocida y comprobada capacidad y calidad profesional y se-
rán seleccionados como miembros de acuerdo con los esta-
tutos de las academias correspondientes.

Artículo 49

Las academias de ciencias, en el ámbito de su competen-
cia, tendrán las siguientes funciones:

I. Darse sus propios estatutos y elegir a sus miembros de
acuerdo con la ley;

II. Elaborar sus políticas , a fin de orientar los estudios pa-
ra generar, desarrollar y difundir el conocimiento que con-
tribuya al bienestar social, a la preservación del ambiente
natural y al desarrollo económico;

III. Dar asesoría a quien lo solicite para que la ciencia y la
tecnología se orienten a la satisfacción de las necesidades
sociales;

IV. Sugerir líneas de investigación congruentes con las ne-
cesidades del país;

V. Difundir los avances científicos y tecnológicos para in-
crementar, durante la formación y el ejercicio profesiona-
les, el aprendizaje y la realización de la investigación;

VI. Colaborar, cuando se les solicite, con las autoridades y
los colegios de profesionistas en la realización de proyec-
tos, para la optimización del trabajo científico y para los de
beneficio social;

VII. Establecer un sistema informático con los trabajos
científicos de su área y recomendar la publicación de los
más trascendentes para el beneficio de la sociedad.

Capítulo V

De las Comisiones Técnicas

Artículo 50

La Dirección formará una Comisión Técnica por profesión,
con un comisionado por cada Colegio de la disciplina, un
representante de las instituciones de investigación, tres re-
presentantes de las instituciones públicas de educación su-

perior: Universidad Nacional Autónoma de México –
UNAM, Instituto Politécnico Nacional – IPN, Universidad
Autónoma Metropolitana – UAM (en su caso Universidad
Autónoma de Chapingo – UACH y Escuela Nacional de
Antropología e Historia – ENAH), un representante de los
organismos empleadores y un representante de la Direc-
ción. Las comisiones serán presididas por el representante
de la Dirección, quien convocará a los integrantes del gru-
po de trabajo. Los demás representantes serán nombrados
por los organismos correspondientes.

Artículo 51

Son funciones de las Comisiones Técnicas:

I. Formular políticas generales para los servicios y forma-
ción profesionales, vinculándolos con la investigación y
desarrollo tecnológico;

II. Proporcionar lineamientos para que la enseñanza de la
ciencia y la técnica, en todos los niveles educativos, se
oriente a desarrollar el sentido de la investigación, de la in-
novación y de los hábitos para la preservación del ambien-
te y del patrimonio natural y cultural de la nación;

III. Elaborar estrategias para la modernización y el des-
arrollo de la infraestructura científica y tecnológica;

IV. Fomentar la elaboración de normas de organización po-
lítica, social y económica para la participación creciente de
los  cuadros profesionales en los planes y proyectos para el
avance científico nacional y mundial, propiciando que este
desarrollo trascienda en aplicaciones útiles a la nación;

V. Organizar y promover en los organismos representados
en las Comisiones, la investigación, el desarrollo y adop-
ción de las normas y prácticas avanzadas en la formación y
en el ejercicio profesionales que contribuyan al progreso de
la sociedad, la ciencia, la técnica y la economía nacionales;

VI. Elaborar criterios y mecanismos de evaluación para la
selección de propuestas realizadas por los Colegios de pro-
fesionistas, Instituciones de Educación y organismos em-
pleadores, a fin de apoyar las que favorezcan la elevación
de la calidad en la formación y ejercicio profesionales;

VII. Expedir, y en su caso modificar, los reglamentos que
delimiten los campos de acción de cada profesión vigente
o de nueva creación y especifiquen la participación multi-
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disciplinaria necesaria, para la educación y servicios profe-
sionales correspondientes;

VIII. Apoyar a los colegios en las actividades que tengan
como propósito dar vigencia a las normas relativas a la for-
mación y a la prestación de servicios profesionales;

IX. Servir de enlace entre los colegios de profesionistas y
las instancias gubernamentales, para optimizar su partici-
pación en la elevación de la calidad de vida de la pobla-
ción;

X. Realizar las actividades tendientes a que los organismos
representados en las Comisiones unifiquen la calidad de su
desempeño;

XI. Recibir de los Colegios las denuncias de las infraccio-
nes a la normatividad, relacionadas con el ejercicio y la
formación profesional y turnar las propuestas correctivas a
quien corresponda;

XII. Todas las demás que les atribuya las leyes y regla-
mentos.

Título Sexto

De la Educación Profesional Permanente

Capítulo I

De la Capacitación y Actualización

Artículo 52

Los colegios y federaciones de profesionistas establecerán
en sus estatutos la obligación de impartir y promover la ca-
pacitación y actualización  profesionales, según las necesi-
dades del desarrollo de la disciplina y de la congruencia
con los requerimientos sociales.

Artículo 53

Las personas morales, distintas a los colegios y federacio-
nes, podrán realizar cursos de capacitación y actualización
sin reconocimiento oficial, en materias no contenidas en
los programas de estudio de las instituciones de Educación
Superior o de educación continua a que se refiere el artícu-
lo anterior, cuando sea para mejorar la eficiencia en el tra-
bajo que se realice.

Capítulo II

De la Acreditación y Certificación Profesionales

Artículo 54

La acreditación profesional es el reconocimiento que se ha-
ce a las escuelas, facultades y sus programas educaciona-
les, a partir del nivel licenciatura, que cumplen con las nor-
mas de calidad de la educación profesional.

Las normas de calidad serán elaboradas y establecidas por
el colegio de profesionistas o federación correspondiente
en coordinación con su consejo de acreditación y certifica-
ción.

La acreditación se hace constar en un documento emitido
por el colegio o federación correspondiente como resulta-
do de un proceso de evaluación basado en las normas men-
cionadas.

La acreditación será solicitada voluntariamente al colegio
o federación correspondiente.

Cada colegio establecerá un consejo de acreditación y cer-
tificación para realizar esas funciones mediante dos proce-
sos: uno referido a la evaluación de la capacidad de los pro-
fesionistas en la disciplina correspondiente, a fin de
certificar sus competencias y actualización; la misma me-
dida se aplicará para los profesionistas que hayan sido li-
cenciados en sistemas educativos distintos al nacional y
que pretendan ejercer en el país. El otro, para la evaluación
de la infraestructura, organización y programa educativo
de licenciatura y los demás que se impartan en el nivel de
educación superior. Los dos procesos estarán sustentados
en las normas de calidad elaboradas por el consejo respec-
tivo, con la colaboración de los miembros del colegio.

Artículo 55

La certificación profesional es el reconocimiento de las ca-
pacidades de los profesionistas en la rama o especialidad
en que se desempeñen, basada en las normas de calidad de
la profesión correspondiente.

Las normas de calidad serán elaborada y establecidas por
el colegio de profesionistas o federación correspondiente
en coordinación con su consejo de acreditación y certifica-
ción.
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La certificación se hace constar en un documento emitido
por el colegio o federación correspondiente como resulta-
do de un proceso de evaluación basado en las normas men-
cionadas.

La certificación será solicitada voluntariamente por los
profesionistas interesados al colegio o federación corres-
pondiente, los que realizarán el proceso gratuitamente para
sus agremiados.

La federación general nacional de colegios de profesionis-
tas que corresponda, instalará un Consejo Nacional Multi-
disciplinario, con miembros que satisfagan el perfil con-
gruente con las funciones que corresponden a ese Consejo.
También incluirá a los representantes de los colegios y de
los consejos de acreditación y certificación de los mismos.

La periodicidad de la certificación será establecida por el
consejo de acreditación y certificación de cada profesión
sin que sea menor de dos, ni mayor de cinco años.

La periodicidad de la acreditación será de cinco años.

Artículo 56

Los órganos encargados de los procesos de la acreditación
y de la certificación profesional serán:

a) El Consejo Nacional Multidisciplinario de Acreditación
y Certificación. Formará  parte de la Federación General de
Colegios de Profesionistas;

b) Los colegios nacionales a través de sus consejos de acre-
ditación y certificación profesional. Serán únicos y nacio-
nales, por cada profesión y estará formado por los repre-
sentantes de los consejos a que se refiere el inciso
siguiente;

c) Los consejos de acreditación y certificación estatales.
Estarán integrados en cada estado por las federaciones y
colegios de la profesión correspondiente.

Los órganos mencionados en los incisos b y c estarán co-
ordinados por el Consejo Nacional multidisciplinario indi-
cado en el inciso a).

Artículo 57

Las funciones comunes a los órganos mencionados en el
artículo anterior, serán:

I. Elaborar su reglamento interno;

II. Nombrar sus niveles directivos, elegidos con participa-
ción igualitaria entre el colegio y el consejo correspon-
diente, apegándose a los perfiles profesionales establecidos
en esta ley;

III. Establecer de acuerdo a la competencia de cada conse-
jo, en el nivel que le corresponda la evaluación integral.

a) Cognoscitiva.

b) Psicomotriz.

c) Etica.

Que dará lugar a la acreditación y la certificación profesio-
nales;

IV. Evaluar los procesos de acreditación y certificación;

V. Emitir anualmente, la relación de profesionistas certifi-
cados y de los planteles acreditados y presentarla al nivel
jerárquico superior que corresponda. El nivel multidiscipli-
nario nacional lo presentará a la Dirección, la que organi-
zará un registro público nacional sin perjuicio de que a ni-
vel estatal se constituyan los registros públicos locales.

Artículo 58

Corresponderán a cada órgano, las fundiciones específicas
siguientes:

I. Consejo Nacional Multidisciplinario de Acreditación y
Certificación Profesional:

a) Coordinar las actividades de los órganos de acreditación
y certificación profesional en sus diferentes niveles;

b) Emitir los criterios generales,  para elaborar las normas
de calidad profesional del ejercicio y de la educación que
constituirán la base de los procesos de acreditación y certi-
ficación;

c) Llevar a cabo las reuniones de los organismos de acre-
ditación y certificación, a fin de establecer criterios comu-
nes de promoción, ejecución, evaluación y actualización de
los procesos a que se refiere la fracción anterior;
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d) Mantener vigentes los vínculos con las entidades públi-
cas y privadas relacionadas con la profesionalización.

e) Difundir los beneficios, las necesidades y los avances de
la acreditación y certificación, así como para promover la
cultura de la colegiación;

f) Informar a la federación general de colegios de profesio-
nistas que corresponda sobre los asuntos relativos a la acre-
ditación y certificación y promover con los miembros de la
federación el avance, de estos procesos; 

g) Apoyar al poder público, en la determinación de las ca-
rreras que deban crearse o limitarse;  las escuelas y progra-
mas educacionales que puedan obtener la autorización ofi-
cial para su apertura y operación;

h) Actuar como órgano de consulta del poder público, de
los organismos empresariales, de los educativos y de los
demás que estén interesados en la prestación de los servi-
cios profesionales;

i) Elaborar los lineamientos generales para la constitución
de los consejos a que se refiere los artículos anteriores.

II. Consejos nacionales de acreditación y certificación pro-
fesional de los colegios correspondientes.

a) Participar con el colegio en la elaboración de las normas
de calidad de la profesión respectiva;

b) Vigilar que la evaluación para los procesos de acredita-
ción y certificación, tenga como base las normas de calidad
profesional y se realicen de acuerdo a los lineamientos es-
tablecidos para lograr la actualización y la profesionaliza-
ción;

c) Evaluar, de acuerdo a las normas de calidad profesiona-
les,  los conocimientos, habilidades y aplicación de la ética
de los profesionistas, para ejercer sus funciones en la pres-
tación de sus servicios o para ejercer como perito;

d) Emitir el dictamen con los resultados de la evaluación,
mismos que reportará al colegio correspondiente para el
efecto de que expida la constancia de certificación respec-
tiva;

e) Establecer y divulgar anualmente los calendarios de los
períodos de evaluación para la certificación, así como los

requisitos, metodología, tiempo y periodicidad de la eva-
luación y de la expedición de certificados;

f) Acreditar a los planteles y programas educacionales re-
conocidos oficialmente, cuando lo soliciten y satisfagan
conforme a su evaluación, las normas de calidad estableci-
das por el colegio correspondiente y su respectivo consejo
de acreditación y certificación.

g) Proporcionar a las instituciones de educación superior
solicitantes de su acreditación, los formatos para su auto
evaluación, como actividad previa a la valoración que rea-
lizará el consejo correspondiente;

h) Formar parte del Consejo Nacional, Multidisciplinario
de la Federación General de Colegios de Profesionistas co-
rrespondiente;

i) Cumplir con las normas y lineamientos emanados del
Consejo Nacional Multidisciplinario de la Federación Na-
cional de Colegios de Profesionistas;

j) Vigilar que se cumpla con lo establecido en el último pá-
rrafo de este artículo.

III. Consejo de Acreditación y Certificación Estatales.

a) Participar con el Consejo Nacional respectivo, en la ela-
boración de las normas de calidad de la profesión corres-
pondiente;

b) Evaluar, de acuerdo a las normas de calidad profesiona-
les, los conocimientos, habilidades y aplicación de la ética
de los profesionistas, para ejercer sus funciones en la pres-
tación de sus servicios o para ejercer como perito;

c) Emitir el dictamen con los resultados de la evaluación,
mismos que reportará al colegio estatal correspondiente
para el efecto de que este expida la constancia de certifica-
ción respectiva;

d) Difundir en el estado la calendarización de los procesos
de acreditación y certificación, establecidos por el Consejo
Nacional que corresponda;

e) Acreditar a los planteles y programas educacionales re-
conocidos oficialmente, cuando lo soliciten y satisfagan
conforme a su evaluación, las normas de calidad estableci-
das por el colegio estatal correspondiente y su respectivo
Consejo de Acreditación y Certificación;
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f) Proporcionar a las instituciones estatales de educación
superior solicitantes de su acreditación, los formatos para
su auto evaluación, como actividad previa a la valoración
que realizará el consejo correspondiente;

g) Formar parte del Consejo Nacional de la profesión que
corresponda;

h) Cumplir con las normas y lineamientos emanados del
Consejo Nacional de la profesión correspondiente y del
Consejo Nacional Multidisciplinario.

Los procesos de acreditación y certificación, estarán suje-
tos a una calendarización y metodología de la evaluación y
de la actualización, misma que deberá ser sistemática y pe-
riódicas.

Artículo 59

El Consejo de Acreditación y certificación entregará a su
colegio anualmente, la lista de profesionistas y la de los pe-
ritos certificados para que este último las envíe a la Direc-
ción, a fin de que las publiquen y vigile que las listas de pe-
rito sean las únicas que sirvan oficialmente.

Artículo 60

Para ser perito se requiere, además de satisfacer las normas
establecida por el consejo correspondiente, ser mexicano,
comprobar experiencia mínima de cinco años en el ejerci-
cio de la licenciatura y por lo menos los tres últimos años
en la especialidad en la que solicita ser certificado.

Los peritos deberán amparar con su firma o rendir un dic-
tamen que dé fe sobre ello ante la autoridad. Con indepen-
dencia del nombre que las leyes o normas particulares den
a los peritos, éstos quedan sujetos a las disposiciones de es-
ta ley.

Artículo 61

Los dictámenes sobre la acreditación de instituciones de
educación superior y de los programas educacionales serán
entregados al colegio correspondiente, quien elaborará un
listado con los resultados y turnará anualmente a la Direc-
ción para su registro y difusión.

Titulo Séptimo

Del  Procedimiento Administrativo 
de Conciliación

Capítulo Único

Artículo 62

Los conflictos de intereses entre los profesionistas y los
usuarios de sus servicios serán sometidos a instancia de
parte interesada y mediante petición por escrito, a un órga-
no de conciliación que funcionará dentro de la estructura
administrativa de la Dirección, el cual intervendrá en los
conflictos que le sean sometido en calidad de amigable
componedor,  escuchando a las partes y propiciando su
avenimiento con base en las propuestas que ellas mismas
hagan, absteniéndose en todo caso de adoptar posiciones o
emitir opiniones.

Todos los actos del procedimiento de conciliación se harán
constar en actas por el órgano conciliador, y de lograrse la
amigable composición de las partes, se elaborará con su in-
tervención el convenio de solución que suscribirán los in-
teresados y los miembros del órgano conciliador. En caso
contrario, quedarán a salvo los derechos de los interesados
para que los hagan valer en la forma que a ellos convenga.

Artículo 63

El órgano de conciliación será presidido por el funcionario
de la Dirección que designe su titular en su representación,
más dos representantes designados por la Federación Ge-
neral Nacional. Estos miembros asumirán el cargo en for-
ma permanente por el período de un año, pudiendo ser re-
electos por uno o más períodos adicionales.

En cada caso que se someta un conflicto al conocimiento
del órgano conciliador, para dar trámite al procedimiento
de conciliación, su Presidente solicitará al Colegio corres-
pondiente a la profesión del presentador de los servicios
que sea parte interesada en el conflicto, la designación de
dos profesionistas, uno de los cuales deberá pertenecer a la
lista de perito del propio Colegio, y el otro ser miembro de
la Comisión o Consejo de Honor y Justicia del Colegio
respectivo, quienes serán miembros del órgano de conci-
liación únicamente para el caso para el  que fueron desig-
nados.
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Artículo 64

El procedimiento de conciliación se iniciará con la solici-
tud de la parte que se manifieste afectada. Recibida la soli-
citud se procederá a la integración del órgano conforme lo
establece el último párrafo del artículo anterior. Al mismo
tiempo se comunicará la queja a la contraparte, y se citará
a las partes del conflicto a una reunión que podrá ser repe-
tida cuantas veces éstas lo acepten o decidan, observándo-
se lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 71.

El órgano de conciliación podrá asumir el conocimiento de
conflictos que hayan sido puesto a consideración de algún.
Colegio de profesionista en particular, cuando así le fuera
solicitado por el Colegio en cuestión,  con anuencia de las
partes interesadas.

Artículo 65

Únicamente a requerimiento de autoridad judicial podrá el
órgano de conciliación dar informes sobre los procedi-
mientos que haya ventilado en ejercicio de sus funciones.

Los asuntos que hayan sido del conocimiento del órgano de
conciliación, no serán materia de inscripción en el Registro
Público de Profesionistas que esta ley dispone.

Título Octavo

De las Infracciones y Sanciones

Capítulo Unico

Artículo 66

Las violaciones al estatuto o al código de ética de su cole-
gio en que incurra un profesionista y que hayan sido san-
cionadas por la Comisión o el Consejo de Honor y Justicia
del propio colegio, serán comunicadas, incluyendo la deci-
sión emitida, a la Federación General Nacional, la que
efectuará la anotación del caso en el registro correspon-
diente que se establecerá por el órgano interno encargado
de vigilar la ética de las profesiones.

Cuando la decisión de la Comisión o del Consejo de Honor
y Justicia del colegio respectivo, o el mencionado órgano
de la Federación General Nacional lo considere pertinente
en razón a que la conducta sancionada constituyera falta de
probidad o negligencia grave en el ejercicio profesional, se
comunicarán a la Dirección los antecedentes del caso y las

decisiones emitidas, con la petición de llamar al profesio-
nista sancionado para requerirle que rectifique su conduc-
ta, se comprometa a no incurrir nuevamente en ella, y en su
caso amonestarle.

Artículo 67

Con independencia de lo anterior, el profesionista y en su
caso entidad que lo tenga contratado quedarán sujetos a las
responsabilidades legalmente resultantes, cuando sus ac-
ciones configuren posible delito en que hubieran incurrido
en la prestación del servicio, así como de las responsabili -
dades civiles que fueran a su cargo, derivadas de la presta-
ción de sus servicios.

Serán también civilmente responsables por los daños y per-
juicios que en el cumplimiento de una encomienda profe-
sional, fueron ocasionados por sus auxiliares y empleados
bajo su inmediata dependencia y dirección, siempre que
aquellos no hubieren dado las instrucciones adecuadas o
sus instrucciones hubieren sido la causa del daño.

Artículo 68

Las personas morales que proporcionen servicios profesio-
nales, cuyos directivos pudieran haber cometido violacio-
nes éticas en el otorgamiento de sus servicios, serán juzga-
das por la Comisión o el Consejo de Honor y Justicia del
Colegio con mayoría de membresía de profesionistas de la
disciplina correspondiente, observándose lo establecido en
el primer artículo de este Capítulo.

Artículo 69

La Dirección cancelará, por orden de autoridad competen-
te, el registro y cédula profesional del profesionista que ha-
ya sido condenado por resolución judicial ejecutoria a la
inhabilitación para el ejercicio respectivo.

Artículo 70

Cuando en los registros de la Federación General Nacional
respectiva que dispone este Capítulo, se acumule un con-
junto importante de quejas, entre las que aparecieran actos
graves de negligencia o falta de probidad imputables a un
profesionista, o persona moral prestadora de servicios pro-
fesionales, dicha Federación formulará petición a la Direc-
ción, debidamente fundada y documentada, para que ésta
conmine al presunto responsable a modificar su conducta
profesional, apercibiéndole que en caso contrario formulará
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demanda ante autoridad competente, para obtener orden ju-
dicial de inhabilitación para el ejercicio profesional y can-
celación de la cédula respectiva.

Artículo 71

Se pondrán en conocimiento de la Dirección y de la Fede-
ración General Nacional, aquellos casos en que los Cole-
gios o cualquier persona o profesionista, fueran sabedores
de la existencia de individuos que, sin poseer título y cé-
dula profesional se ostenten y actúen como profesionistas.

La Dirección o en su caso la Federación General Nacional
que corresponda, deberán formular de oficio la denuncia
correspondiente, turnándola a la autoridad competente.

Artículo 72

Sólo los colegios de profesionistas y las federaciones de
colegios constituidos en los términos de esta ley, podrán
usar tales denominaciones. La infracción a lo anterior será
denunciado a la autoridad competente por la Dirección, o
por la Federación General Nacional o los colegios afecta-
dos, y sancionada conforme a la legislación penal aplica-
ble, sin perjuicio de la responsabilidad civil resultante.

Artículo 73

Los procedimientos para conocer de infracciones e impo-
ner en su caso sanciones, se tramitarán conforme a los pro-
cedimientos que se establezcan en el estatuto de cada cole-
gio al que pertenezca el presunto responsable.

En todo caso el probable infractor gozará del derecho de
ser oído en su defensa, y asimismo de utilizar los medios
de impugnación a que se refiere el Capítulo siguiente.

Los colegios y demás entidades que intervengan en los
procesos incoados contra profesionistas por presuntas por
presuntas infracciones, quedan obligados a guardar la se-
crecía correspondiente, salvo orden de autoridad judicial
que disponga la rendición de informes.

Artículo 74

La Dirección y la Federación General correspondiente, re-
cibirán y darán respuesta escrita en un plazo no mayor de
treinta días, a las denuncias que los miembros de los Cole-
gios les presenten, relativas a las infracciones en que incu-
rran sus directivos, al estatuto o a lo establecido en esta ley;

en este caso tanto la Dirección como la Federación que co-
rresponda, requerirán la observancia a las normas infringi-
das.

Título Noveno

De los Medios de Impugnación

Capítulo Unico

Artículo 75

Los procedimientos y resoluciones incoados a profesionis-
tas por los colegios respectivos y las sanciones que éstos
impongan, así como las medidas que hubiera adoptado la
Federación General Nacional, podrán ser impugnadas por
los afectados ante el órgano conciliador de la Dirección,
que se establece en el artículo 62 precedente.

La medidas que con relación a infracciones hubieran sido
dispuestas por la Dirección, se impugnarán en su caso ante
la contraloría interna de la propia Dirección.

Artículo 76

El órgano conciliador a que se refiere el artículo anterior,
para conocer de las impugnaciones quedará integrado úni-
camente por los miembros permanentes a que se refiere el
artículo 63.

Serán partes en el proceso de impugnación el profesionista
querellante afectado y el respectivo colegio que llevó a ca-
bo el proceso e impuso la sanción. La Federación General
Nacional correspondiente, será llamada con el carácter de
tercero interesado, para el efecto de cumplir su función de
vigilancia relativa a la ética profesional, y en su caso hacer
anotación en sus registros de los resultados del proceso de
impugnación.

Artículo 77

Dicho proceso de impugnación se ventilará sin sujeción a
formalidades especiales, salvo el derecho de las partes a ser
oídas, rendir toda clase de pruebas, con excepción de aque-
llas que sean contrarias a derecho, y producir alegatos pre-
viamente a la resolución en apoyo a sus respectivas posi-
ciones.
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Las impugnaciones que deba conocer la contraloría interna
de la Dirección, observarán el procedimiento que tenga es-
tablecido la propia contraloría para casos análogos.

Transitorios

Artículo 1

Esta ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación
en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo 2

Se abrogan la Ley Reglamentaria del Artículo 5º Constitu-
cional, publicada el 26 de Mayo de 1945 y su Reglamento,
con la salvedad que dispone el artículo siguiente. Asimis-
mo se abrogan las demás disposiciones que se opongan o
contravengan a la presente ley.

Artículo 3

El Reglamento de esta ley deberá expedirse dentro de los
sesenta días naturales siguientes a que la misma entre en
vigor. Mientras tanto seguirá aplicándose el Reglamento
vigente en todo lo que no contradiga las disposiciones de la
presente ley.

Artículo 4

Los recursos administrativos que se encuentren en trámite
deberán resolverse dentro de los sesenta días naturales si-
guientes a la puesta en vigor de esta ley.

Artículo 5

Respecto a las profesiones en que no hubiere organiza-
dos colegios, la Federación General Nacional de Cole-
gios de Profesionistas, procederá a nombrar comisiones
con los profesionistas respectivos que se encarguen de
impulsar y coadyuvar para la constitución del colegio co-
rrespondiente.

Artículo 6

La Dirección General de Profesiones de la Secretaría de
Educación Pública, dentro de los sesenta días naturales si-

guientes a la puesta en vigor de esta ley, deberá proceder al
establecimiento de los órganos de conciliación e impugna-
ción, y asimismo a crear los demás instrumentos relaciona-
dos con las profesiones previstos en esta ley, y emitir los li-
neamientos generales de observancia obligatoria por las
dependencias estatales competentes en la materia de esta
ley, respecto del reconocimiento de nuevas profesiones y la
emisión de patentes para su ejercicio.

Artículo 7

Siendo de aplicación federal la presente ley, los gobierno
de los Estados deberán proceder a organizar el servicio so-
cial en su respectivas entidades de conformidad con lo que
se dispone en la presente normatividad; y asimismo, a pro-
mover e impulsar la colegiación profesional en el ámbito
de sus competencias.  

Diputados: Eduardo A. Leines Barrera (rúbrica), Eduardo
Andrade Sánchez (rúbrica), Marco Paulino López Mora
(rúbrica), Guillermo Díaz Gea (rúbrica), Francisco Ríos
Alarcón, Arnulfo Márquez Hernández (rúbrica), Roque J.
Gracia Sánchez (rúbrica), Juan N. Callejas Arroyo (rúbri-
ca), Jorge Schettino Pérez (rúbrica), Nemesio Domínguez
Domínguez (rúbrica), Jose F. Yunes Zorrilla (rúbrica),
Martha Silvia Sánchez González (rúbrica), Pedro Mantero-
la Sainz (rúbrica), José M. Guillén Torres, Jaime Mantecón
Rojo (rúbrica), Edgar Flores Galván, Enrique Ramos Ro-
dríguez (rúbrica), Francisco Castro González, Gustavo
Carvajal Moreno, María de las Nieves García Fernández
(rúbrica), Policarpo Infante Fierro (rúbrica), Gerardo Sosa
Castelán (rúbrica), Magdalena Núñez Monreal (rúbrica),
Arturo León Lerma (rúbrica), Rafael Orozco Martínez (rú-
brica), N. Salvador Escobedo Zoletto (rúbrica).

Presidencia del diputado 
Armando Salinas Torre

El Presidente diputado Armando Salinas Torre:

Insértese el texto íntegro de la iniciativa en el Diario de
los Debates. Publíquese en la Gaceta Parlamentaria y
túrnese a las comisiones de Puntos Constitucionales en
Comisiones Unidas con Educación.


